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Respuestas a oficios



Contraloría General de la República:


-
Diputada Cristi doña María Angélica, ordene instruir una investigación o efectuar una fiscalización si fuere el caso, tendiente a determinar la eventual responsabilidad que podría caberle al señor alcalde de Peñalolén, don Claudio Orrego Larraín, en el marco de una denuncia realizada por vecinos de esa comuna, relacionada con el mal uso que aquél estaría efectuando de bienes y recursos municipales, e informe de sus gestiones a esta Corporación. (13950 al 6442).


-
Diputado Urrutia, Solicita disponer se instruya una investigación, remitiendo sus resultados a esta Cámara, respecto de la realización de acciones de propaganda electoral, con motivo de las elecciones municipales del 28 de octubre próximo, en el Centro de Salud Familiar Arrau Méndez, de Parral, y, además, emitir un pronunciamiento sobre su legalidad. (14035 al 8788).


-
Diputado Urrutia, Solicita disponer se instruya una investigación, remitiendo sus resultados a esta Cámara, respecto de la realización de acciones de propaganda electoral, con motivo de las elecciones municipales del 28 de octubre próximo, en el Centro de Salud Familiar Arrau Méndez, de Parral, y, además, emitir un pronunciamiento sobre su legalidad. (14036 al 8788).


-
Diputada Turres doña Marisol, Solicita disponer se realice una auditoría a la ejecución del proyecto “Construcción Relleno Sanitario Provincial” comuna de Puerto Varas (La Laja), Código BIP 30087486-0, con aporte financiero del Banco Alemán KFW. (5541 al 2338).



Ministerio de Interior:


-
Diputada Muñoz doña Adriana, Tener por acompañada copia del Informe evacuado por la Policía de Investigaciones de Chile que da cuenta de la existencia de contaminación de los cursos de agua y de la red de agua potable de la localidad de Caimanes, comuna de Los Vilos, Región de Coquimbo, y, con su mérito, instruir al señor Intendente de la referida región y al señor Gobernador de la Provincia de Choapa, con el objeto que dichos organismos dispongan a la brevedad la distribución de agua envasada para consumo de la población afectada y la distribución de agua en camiones aljibes, para satisfacer otras necesidades de consumo domiciliario de los hogares de la Localidad de Caimanes. (170 al 4257).


-
Diputada Muñoz doña Adriana, Requiere se informe sobre las razones por las que el Intendente de la Región de Coquimbo y el gobernador de la Provincia de Choapa no entregan agua envasada para el consumo humano a los habitantes del sector de la localidad de Caimanes, en la comuna de Los Vilos, no obstante que la evidencia científica demostraría que las aguas del estero Pupío, desde el que se extrae el vital líquido para el consumo de las personas y del ganado, se encuentra contaminado. (170 al 8953).


-
Diputada Molina doña Andrea, Solicita tenga a bien analizar y disponer las medidas que sean procedentes, en relación con la situación descrita en la solicitud y antecedentes adjuntos, sobre la reevaluación de la señorita Gissell Pérez en el sistema de postulación a becas y créditos para educación superior año 2013. (1954 al 4579).


-
Diputado De Urresti, Solicita informe sobre el estado de tramitación de la solicitud para la calificación de exonerado político, efectuada por el señor Leonel Vásquez Velázquez. (1972 al 9629).


-
Diputado Sabag, Requiere se informe sobre el estado del proyecto para la construcción de la comisaría de la comuna de Bulnes; y, además, se disponga extender el Plan Cuadrante de Seguridad Preventiva a las comunas de Bulnes y Yumbel, incluyéndolas, en consecuencia, en el proyecto de ley de presupuestos del sector público para el año 2013, en actual tramitación. (1974 al 8935).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar el estado de tramitación en que se encuentra la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga el problema de reconocimiento al exonerado político, presentada por don Pedro Segundo Cabezas Cabezas, domiciliado en la comuna de San Fernando, Región del Libertador Bernardo O'Higgins. (1975 al 8698).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, informar el estado de tramitación en que se encuentra la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga el problema de reconocimiento al exonerado político, presentada por don José Lorenzo Moreno Becerra, domiciliado en la comuna de San Fernando, Región del Libertador Bernardo O'Higgins. (1975 al 8699).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar el estado de tramitación en que se encuentra la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga el problema de reconocimiento al exonerado político, presentada por don Juan Antonio Clavijos López, domiciliado en la comuna de Pichidegua, Región del Libertador Bernardo O'Higgins. (1975 al 8700).


-
Diputado Sabag, Se remita una evaluación sobre el funcionamiento del plan cuadrante en la comuna de San Carlos. (1976 al 8724).


-
Diputado Sabag, Se remita una evaluación sobre el funcionamiento del plan cuadrante en la comuna de San Carlos. (2529 al 8724).


-
Diputado Jaramillo, Transgresión de la normativa del Convenio 169 de la OIT en modificación del plano regulador de la comuna de Futrono (2532 al 6972).

-
Diputado Accorsi, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida a denuncias de estudiantes, que habrían sido víctimas de abuso sexual por parte de Carabineros de Chile. (2914 al 7993).


-
Diputada Isasi doña Marta, Solicita informe lo gestionado a la fecha, en relación con la solicitud N° 36 previamente efectuada. (3434 al 10088).


-
Diputada Isasi doña Marta, Disponer las medidas que fueren necesarias para otorgar algún beneficio o indemnización por los perjuicios eventualmente causados a un grupo de operadores de la Dirección de Obras Sanitarias de Iquique, Región de Tarapacá, quienes en el año 1973 habrían sido desvinculados de sus funciones sin causa justificada y cuyos juicios laborales no prosperaron en la oportunidad en que fueron presentados. (3441 al 4223).


-
Diputado Norambuena, Requiere se informe sobre la situación de los programas de empleo en la provincia de Arauco y en la comuna de Lota, tanto de los administrados por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, como de los programas de Mejoramiento Urbano y Equipamiento Comunal (P.M.U.). (3442 al 9129).


-
Diputado De Urresti, Requiere se informe sobre el estado de la solicitud para acceder al beneficio previsional de pensión no contributiva como exonerado político del señor Nelson Muñoz Salinas. (3443 al 9777).


-
Diputada Cristi doña María Angélica, Requiere se informe sobre el monto de los recursos fiscales destinados a compensaciones a las familias de carabineros que, víctimas de acciones violentistas, han perdido su vida en cumplimiento de su deber; asimismo, el monto de las compensaciones que otorga el Estado a los carabineros que han sido heridos en cumplimiento de sus labores, muy especialmente a aquellos funcionarios que han debido abandonar la institución, inválidos de por vida. (3444 al 9156).


-
Diputado Marinovic, En el marco de denuncias efectuadas por la Asociación de Usuarios de la Zona Franca de Punta Arenas, Cámara Franca, por el incumplimiento de las normas legales y contractuales en que habría incurrido el concesionario del referido recinto franco, Sociedad Rentas Inmobiliarias Ltda., se sirva instruir a la Intendencia regional de Magallanes y Antártica Chilena, con el objeto que fiscalice el cabal cumplimiento del contrato de concesión de la zona franca de Punta Arenas, adoptando, si fuere procedente, las providencias que sean menester, e informe de sus gestiones a esta Corporación. (3445 al 7097).


-
Diputado Chahín, Estado de la solicitud formulada por el señor Sebastián Cid Casas en conformidad a la ley de beneficios a exonerados por motivos políticos. (3446 al 8534).


-
Diputado De Urresti, Requiere se informe sobre el estado de la solicitud para acceder al beneficio previsional de pensión no contributiva como exonerado político del señor Rosamel Aguilera Nova. (3448 al 9776).


-
Diputado De Urresti, Requiere se informe sobre el estado de la solicitud para acceder al beneficio previsional de pensión no contributiva como exonerado político del señor Luis Alberto Cancino Cancino. (3449 al 9771).


-
Diputado Rincón, Requiere se informe sobre las razones por la que la División El Teniente de la Corporación Nacional del Cobre no informó, oportunamente, del accidente ocurrido en la presente semana, que ocasionó graves intoxicaciones en trabajadores. (345 al 9912).


-
Diputado De Urresti, Solicita se informe sobre la factibilidad de priorizar los pasos internacionales de la Región de Los Ríos, en el marco del convenio sobre la materia suscrito con la República Argentina ; asimismo, acerca del estado del proyecto de construcción de una segunda barcaza en el Lago Pirehueico; y, además, respecto de las razones por las que los pasos Carirriñe y Hua Hum no fueron considerados como alternativa, luego de la destrucción de las instalaciones de la aduana en el paso internacional Cardenal Samoré, en la Región de Los Lagos. (3450 al 9657).


-
Diputado Lemus, Incorporación de comuna de Los Vilos en decreto que declara zona de catástrofe a la Región de Coquimbo (3453 al 7956).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Requiere intervenir para solucionar los graves problemas de financiamiento que afectan al municipio y a la corporación municipal de San Fernando. (4270 al 4418).


-
Diputado De Urresti, Informar el estado de tramitación en que se encuentra la solicitud de pensión como exonerado político presentada por don Héctor Araneda Mora, residente en la comuna de Valdivia, Región de Los Ríos. (4271 al 9051).


-
Diputado Robles, Informe si ha tomado conocimiento de una denuncia de secuestro que habría afectado a dos jóvenes el día 28 de agosto pasado, siendo ingresados a dos automóviles, patentes BW 97 65 Toyota Corolla celeste y WF 65 57 Toyota Yaris color blanco, dejando constancia en la 48ª Comisaría, cuyo número es 103647. (4272 al 8272).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:


-
Diputado Robles, Requiere informe acerca de las razones y consideraciones técnicas y políticas de su voto, como integrante del comité de ministros a que se refiere el artículo 20 de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, recaído en el recurso de reclamación interpuesto por la Empresa Nacional de Electricidad S.A. ENDESA contra la resolución de la Comisión de Evaluación Ambiental de Atacama que rechazó el estudio ambiental del proyecto “Central Termoeléctrica Punta Alcalde”, en la Región de Atacama. (937 al 9506).



Ministerio de Hacienda:


-
Proyecto de Acuerdo 548, “Solicita la tributación de las empresas en las comunas que se emplacen.” (431).



Ministerio de Obras Públicas:


-
Diputado Bobadilla, Estudie la posibilidad de trasladar el peaje de la ruta que une Concepción con Florida al sector de Queime apenas se inicien las obras en la ruta concesionada a Cabrero, para no postergar el desarrollo de la comuna de Florida. (553 al 2620).



Ministerio de Agricultura:


-
Diputado Robles, Requiere informar acerca de las razones y consideraciones técnicas y políticas de su voto, como integrante del comité de ministros a que se refiere el artículo 20 de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, recaído en el recurso de reclamación interpuesto por la Empresa Nacional de Electricidad S.A. Endesa contra la resolución de la Comisión de Evaluación Ambiental de Atacama que rechazó el estudio ambiental del proyecto “Central Termoeléctrica Punta Alcalde”, en la Región de Atacama. (136 al 9486).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Informe sobre la situación laboral desmedrada que afecta a quienes prestan servicios dentro del Programa de Desarrollo Local, Prodesal, en la Región de Coquimbo, y adopte las medidas pertinentes a fin de asegurar el pago oportuno de sus remuneraciones. (81 al 9409).


-
Proyecto de Acuerdo 714, “Solicita a las autoridades que indica, adoptar medidas ante la grave situación de bioseguridad de Rios y Lagos del Sur de Chile por el Alga Didymo.” (124).



Ministerio de Trabajo y Previsión Social:


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe acerca de la atención médica entregada por la Asociación Chilena al señor Jorge Andrés Soto Carreño. (19 al 7966).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Reitera oficio N°7966 del pasado 16 de agosto de 2012, y, en definitiva informe y remita copia del informe evacuado por la Asociación Chilena de Seguridad en relación con la atención médica recibida por don Jorge Soto Carreño. (19 al 9817).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Antecedentes de la situación que ocurre en Pulelfu, en la comuna de Puyehue, relacionada con la aparición de un foco del virus hanta en las faenas de la central hidroeléctrica que se construye en la localidad mencionada, y con la adopción de medidas para garantizar la seguridad de los trabajadores de la empresa Acuña e Hijos S.A., que en esas obras se desempeñan. (21 al 4227).



Ministerio de Salud:


-
Diputado De Urresti, Disponibilidad de médicos con especialidad en geriatría en el Servicio de Salud Valdivia, especialmente en el hospital base de la ciudad del mismo nombre; y, acerca de la política nacional en relación con la dotación de este tipo de especialistas por cada región del país. (152 al 9717).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita disponer se acelere el proceso de diseño y construcción del hospital de Chimbarongo. (431 al 4490).


-
Diputado De Urresti, Solicita analizar e informar a estar Corporación sobre la forma de resolver la delicada situación del señor Luis Huetria Lleufuman, descrita en la solicitud adjunta; particularmente, la cobertura del plan AUGE respecto de la insuficiencia renal crónica y las patologías derivadas de ésta, como asimismo, las condiciones en que opera el Fondo de Auxilio extraordinario en casos como el expuesto. (432 al 9630).


-
Diputado Robles, Requiere se informe sobre la fecha u oportunidad en que se repetirá el Examen Único Nacional de Conocimientos en Medicina (Eunacom); asimismo, si se ha instruido un sumario a consecuencias de la eventual filtración de contenidos del examen aludido; y, también, acerca de las responsabilidades que, hasta ahora, a consecuencias de las posibles irregularidades, se hubieren hecho efectivas. (434 al 9809).


-
Diputado Santana, Solicita informe sobre del estado de avance y calendarización del proyecto de instalación de dependencias del Servicio Médico Legal en la comuna de Castro. (436 al 9826).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informar y remitir los antecedentes que obren en su poder respecto de la denuncia que habrían presentado los habitantes de Pureo, en la zona de Calbuco, en contra de la planta Copec, debido al escurrimiento de aguas sucias que llegarían hasta la zona de cultivo de los productores de ostras del sector. (499 al 8875).


-
Diputado Accorsi, Solicita, por una parte, que las seremis del país informen sobre el estado y duración de los sumarios sanitarios instruidos en sus respectivos servicios, como asimismo, la medidas que se implementarán en la cartera de salud para el cumplimiento del cumplimiento de lo señalado en el oficio N°074086 del pasado 27 de noviembre, de la Contraloría General de la República, sobre el plazo de duración de los sumarios administrativos y la publicación de sus resultados y resoluciones. (522 al 9519).


-
Diputada Molina doña Andrea, Solicita instruir se reevalúe la situación de “licencias médicas impagas”, desde el mes de octubre del año 2011, al señor Arturo Ossecht Valdivia. (532 al 4573).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita informar sobre eventual infracción a normativa sobre rotulado de alimentos a propósito de la venta de pollo trozado en bandejas en establecimientos de la Región de Coquimbo (533 al 5637).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Reitera peticiones de información contenidas en el oficio N° 5637, de 19 de enero de 2012, sobre una presunta infracción a la normativa de rotulado de alimentos, a raíz del expendio de pollo trozado en bandejas, en establecimientos de la Región de Coquimbo. (533 al 9877).


-
Diputado Chahín, Informe sobre la clasificación en el nivel “C” de la beneficiaria del Fondo Nacional de Salud, señora Lorenza Antipe Baeza, circunstancia que la priva de obtener una interconsulta para efectuarse una examen de mamografía. (549 al 9547).


-
Diputado De Urresti, Situación de los servicios de urgencia de atención primaria de la comuna de Valdivia; recursos especiales destinados durante los últimos tres años; número de médicos que atienden en las Servicio de Atención Primaria de Urgencia de cada uno de los Centro de Salud Familiar de la Región de Los Ríos; cantidad óptima de estos profesionales; existencia de déficit de horas de atención y las medidas adoptadas para mejorar el servicio. (552 al 9551).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Remitir los antecedentes que obren en su poder respecto de la fiscalización que ese ministerio habría realizado en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial de Medio Ambiente, la Gobernación Provincial, el Servicio Nacional de Pesca y la Gobernación Marítima de Castro, todos de la Región de Los Lagos, con motivo de la descarga de aguas servidas provenientes de una planta de tratamiento que sería operada por el municipio de Curaco de Vélez, indicando asimismo, las medidas eventualmente adoptadas para solucionar la emergencia. (554 al 8918).


-
Diputada Isasi doña Marta, Disponer se realice una investigación y se sancione a quienes resulten responsables de los focos de microbasurales que se encuentran cercanos a un establecimiento educacional en el sector de Bajo Molle, comuna de Iquique, Región de Tarapacá. (555 al 4265).


-
Diputado Estay, Solicita información sobre las medidas de prevención y vacunación diseñadas por la cartera a su cargo, particularmente, los plazos para su realización y número de menores beneficiados, en la Región de La Araucanía, y especialmente, en las comunas de Melipenco, Lonquimay, Lautaro, Galvarino, Curacautín, Perquenco, Vilcún y Victoria. (556 al 9247).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Requiere se informe sobre el plan y calendario de vacunación contra la meningitis en la Región del Libertador General Bernardo O'Higgins. (557 al 9202).


-
Diputado Accorsi, Solicita información sobre las clínicas privadas que exigieron un pago por la vacuna que fue distribuida gratuitamente por el Estado para combatir el brote de meningitis, con indicación del monto cobrado. (558 al 9273).


-
Diputado Ortiz, Copia de su intervención, en la que solicita al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región del Biobío y a la señora Superintendenta de Seguridad Social, informar a esta Corporación sobre las razones por las que se han rechazado licencias médicas presentadas por doña Graciela Irene Peña Bustos, afectada gravemente en su salud mental y física; y, asimismo, si previo al rechazo, la afectada fue sometida a exámenes médicos por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (Compin) de Concepción. (560 al 4473).


-
Diputada Isasi doña Marta, Solicita informe sobre los estudios de calidad del aire que sustentan las recientes declaraciones de las autoridades regionales, sobre la inexistencia de contaminación en las localidades de Parca y Mamiña, Región de Tarapacá. (561 al 9598).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita remita información sobre los porcentajes de avance del proceso de vacunación contra la meningitis en cada una de las comunas de la Región de Los Lagos. (562 al 9594).


-
Diputada Isasi doña Marta, Solicita remita información sobre el estado de contaminación de Puerto de Patache, Región de Tarapacá, particularmente, los estudios realizados por la cartera a su cargo en relación con la materia consultada. (563 al 9595).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe respecto de las materias que se precisan en la solicitud adjunta, en relación con los vertederos actualmente en operación en la Región de Los Lagos. (564 al 9695).


-
Diputado García don René Manuel, Solicita tenga a bien tomar conocimiento e informar sobre cada una de las materias descritas en la solicitud adjunta, en relación con la actuación de la Comisión Médica, Preventiva e Invalidez, Compin, Subcomisión Cautín, en el rechazo de la licencia médica a don Guillermo Castro Hernández. (565 al 9838).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Remitir información detallada respecto de los casos de meningitis que se hubieren detectado en la Región de Los Lagos en los últimos tres años, indicando el recinto asistencial de atención, la edad, la comuna y el origen de los pacientes y el resultado final de los diagnósticos practicadas. (568 al 9028).


-
Diputada Molina doña Andrea, Diputada Muñoz doña Adriana, Diputado Accorsi, Diputado Saffirio, Diputada Girardi doña Cristina, Solicita tenga a bien ejercer sus buenos oficios para que S.E., el Presidente de la República coloque urgencia al proyecto de ley que propone eliminar las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos, boletín 7036-11, en segundo trámite constitucional en el Senado. (570 al 4388).


-
Diputado Accorsi, Requiere se informe sobre la cantidad de pacientes con egreso hospitalario que han sido diagnosticados con neurofibromatosis, tanto en el sistema público como en el privado de salud. (588 al 9782).


-
Diputado Marinovic, Factibilidad de implementar un viático para la estadía de al menos un familiar directo mientras dure la hospitalización de pacientes que deben ser derivados lejos de sus hogares. (656 al 10022).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo:


-
Diputado Sandoval, Disponer en lo que fuere pertinente, se exima de algunos de los requisitos para postular al Fondo Solidario de Vivienda a los comités habitacionales Esperanza y Vida de Blanco, Enfrentando el Futuro, de Villa Ortega y Ñirhuao de Villa Ñirehuao, todos de la comuna de Coyhaique, Región de Aysén, en virtud de las disposiciones del artículo 21 del Decreto Supremo N° 49 de Vivienda y Urbanismo, “Fondo Solidario de Elección de Viviendas” y en consideración a que las variaciones automáticas de los puntajes de la Ficha de Protección Social, habría dejado fuera del programa a muchos de sus integrantes. (71 al 4140).


-
Diputada Pacheco doña Clemira, Disponer se instruya una investigación de las condiciones laborales en que se estarían realizando las obras de construcción del segundo tramo del eje vial Manuel Montt en la comuna de Coronel, Región del Biobío, por cuanto se habrían denunciado falencias en la higiene y seguridad de sus faenas, tales como falta de agua potable, de baños y de implementos de seguridad; asimismo, remitir copia de las bases de la respectiva licitación en las que se establezcan las condiciones laborales de los trabajadores. (73 al 4152).


-
Diputada Vidal doña Ximena, Solicita informe de problemas en la aplicación del DS N°49, de 2011, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba el reglamento del Programa Fondo Solidario de Elección de Vivienda, particularmente en relación con las denuncias de comités de allegados, en cuanto se les estaría exigiendo más antigüedad que a los postulantes individuales, así como las medidas que se han adoptado para solucionarlos. (74 al 8530).



Ministerio Medio Ambiente:


-
Diputada Isasi doña Marta, Solicita informe sobre los estudios de calidad del aire que sustentan las recientes declaraciones de las autoridades regionales, sobre la inexistencia de contaminación en las localidades de Parca y Mamiña, Región de Tarapacá. (130654 al 9597).



Ministerio de Cultura y de las Artes:


-
Diputado De Urresti, Solicita transmitir su molestia por los errores contenidos en la Revista del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, correspondiente al año 2011; y, en seguida, para que se informe a esta Corporación, acerca de las causas de los mencionados errores, los costos de la publicación, y la empresa y,o entidad encargada de su elaboración, edición y publicación. (67 al 5398).


-
Diputada Pascal doña Denise, Se sirva adoptar las medidas que correspondan para impedir la ejecución de las obras de construcción de edificios, anunciada por la constructora Santa Beatriz, en los alrededores de la casa que perteneciera al poeta Pablo Neruda, en la localidad de Isla Negra, pues se afectará el medio ambiente al efectuarse la tala del bosque aledaño, además de dañar el patrimonio histórico y cultural del lugar, informando a esta Cámara. (72 al 5117).



Intendencias:


-
Diputado Díaz don Marcelo, Grado de cumplimiento del compromiso adquirido por el Gobierno con los crianceros de la Región de Coquimbo, en el marco de la sequía que afecta a la masa ganadera de la región, particularmente a la del sector de Río Turbio, localidad de Las Mercedes, comuna de Vicuña. (129 al 9125).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Informe sobre la legalización de los espacios comunes de la localidad de Gualliguaica, comuna de Vicuña, Región de Coquimbo, por la vía de la transferencia del dominio, con el propósito de que sus habitantes puedan postular a los respectivos proyectos de mejoramiento y construcción. (130 al 9227).


-
Diputado Robles, Requiere se informe sobre las medidas adoptadas en relación con los carteles aparecidos en lugares públicos contra dirigentes sociales de Frerina. (167 al 10003).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Informe a esta Corporación, al tenor de la intervención adjunta, sobre la situación que afecta a localidad de La Campana, de la comuna de Vicuña, por la saturación de sus fosas sépticas, y considere disponer se efectúe una visita en terreno a fin que se adopten las medidas que correspondan. (171 al 9406).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Medidas que se adoptarán para otorgar una solución al Comité de Vivienda Hierro Viejo, de la comuna de Vicuña, quieren requieren la entrega del terreno que ocupan. (172 al 9497).


-
Diputado Sabag, Estado de avance de los proyectos de construcción de sistemas de alcantarillado del sector Nueva Aldea, de la comuna de Ranquil; Tres Esquinas, de la comuna de Bulnes; y, de la comuna de San Fabián de Alico, todas de la provincia de Ñuble. (358 al 9450).



Servicios:


-
Diputado Espinoza don Fidel, Requiere se informe sobre el reajuste de los valores que el Fondo Nacional de Salud (Fonasa) paga los médicos y a otros profesionales de la salud, por atender en el sistema público mediante bonos, indicando de qué forma y en cuánto la mencionada variación afectará a los usuarios del sistema; y, asimismo, acerca de la eliminación de los requisitos exigidos para comprar bonos de Fonasa para la atención con nutricionistas. (4 al 10078).


-
Diputado Chahín, Solicita disponer se realice una fiscalización, remitiendo sus resultados a esta Cámara, respecto de las condiciones laborales y de seguridad en que desarrollan su labor los conductores profesionales de las empresas Transporte Artisa, Transporte Astudillo, Transportes Santa Marta, y otras, dedicadas al traslado de sal hacia el puerto de Tocopilla; y, además, en las mismas faenas, sobre las condiciones técnicas de los vehículos utilizados, y de seguridad de la carga transportada. (738 al 7401).

XII.
Peticiones de oficio. Artículos 9° y 9° A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. 


-
Diputada Isasi doña Marta, Requiere se informe sobre el proceso de descontaminación del derrame de petróleo de la empresa Petrobras ocurrido en la playa El Colorado, en Iquique. (10140 de 06/03/2013). A Ministerio Medio Ambiente.


-
Diputada Isasi doña Marta, Requiere se informe sobre el proceso de descontaminación del derrame de petróleo de la empresa Petrobras ocurrido en la playa El Colorado, en Iquique. (10141 de 06/03/2013). A varios.


-
Diputada Isasi doña Marta, Requiere se informe sobre el proceso de descontaminación del derrame de petróleo de la empresa Petrobras ocurrido en la playa El Colorado, en Iquique. (10142 de 06/03/2013). A capitán de puerto de Iquique.


-
Diputada Isasi doña Marta, Requiere se informe sobre si el funcionamiento de la empresa azufrera que se encuentra en la comuna de Alto Hospicio, en la ruta A-16, fue aprobado por el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA). (10143 de 06/03/2013). A Ministerio Medio Ambiente.


-
Diputado Accorsi, Requiere se informe sobre la legalidad de un acuerdo secreto entre AES Gener y la empresa sanitaria Aguas Andina para la utilización de aguas del embalse El Yeso y las lagunas Negra y Lo Encañado, en el marco de la tramitación del estudio de impacto ambiental del proyecto Alto Maipo; asimismo, si el acuerdo incide en el tarifado por metro cúbico que cancelan los clientes de la mencionada empresa; si los términos del acuerdo podrían afectar el abastecimiento de agua en la Región Metropolitana de Santiago; y, por último, si es posible aprobar un estudio de impacto ambiental de un proyecto que considera cláusulas secretas entre empresas, desconocidas por el Ejecutivo y por el público. (10144 de 06/03/2013). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Bertolino, Solicita remitir información y antecedentes relacionados con accidentes ocurridos en el año en curso, en la tercera y cuarta regiones, en faenas de CAP Minería. (10145 de 06/03/2013). A Ministerio de Minería.


-
Diputada Pacheco doña Clemira, Solicita remitir los resultados de las mediciones más recientes realizadas en la comuna de Coronel respecto de las normas de calidad ambiental, e informar sobre la factibilidad de declarar, consecuentemente, a la totalidad o parte de la mencionada dicha comuna como zona saturada. (10146 de 06/03/2013). A Ministerio Medio Ambiente.


-
Diputado Pérez don José, Solicita disponer se realice una investigación, remitiendo sus resultados a esta Cámara, para determinar las responsabilidades legales y administrativas por la falta de cumplimiento, en los plazos y obras, del contrato suscrito para la construcción del Gimnasio Polideportivo de la ciudad de Los Ángeles; e informe, además, sobre las etapas que se deben cumplir para el total desarrollo del proyecto. (10147 de 06/03/2013). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Sandoval, Requiere se informe sobre el estado de avance de la solicitud de arriendo, con compromiso de compra, presentada por el señor Celestino Omar Gómez Morales, de un predio fiscal ubicado en el sector Richard 1, en la Región de Aysén, que ingresó con el N° 11.IMB-04116, Id. Inmueble IMB 7415. (10148 de 06/03/2013). A secretario regional ministerial de Bienes Nacionales Aysén.


-
Diputado Sandoval, Requiere se informe sobre la situación de las viviendas de pobladores de Caleta Andrade, emplazadas en una zona de riesgo, y acerca de las vías para dar solución a este problema. (10149 de 06/03/2013). A secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región de Aysén.


-
Diputado Sandoval, Requiere se informe sobre la situación de las viviendas de pobladores de Caleta Andrade, emplazadas en una zona de riesgo, y acerca de las vías para dar solución a este problema. (10150 de 06/03/2013). A intendencias.


-
Diputado Rojas, Solicita se remita información relacionada con la contaminación que afecta a la ciudad de Tocopilla. (10183 de 07/03/2013). A Ministerio Medio Ambiente.


-
Diputado Rojas, Solicita se remita información relacionada con la contaminación que afecta a la ciudad de Tocopilla. (10184 de 07/03/2013). A Ministerio de Salud.


-
Diputado De Urresti, Requiere se informe sobre la factibilidad de disponer los controles médicos correspondientes para la señora Pamela Romero Romero, paciente trasplantada del Hospital Clínico Regional de Valdivia; además, acerca del número de personas trasplantados renales que se atienden en el mencionado centro asistencial, y de las recomendaciones de los especialistas respecto de los controles a que estos pacientes deben ser sometidos y el tiempo que debe transcurrir entre ellos. (10185 de 07/03/2013). A Ministerio de Salud.


-
Diputado De Urresti, Requiere se informe sobre las medidas adoptadas con motivo de las denuncias por malos olores provenientes de la planta de la empresa Prolesur S.A., en la comuna de Los Lagos; en especial, acerca de aquellas destinadas a evitarlos, y si efectivamente se han implementado. (10186 de 07/03/2013). A Ministerio de Salud.


-
Diputado De Urresti, Solicita remitir información relacionada con controles de tránsito, accidentes de tránsito y delitos ocurridos en la comuna de Mariquina, y con la reposición del cuartel de la mencionada comuna. (10188 de 07/03/2013). A jefe de la XIV Zona Los Ríos, de Carabineros de Chile.


-
Diputado De Urresti, Requiere se informe sobre la factibilidad de revisar la causal de retiro del señor Jaime Ramírez Robles, exsuboficial del Ejército; y, asimismo, acerca de si los antecedentes médicos del interesado se encuentran a disposición de esa rama de las fuerzas armadas. (10189 de 07/03/2013). A Ministerio de Defensa Nacional.


-
Diputado De Urresti, Requiere se informe sobre los beneficios a que puede acceder la alumna de la carrera de Historia, de la Universidad San Sebastián de Valdivia, señorita Elizabeth Landskron y, asimismo, acerca de las instancias a que puede dirigirse la interesada para exponer su situación y conocer las opciones para continuar sus estudios. (10190 de 07/03/2013). A Ministerio de Educación.


-
Diputado De Urresti, Requiere se informe sobre la factibilidad de mejorar el camino de acceso a la playa de Cheuque, en la comuna de Mariquina, y si este fue efectivamente incluido en el proceso de Conservación Global Mixta Sector Norte I; asimismo, acerca del estado del servicio de agua potable rural de la localidad de Cheuque, y de las acciones realizadas para integrar a esta localidad en el programa de Agua Potable Rural (APR) del Ministerio de Obras Públicas. (10191 de 07/03/2013). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado De Urresti, Solicita disponer se estudie la situación que afecta al señor Eduardo Soto Pantoja; y, además informar a esta Cámara sobre las opciones y fondos a los que puede acceder el interesado para obtener una prótesis de pierna multiuso, y efectuar la reparación de la que actualmente posee. (10192 de 07/03/2013). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado De Urresti, Solicita se remita información relacionada con la situación socioeconómica de la señora Alicia Mónica Oyarzún Oyarzún. (10193 de 07/03/2013). A Ministerio de Desarrollo Social.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (117)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Alinco Bustos René
IND
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PRI
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Isasi Barbieri, Marta
IND
I
2

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kort Garriga, Issa Farid
UDI
VI
32

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Letelier Aguilar, Cristián
UDI
RM
31

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Marinovic Solo de Zaldívar, Miodrag
IND
XII
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Martínez Labbé, Rosauro
RN
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41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
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IX
52

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
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Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
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Morales Muñoz Celso
UDI
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Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
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Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Sauerbaum Muñoz, Frank
RN
VIII
42

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PRI
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43
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II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.11 horas.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor RECONDO (Vicepresidente).- El acta de la sesión 131ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 132ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor RECONDO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE EXDIPUTADO SEÑOR
RAÚL SÁNCHEZ BAÑADOS, RECIENTEMENTE FALLECIDO
El señor RECONDO (Vicepresidente).- Por acuerdo de los Comités Parlamentarios, corresponde guardar un minuto de silencio en memoria del exdiputado señor Raúl Sánchez Bañados, quien fuera miembro del Partido Comunista, dirigente de la CUT de La Ligua, regidor por esa comuna, en 1963, alcalde de ella, en 1973, y diputado por la 5ª Agrupación Departamental de San Felipe, Petorca y Los Andes, el mismo año.

-Las señoras diputadas, los señores diputados, funcionarios y asistentes a las tribunas guardan, de pie, un minuto de silencio.

-o-

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, pido la palabra para referirme a la Cuenta

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el Primer Mandatario anunció ayer el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley para el otorgamiento de un bono solidario, equivalente a la suma de 40 mil pesos, para las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables. Hoy, en la mañana, en entrevista que otorgó a Chilevisión, señaló que ese bono podría ser pagado en marzo siempre y cuando los diputados y los senadores hicieran “la pega” en lugar de criticar.

En la Cuenta de la presente sesión no aparece consignado el ingreso de esa iniciativa, de manera que quiero dejar claro, ante la opinión pública -con el objeto de que se tenga presente-, que mientras eso no ocurra no podemos comenzar ningún trabajo en relación con el proyecto señalado.
El señor RECONDO (Vicepresidente).- La iniciativa que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables ingresó a la Cámara de Diputados en el transcurso de la mañana, de modo que fue incorporada a la Cuenta y será enviada a tramitación a las Comisiones de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social y de Hacienda.

Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, probablemente alguna causa de distracción no permitió al diputado señor Ortiz escuchar lo que se acaba de reiterar, pero quiero que quede constancia que el proyecto en referencia fue ingresado hoy a tramitación legislativa, lo que –repito- fue consignado en la Cuenta.

El señor ORTIZ.- ¿En qué parte de la Cuenta aparece, señor Presidente?

El señor RECONDO (Vicepresidente).- En la cuenta agregada, señor diputado.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor RECONDO (Vicepresidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor ÁLVAREZ (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios bajo la presidencia del diputado señor Carlos Recondo, adoptaron los siguientes acuerdos.

1. Tomar conocimiento de las Tablas de la semana, sujeta al despacho de los respectivos informes.

2. Guardar un minuto de silencio al inicio de la sesión en memoria del exdiputado señor Raúl Sánchez Bañados, recientemente fallecido.

PRÓRROGA DE PLAZO A COMISIÓN

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión Especial sobre Política Antártica para prorrogar su mandato en 90 días.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA
REGULACIÓN DE CONTRATO DE SEGURO. Tercer trámite constitucional.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Corresponde tratar las modificaciones del Senado al proyecto, iniciado en moción, que regula el contrato de seguro.
Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín N° 5185-03, sesión 134ª de la legislatura 360ª, en 6 de marzo de 2013. Documentos de la Cuenta N° 8.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, estamos ante un proyecto de ley en su último trámite -esperamos que la aprobación unánime de la Sala así lo permita-, que busca modificar el Código de Comercio en materia de contrato de seguro y que constituye un avance importante en la modernización de una legislación obsoleta, que data de 1865. La iniciativa permite actualizar nuestra normativa a la enorme evolución que ha experimentado la institución del seguro a nivel mundial.

El proyecto tuvo su origen en moción de los diputados señores Alberto Cardemil, Edmundo Eluchans, Sergio Ojeda, Patricio Vallespín, Mario Venegas y quien habla, y de los exdiputados señores Juan Bustos -que en paz descanse-, Marcelo Forni, Renán Fuentealba y Eduardo Saffirio.

La iniciativa se hace cargo del hecho de que el seguro es un contrato de adhesión para gran parte de los asegurados, cuya voluntad y poder de negociación se reduce a aceptar muchas veces las condiciones preestablecidas por el asegurador u optar entre la alternativa que se le ofrece. Dichos asegurados disponen de menos medios para negociar y hacer valer sus derechos ante el asegurador, lo que exige una protección que el actual Código de Comercio no recoge suficientemente, toda vez que la mayoría de sus normas son dispositivas, como es la regla general en el derecho privado.

De ahí la importancia de esta iniciativa de ley, modificada por el Senado, en cuanto propende a equilibrar la situación de los pequeños asegurados frente a las compañías de seguro, con base en normas mínimas obligatorias que provean un marco de certeza jurídica que no pueda ser modificado contractualmente. En este contexto destacan dentro de los principales objetivos del legislador en materia de tutela o protección del asegurado la regla de la imperativadad, la diferenciación entre los denominados seguros de grandes riesgos y los que no quedan circunscritos en esta categoría, etcétera.

Del informe que nos ha preparado la Secretaría se desprende que hubo una discusión profunda sobre la materia tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado. Obviamente, hubo algunos puntos que consensuar en la búsqueda de acuerdos mayoritarios.

Creo que estamos en presencia de un muy buen proyecto, que pone término y modifica de manera definitiva reglas decimonónicas y otras de mitad del siglo antepasado, que siguen definiendo una cuestión tan importante en la cotidianeidad de las chilenas y chilenos que firman contratos de seguro.

Las principales innovaciones que introduce la iniciativa son: la definición de contrato de seguro; un catálogo de definiciones de conceptos propios del contrato de seguro; regulación del contrato de seguro; carácter consensual del contrato de seguro; distintas modalidades de contratación del seguro; regulación del seguro colectivo; menciones de la póliza; sanción por no entrega de la póliza; interés asegurable; requisitos esenciales del contrato de seguro; nulidad; cesión de la póliza; vigencia de la cobertura; obligaciones del asegurado; declaración del estado del riesgo -el Senado hizo un trabajo muy importante respecto de esta materia, relacionado con el artículo 525 del proyecto, sobre la base de buscar el consenso, que en la Cámara de Diputados fue más difícil lograr-; agravación del riesgo; la prima; obligaciones del asegurador, etcétera. En fin, se introducen más de 35 novedades a la legislación sobre contrato de seguro. 

Por ello, solicito a la Sala que con el mayor número de votos posible aprobemos las modificaciones del Senado al proyecto, que fue presentado en 2007 y cuyos mocionantes -tengo el orgullo de estar entre ellos- ya mencioné.

Agradezco, en particular, el trabajo de los miembros de la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados, señores Gonzalo Arenas, Carlos Montes, Fuad Chahín y otros, cuya participación fue muy importante para la tramitación de esta iniciativa, que fue recogida por el Gobierno, particularmente por el ministro de Hacienda señor Felipe Larraín, quien desde hace más de un año y medio le dio la urgencia necesaria, y por el superintendente de Valores y Seguros. Los mocionantes no habíamos conseguido que el ministro de Hacienda anterior le diera urgencia.

Reitero, estamos en presencia de un muy buen proyecto. Agradezco la colaboración de muchos profesores de derecho comercial y de derecho de seguro de diversas universidades, pero, en particular, de mi amigo, camarada y profesor, señor Osvaldo Contreras, quien se encuentra presente en las tribunas presenciando el que será, ojalá, el último trámite de este proyecto en el Congreso Nacional.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio 
Vallespín.

El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, el diputado Jorge Burgos, uno de los pioneros en la idea de avanzar en esta materia, ha sido muy preciso al señalar la importancia de este proyecto modificado por el Senado. Como uno de los autores de esta futura ley, solo quiero resaltar tres hechos que me parecen fundamentales.

Normalmente, en esta Cámara, los proyectos que son de iniciativa parlamentaria y que abordan materias con una mirada sistémica e integral, como el que ahora nos ocupa, que modifica un cuerpo legal que data de 1865, que no había sido objeto de alguna modificación sustantiva, demuestran que aquí se legisla con responsabilidad y con seriedad. Y se legisló con tanta responsabilidad y seriedad, que muchos especialistas, como el profesor Osvaldo Contreras, dedicaron gran cantidad de tiempo a profundizar en el contenido de esta moción, que inicialmente presentamos muchos diputados, pero que, como todo, debía ser perfeccionada. Ello ha generado una gran unidad de criterio de todas las fuerzas políticas en torno a dicho objetivo.

Es así que, a la luz del terremoto de 2010, iniciamos gestiones con el nuevo gobierno, a fin de que este proyecto se colocara en discusión, se tramitara y se sacara adelante -como hoy esperamos que ocurra-, pues nos dimos cuenta de que, después de ocurrido el sismo, las aseguradoras postergaron una serie de pagos de los seguros respectivos y complejizaron el avance que todo asegurado esperaba de su aseguradora. Ello nos permitió demostrar que había vacíos en la legislación y que había derechos de los usuarios, de los consumidores, que debíamos poner en mayor equilibrio, a fin de que el contrato de seguro no fuera otro contrato en el cual el más poderoso abusa del que tiene menos derechos.

Por eso, nos pareció que el proyecto iba en la línea de lo que la Comisión de Economía siempre busca: empoderar al consumidor y equilibrar las relaciones, pues muchas veces son desiguales y abusivas en pro de quien presta el servicio.

Nos parece muy importante destacar que este proyecto modificado por el Senado incorpora beneficios claros para las personas naturales, para las pymes y para los grandes asegurados. Asimismo, otorga mayor claridad y objetividad en el accionar del regulador y supervisor del mercado de seguros, que es la Superintendencia de Valores y Seguros. Es decir, se dan señales para que su actuar evite cualquier confusión y cualquier conflicto entre la aseguradora y el asegurado.

También permite que la industria del seguro tenga un marco normativo acorde a los estándares con que hoy funciona el mercado de los seguros a nivel mundial. Estábamos desfasados y muchas veces completamente atrás respecto de la legislación de otros países, donde los seguros juegan un rol fundamental.

Por lo tanto, es bueno que los colegas sepan que las mejoras que introdujo el Senado han sido conversadas con los diputados que participamos en su discusión, a quienes nos pareció que iban en la línea correcta para seguir perfeccionando este cuerpo legal. De hecho, hubo temas respecto de los cuales la Cámara de Diputados resolvió que los discutiera el Senado, con el fin de seguir avanzando en un proyecto que ya lleva mucho tiempo y que es necesario para el país y los asegurados porque, insisto, equilibra las relaciones y mejora los derechos de los usuarios y los consumidores.

Por tanto, invito a los colegas a votar favorablemente el proyecto, a fin de modernizar la legislación que regula el Contrato de Seguro, contar con consumidores empoderados en su relación con las aseguradoras y con un ente supervisor y regulador, como es la Superintendencia de Valores y Seguros, que cumpla su tarea de mejor manera.

Los colegas pueden tener la tranquilidad de que el proyecto va en la línea correcta. Se ha trabajado con seriedad, responsabilidad y con asesores de primer nivel, como el profesor Contreras que nos acompaña en las tribunas. Todo ello nos permite señalar que estamos ante un proyecto que va a aportar a la industria, a la protección de los consumidores y a que la relación entre asegurados y aseguradores será mucho más justa y equilibrada.

Por tanto, la bancada de la Democracia Cristiana va a votar favorablemente el proyecto. Esperamos que la Sala concurra con su voto mayoritario para aprobarlo, de modo de contar con una nueva ley que regule el contrato de seguro, la que todos los chilenos están esperando.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado don Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, me siento honrado de ser partícipe de una moción que es sustancial y relevante dentro del marco de los riesgos y de los seguros que se suscriben para prevenir sus efectos.

Me siento honrado porque no siempre legislamos respecto de materias estructurales de los Códigos. Hoy nos abocamos a una materia específica, como son los contratos de seguros, cuya normativa se encuentra recogida en el Código de Comercio. Se trata de una legislación anquilosada que no responde a los nuevos tiempos, ya que tiene disposiciones legales que no están adecuadas a las nuevas exigencias y necesidades de los aseguradores y a las contingencias y riesgos que cada día se producen en mayor número. 

Experiencias como las ocurridas por efectos del terremoto producido en febrero de 2010 y muchas otras situaciones nos llevan a aprobar el proyecto, el cual ingresó a tramitación legislativa el año 1990. Ahora, el gobierno lo ha activado, debido a que recoge disposiciones importantísimas y bastante básicas. 

El proyecto valora algo que es esencial en un contrato: la voluntad de quien contrata, en este caso, del asegurado; se le da gran importancia al libre consentimiento de las partes de un contrato de seguro. 

Tal como se señala en el fundamento del proyecto, hoy el contrato es meramente de adhesión para gran parte de los asegurados. Así, la libertad y el poder de negociación se reducen a aceptar las condiciones preestablecidas por el asegurador. Por lo tanto, los asegurados tienen poca incidencia respecto de las cláusulas y beneficios, las que deben ser aceptadas sin discusión.

El proyecto le da mayor importancia al contrato de seguro al establecer normas básicas y esenciales para dar un mayor equilibrio a la situación de los asegurados frente a las compañías de seguro, por ejemplo respecto de la voluntad, derechos y beneficios de estos y a una serie de otras situaciones que no están previstas en la actual legislación.

La voluntad y el consentimiento son muy importantes para asegurar algo. Desde ahora, estos contratos no serán unilaterales o impuestos por las compañías aseguradoras. Asimismo, la finalización de estos contratos será de común acuerdo. Se señala que el asegurado siempre podrá poner fin anticipado al contrato y comunicarlo al asegurador. Esto es bueno porque hay un resarcimiento conforme con la voluntad del asegurado, sobre todo cuando hoy el seguro ha aumentado considerablemente. La Asociación de Aseguradoras señala que cada chileno tiene un promedio de 4,2 pólizas de seguro, las cuales son recurrentes en términos globales. Por ello, creo que es necesario legislar la materia.

En definitiva, el proyecto modifica las normas del Código de Comercio para establecer estándares de protección para los asegurados, dándole mayor incidencia a la voluntad del asegurado ante un devenido contrato de adhesión en el que el asegurado solo se limita a aceptar las condiciones impuestas por las aseguradoras.

Por ello, viva la voluntad y el consentimiento de las partes para tener participación y hacer valer sus condiciones dentro de un contrato de seguro que no solo debe entregar grandes beneficios a la aseguradora, sino beneficios evidentes a quienes se aseguran. 

En consecuencia, por la importancia que tiene el proyecto, este debe ser aprobado por la unanimidad de los miembros presentes en la Sala.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre las modificaciones del Senado en los siguientes términos:

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde votar las enmiendas del Senado al proyecto, iniciado en moción, que regula el contrato de seguro.

En votación.

-Efectuada la votación, en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 101 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Ma-
tías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Despachado el proyecto.

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE MODIFICACIÓN DEL SISTEMA DE REEMPLAZO DE VACANTES EN CUPOS PARLAMENTARIOS. Primer trámite constitucional.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Corresponde tratar el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción, que modifica el sistema de vacantes en cupos parlamentarios.

Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el diputado don Jorge Burgos.

Antecedentes:

-Informe complementario del segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, boletín N° 7935-07), sesión 111ª de la legislatura 360ª, en 12 de diciembre de 2012. Documentos de la Cuenta N° 13.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor BURGOS (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia vengo en emitir un informe complementario al segundo informe elaborado por esta Comisión, respecto del proyecto de reforma constitucional para modificar el sistema de reemplazo de vacantes en cupos parlamentarios

Dado que esta iniciativa volvió a la Comisión para los efectos de que informara al tenor de las indicaciones recibidas, se procedió al análisis de las tres indicaciones presentadas en la Sala y de otras que fueron presentadas durante el transcurso del debate en la Comisión.

La primera indicación, de autoría de los diputados señores Browne, Burgos, Ceroni, Cristián Mönckeberg y Schilling, se diferencia del texto aprobado por la Comisión en los siguientes aspectos:

“Artículo único.- Modifícase el artículo 51 de la Constitución Política en los siguientes términos:

1.- Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Las vacantes de diputados y senadores se proveerán de acuerdo con las siguientes reglas:

1°. Elimina en la letra a) uno de los supuestos que hace procedente la elección complementaria, como es la condena judicial que impide al parlamentario seguir desempeñándose como tal e incluye dentro de las causales de vacancia que sí dan lugar a una elección complementaria, la pérdida de algún requisito de elegibilidad de los mencionados en los artículos 48 y 50 de la Constitución Política de la República.

2. Disminuye el límite de tiempo faltante para una próxima elección parlamentaria que impide la realización de una elección complementaria de dos años a un año.

3. Suprime la exigencia establecida en la letra b) de comunicar al Tribunal Calificador de Elecciones la elección del reemplazante por no tener justificación.

4. Efectúa una distinción, para los efectos del reemplazo de los independientes, estableciendo que si han postulado fuera de pacto, las vacantes que originen darán siempre lugar a una elección complementaria, cualquiera que fuera la causal de la vacancia.

En el caso de tratarse de independientes que integren lista con uno o más partidos políticos, el reemplazo se efectuará en la misma forma aplicable a los parlamentarios integrantes de un partido político; es decir, si la vacante se ha originado por causas naturales, como muerte o enfermedad grave debidamente calificada, mediante elección de la Cámara que corresponda, sobre la base de una terna propuesta por el respectivo partido político. Si la vacancia se originara en causas distintas a las naturales, vale decir, pérdida de algún requisito de elegibilidad, incurrir en una incompatibilidad o en una inhabilidad o en cualquier otro ilícito constitucional o haber asumido un cargo de los que menciona el inciso segundo del artículo 59 de la Constitución Política, se efectuará una elección complementaria. En estos casos, se entenderá por partido político el que señale el postulante, independiente en pacto, al momento de presentar su declaración de candidatura.

Si bien la Comisión coincidió con los fundamentos de estas indicaciones –algunas presentadas en la Sala, otras, en la Comisión-, no estuvo de acuerdo con la rebaja del plazo faltante para la próxima elección ordinaria, que habilita para efectuar una elección complementaria. 

En consecuencia, rechazó por mayoría de votos esta indicación relacionada con el plazo. 

La segunda indicación, que motivó el informe complementario de que estoy dando cuenta y que fue presentada por los diputados señores Díaz y Montes, se diferencia del texto aprobado por la Comisión en los siguientes aspectos:

1. Establece como único mecanismo para la provisión de vacantes parlamentarias la realización de elecciones complementarias, cualquiera que sea la causal que las origine, sin hacer diferencia alguna entre independientes propiamente tales, independientes en pacto con algún partido político o militantes de alguna tienda política. 

2. Al igual que la primera indicación, reduce de dos a un año el plazo faltante para la próxima elección ordinaria que hace imposible una elección complementaria. Es decir, esta indicación provee como único sistema la elección complementaria, lo que la diferencia de la anterior, estableciendo que siempre procederá este sistema, salvo que falte menos de un año para la elección ordinaria.

La Comisión, fundamentalmente, no estuvo de acuerdo en consagrar la elección complementaria como único mecanismo de reemplazo, procediendo a rechazar la indicación por mayoría de votos. 

La tercera indicación, de autoría de los diputados señores Pepe Auth y Germán Becker, es para incorporar en el inciso sexto del texto propuesto por la Comisión la exigencia de que en el caso de reemplazo de un diputado, el reemplazante deberá acreditar estar inscrito en los registros electorales de la región correspondiente al distrito electoral que representará, al momento de originarse la vacancia. 

La Comisión se manifestó, por mayoría de votos, en contra de esta indicación, por estimar que carecía de sentido exigir al reemplazante cumplir con un requisito que el artículo 48 de la Constitución Política no impone al titular. 

La cuarta indicación, presentada durante el debate en la Comisión por los diputados señores Ceroni, Harboe, Burgos y Cristián Mönckeberg, difiere de la tratada en el primer punto de esta reseña, únicamente en que aumenta de uno a dos años el plazo faltante para una próxima elección ordinaria como límite para autorizar la realización de una elección complementaria.

En consideración a que, precisamente, la disminución del plazo señalado había sido la razón por la cual se había rechazado esa primera indicación, la Comisión procedió a aprobarla por mayoría de votos, después de subsanado el punto en discordia. Votaron a favor –lo señalo porque es la que se incluye en el informe- los diputados Guillermo Ceroni, Felipe Harboe, Jorge Burgos, Cristián Monckeberg, Arturo Squella y Alberto Cardemil. 

En consecuencia, el texto que se propone a la Corporación es el siguiente:

“Artículo único.- Modifícase el artículo 51 de la Constitución Política en los siguientes términos:

1.- Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Las vacantes de diputados y senadores se proveerán de acuerdo con las siguientes reglas:

 a) Si la vacante se ha producido por pérdida de algún requisito de elegibilidad; por haberse configurado una incompatibilidad de las establecidas en el artículo 58; una inhabilidad de las señaladas en el artículo 60; por haber incurrido en cualquier otro ilícito establecido en esta Constitución; o por haber asumido el diputado o senador un cargo de aquéllos a los que hace referencia la norma contenida en el inciso segundo del artículo 59, se procederá a realizar elecciones complementarias. No obstante, si restare menos de dos años para la siguiente elección parlamentaria en el distrito o circunscripción en donde se ha producido la vacante, el parlamentario no será reemplazado.

b) Si la vacante se ha debido a la muerte del parlamentario o a su renuncia por enfermedad grave debidamente calificada, el partido político al que pertenecía el diputado o senador al momento de ser electo, deberá presentar una terna ante la cámara del Congreso que corresponda, para que ésta se pronuncie dentro de treinta días, eligiendo al reemplazante en votación secreta y por mayoría simple.

2.- Derógase el inciso cuarto.

3.- Reemplázase el inciso quinto por el siguiente:

“Los parlamentarios elegidos como independientes fuera de pacto serán siempre reemplazados conforme a las reglas del inciso tercero letra a) de este artículo, cualquiera sea la causal que haya dado origen a la vacancia. A su vez, aquellos elegidos como independientes pero integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, serán reemplazados conforme a ambas reglas del inciso tercero de este artículo. Para estos efectos, se tendrá por partido político al indicado por el respectivo parlamentario al momento de presentar su declaración de candidatura.”.

4.- Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

“Ningún diputado o senador podrá participar como candidato en una elección complementaria.”.

Como se puede apreciar, el proyecto no recoge todas indicaciones presentadas, pero refleja el esfuerzo realizado por consensuar la mayoría de las mismas, en el entendido de que se trata de una reforma constitucional que requiere un quorum alto.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, es muy fácil de entender el informe rendido por nuestro colega Jorge Burgos. En opinión del diputado que habla, hay muchas interrogantes y situaciones que pudieron ser mejoradas en la Comisión; pero, si bien este informe complementario no me deja conforme del todo, considero que es un avance.

Como lo señalamos la primera vez que discutimos este proyecto, es una iniciativa muy necesaria; podríamos decir que es la respuesta a una ciudadanía molesta por esta práctica legal.

En nuestro país se han estado realizando ciertas prácticas legales respecto del reemplazo de parlamentarios que han resultado verdaderamente dañinas tanto para la imagen del Parlamento como también para quienes hemos sido elegidos legítimamente por la ciudadanía: me refiero específicamente a la práctica reiterada, y no como excepción, de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 59 de la Constitución Política, que permite nombrar como ministros de Estado a parlamentarios en ejercicio y reemplazarlos por quien designe el respectivo partido político al que pertenecen. Este punto fue bastante discutido con ocasión del segundo informe, y quiero reiterar mi interrogante en el sentido de por qué no se aceptaron varios planteamientos que hicimos en su momento. Uno de ellos es el que manifestó el diputado informante, señor Jorge Burgos, respecto de la letra a) del número 1 del artículo único, en el que se señala que si restare menos de dos años para la siguiente elección parlamentaria en el distrito o circunscripción en donde se ha producido la vacante, el parlamentario no será reemplazado. Me parece un plazo exagerado y debió haberse corregido en su momento.

Estamos en presencia de una práctica que permite nuestro ordenamiento jurídico que, según sus detractores, se ha usado en forma poco criteriosa y se ha abusado de ella.

Las modificaciones que se introdujeron en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia son positivas, aunque pudieron ser mejores. Se han introducido criterios ordenadores al articulado y, en ese sentido, es posible distinguir tres situaciones que vale la pena tener en cuenta.

Primero, cuando la vacante se produce por culpa o por voluntad del parlamentario; segundo, cuando se produce la vacante sin culpa o sin voluntad del parlamentario; y tercero, cuando se trata de parlamentarios que fueron elegidos como independientes.

Me parece bien que se proceda a una elección complementaria cuando la vacante se produce por culpa o por propia voluntad del parlamentario y también me parece correcto que sea el partido político al que pertenece el parlamentario el que nomine a su sucesor cuando la vacante se produce sin la culpa o declaración de voluntad del parlamentario. Todo ahora queda muy claro.

En relación a los parlamentarios independientes, el mecanismo de reemplazo será la elección complementaria, a menos que hayan sido elegidos como independientes, pero integrando una lista en conjunto con uno o más partidos políticos, en cuyo caso se aplicarán las reglas generales, dependiendo de si la vacante se produce por culpa o por voluntad propia o sin esas condiciones.

De verdad, espero que esta reforma regularice el sistema de reemplazo de vacantes y mejore la visión de la ciudadanía para que, en definitiva, el cambio de un parlamentario no redunde en el desprestigio de nosotros mismos, de la política y del Parlamento en general. 

Por lo anterior, la aprobación de esta iniciativa no está en discusión.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, quiero analizar esta iniciativa, en primer lugar, mirando la mitad del vaso lleno y, en segundo lugar, la mitad del vaso vacío.

Este proyecto es un avance respecto del sistema que hemos tenido durante todos estos años; un sistema que permite a un candidato que había salido tercero y, a veces, hasta cuarto en una elección tener la posibilidad de reemplazar a un parlamentario electo por los ciudadanos. Se trata de un mecanismo que le entrega a los partidos políticos la posibilidad de designar parlamentarios, el que terminó de contaminarse cuando se inició la práctica de nombrar a miembros del gabinete con parlamentarios, lo que en la práctica reinstaló la figura de los senadores y diputados designados. Con el respeto que siento por quienes les ha correspondido ser designados, la verdad –repito- es que se trata de senadores y de diputados designados.

A partir de lo que aquello representó y significó, desde el punto de vista del rechazo de la opinión pública, se inició el debate transversal de esta moción, respecto de la necesidad de cambiar un sistema que dañaba aún más la legitimidad del Parlamento. Pero, a mi juicio, sigue siendo insuficiente.

Ahora, paso a analizar al vaso medio vacío de esta propuesta.

En el debate efectuado en la Comisión de Constitución, Legislación y, con antelación, en la Sala, planteamos la necesidad, por un tema de legitimidad democrática, que todas las vacancias o ausencias de un parlamentario fueran resueltas por la vía de una elección complementaria. Nos parece que ése debe ser el mecanismo legítimo para reemplazar a un parlamentario que fue electo por los ciudadanos, pues así su reemplazante cuenta con la legitimidad de esa sanción popular, la que solo puede estar dada por el juicio popular expresado a través de las urnas.

Sin embargo, en el tercer o cuarto debate sostenido en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia respecto de esta materia no alcanzamos un acuerdo y así se construyó la arquitectura del proyecto que hoy votaremos.

La iniciativa, básicamente, impide en la práctica que los Presidentes de la República recluten a los miembros de su gabinete de entre los parlamentarios en ejercicio. Me parece un avance, porque, si bien no tengo las cifras a mano, creo no equivocarme si señalo que en los últimos ocho años, en los dos últimos períodos parlamentarios, el grueso de las vacantes que se han generado en el Parlamento han sido como consecuencia de la designación de parlamentarios como ministros de Estado. En consecuencia, ése es el principal problema que hay que atajar.

Además, esta situación generó un hecho relevante: cerca de un millón de chilenos y chilenas cuentan hoy con parlamentarios que no fueron electos por la ciudadanía como sus representantes. Ello ocurre, por ejemplo, en las regiones Metropolitana, de Coquimbo, de Los Ríos y en varios distritos, entre ellos, Melipilla. Me parece un hecho grave.

Logramos algunos avances, por ejemplo, acortar los plazos –no tengo la cifra- para el caso de los diputados. Me parece que quedó en un año, lo que es un avance. Al principio se habló de si faltaban menos de dos años para el término del mandato no se iba a llenar el cupo. Eso significaba que el distrito o circunscripción quedaría sin representante durante la mitad del período parlamentario.

El señor BURGOS.- Disculpe la interrupción, pero la cifra quedó igual.

El señor DÍAZ.- Entonces, lo lamento, porque es grave que un distrito quede sin representante durante la mitad del período parlamentario, lo que significa que por todo ese lapso los ciudadanos no tendrán representación plena en la Cámara respectiva.

Vamos a insistir en el planteamiento de nuestras indicaciones. Así lo hice saber en el seno de la Comisión de Constitución para asegurar que sean los ciudadanos quienes tengan la facultad de decidir quién reemplazará a un parlamentario que fallece, que es declarado inhábil por las causales que establece la ley, o porque es designado en alguna función distinta, lo que genera una cierta incompatibilidad sobreviniente. Las indicaciones también apuntan a acortar los plazos. Entiendo que el estado de tramitación del proyecto permite presentar nuevamente indicaciones formuladas en el seno de la Comisión de Constitución.

Hago presente, por respeto a mis compañeros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, que de no prosperar nuestras indicaciones, debemos respaldar los cambios acordados en dicha Comisión. Así lo espero de la bancada del Partido Socialista

Sé que no es suficiente, que no es lo mejor, que no nos gusta, pero votaremos coherente y consecuentemente con esta afirmación, la que he reiterado tanto en la Comisión de Constitución como en el primer debate de este proyecto en la Sala. 

Sin duda, el proyecto representa mucho más de lo que tenemos y en algo restituye la legitimidad, la soberanía popular o el derecho de los ciudadanos a que mediante el ejercicio del sufragio se reemplace a quien deje el cargo por alguna razón de las señaladas en el proyecto.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge 
Burgos.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, estimo que la situación actual de reemplazo es la peor de los mundos, porque tenemos una regla que no distingue causales, ni plazos ni nada. En consecuencia, cada vez que se produce una vacante, el partido político al que pertenece la persona que incurre en la causal es el que decide. En el caso de los independientes, no hay ninguna norma, lo cual es todavía peor. 

Concuerdo con el diputado señor Marcelo Díaz en el sentido de que, a mi juicio, lo ideal sería implementar el mayor número de elecciones complementarias y acotar al máximo el plazo. Pero si queremos avanzar, tenemos que intentar buscar los votos, que con esta reforma constitucional son setenta y dos. En consecuencia, cualquiera cuestión que no tenga un piso de consenso, tiene una viabilidad igual a cero. De no prosperar la reforma, vamos a seguir teniendo el peor de los mundos en el sistema de reemplazo. 

Se trata de un sistema caracterizado por ser un híbrido súper complejo. Como la interpretación del Tribunal Constitucional, de hace varios años, fue que era posible que los gobiernos nombraran ministros a diputados o senadores, lo cual generaba una causal de no elegibilidad del cargo vacante –esa fue la interpretación-, el mecanismo empezó a ocuparse no sólo por esta administración, sino también por el gobierno anterior. Pero este, a mi juicio, ha abusado de la norma. 

Lo peor que le puede pasar a la institucionalidad es contar con este tipo de híbridos, este tipo de atajos. Si queremos tener parlamentarios ministros, bueno, transitemos a un régimen semipresidencial, o semiparlamentario, o parlamentario, donde ya no es que se pueda, sino que es requisito para ser miembro del gabinete ser parlamentario, como ocurre en España y en varios sistemas parlamentarios del mundo. 

Lo peor es tener este híbrido, que no se entiende mucho, y que no establece mecanismos de reemplazo democráticos. Porque en los regímenes parlamentarios, cuando se asume un cargo en el gabinete, operan las listas que se establecieron al momento de elegir a una persona. Acá no hay nada de eso. 

Entonces –insisto-, estamos en la peor de las situaciones. Como dijo el diputado señor Marcelo Díaz, se unen situaciones bastante complicadas, en el sentido de que parte importante del electorado queda representada por quienes no fueron elegidos para esos efectos. 

Considero entonces que hay que hacer un esfuerzo para que la regla sea la elección complementaria. Seamos francos: no es que esta impida que un gobierno nombre ministro a un senador o diputado, pero lo desincentiva, porque precisamente el reemplazante debe ser elegido mediante una elección complementaria. Tal mecanismo, no sólo para éste, sino para todos los gobiernos, tiene una característica bastante compleja: es uninominal, es decir, sólo se elige a uno. Ese el sistema empleado en Chile durante la vigencia de la Constitución de 1925. Son muchos los casos de parlamentarios fallecidos cuyos cupos debieron ser llenados mediante el mecanismo de elecciones complementarias, la única forma real de reemplazar la voluntad popular.

Me habría encantado que el plazo fuera de un año. Entiendo que no pueda llevarse a cabo hasta la elección misma, porque de lo contrario se generaría una complejidad. Sería absurdo llamar a una elección complementaria cinco o seis días antes de la elección oficial. No tiene sentido. Un año me parece razonable. Pero, desgraciadamente, ese plazo de un año no produce el consenso necesario. 

En consecuencia, lo perfecto es enemigo de lo bueno. Por ello, recomiendo votar el proyecto tal como viene de la Comisión, donde ha habido un avance respecto de la elección complementaria. No creo que sea lo ideal, pero –repito- constituye un avance importante respecto de la situación de los independientes, pues clarifica de mejor forma el panorama actual en esta materia. 

Por lo tanto, me parece que hace sentido aprobar la reforma constitucional en debate para terminar con un sistema sumamente complejo, más allá de que lo ideal hubiera sido aprobar un proyecto más bien en la línea señalada por el diputado Marcelo Díaz.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, luego de escuchar a los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, creo que hay argumentos para todos los gustos.

Este proyecto no me satisface. Estoy preocupado de que, a la brevedad, exista un sistema de reemplazo de vacantes en cupos parlamentarios, especialmente porque el sistema binominal que nos rige puede provocar un daño enorme en un distrito como el que represento –rural-, que puede quedar sin un parlamentario durante un período de dos años. En efecto, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso final de la letra a) del número 1 del artículo único, si restaran menos de dos años para la siguiente elección, el parlamentario no será reemplazado. A eso hay que sumarle el período que queda por cumplir del mandato. Por lo tanto, estamos hablando de casi dos años y medio sin un parlamentario. En suma, creo que para una circunscripción o un distrito es un tremendo problema no tener un representante. 

Además, estimo que la norma propuesta introduce una discriminación en materia de causales, ya que algunas posibilitan la realización de una elección complementaria, en cambio si se trata de otras, el partido político al que pertenecía el diputado o senador al momento de ser electo, deberá presentar una terna ante la Cámara del Congreso que corresponda, para que esta se pronuncie dentro de treinta días, de manera que si fallece, por ejemplo, algún diputado de Renovación Nacional, los diputados del PPD vamos a tener que votar para elegir a su reemplazante. Imagínense el lobby que existirá y el cruce de intereses. Será una tremenda carga. Prefiero que, en ese caso, decida el respectivo partido político.

En suma, es muy importante que se establezca otro procedimiento. La base de la soberanía está en el pueblo y, por lo tanto, este debe decidir quién reemplazará al parlamentario que deja una vacante.

El proyecto me sabe un poco amargo. No tengo claro el tenor de la discusión que tuvo lugar al interior de la Comisión, pero, como dijo el diputado Jorge Burgos, es un proyecto muy híbrido y creo que no está en la línea que deberíamos señalarle a la ciudadanía sobre el método de reemplazo cuando, por ejemplo, un parlamentario fallece, cuyo distrito o circunscripción, como dije, puede estar casi dos años y medio sin un representante.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Orlando Vargas.

El señor VARGAS.- Señor Presidente, luego de escuchar lo que han planteado colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, en especial el diputado señor Joaquín Tuma, considero que el proyecto resulta un poco ambiguo.

Si vamos a legislar, debemos recoger los comentarios y el sentir de los movimientos ciudadanos que, a diario, nos dicen que hay fallas en el sistema electoral.

La elección de diputados y senadores representa una de las máximas expresiones de la democracia. Por lo tanto, se debe legislar de la mejor manera posible respecto del sistema de reemplazo de vacantes de cupos parlamentarios, a fin de respetar la decisión de la ciudadanía. 

Pues bien, en relación con el proyecto de reforma constitucional en estudio, rescato una parte y discrepo de otra. Apoyo que exista la posibilidad de elecciones complementarias, en el caso de la letra a) del artículo 51, nuevo, de la Constitución Política de la República, y que exista una votación en la respectiva cámara del congreso Nacional para reemplazar la vacante, según establece la letra b) del mismo artículo; es decir, una fórmula ajustada a los principios de un país democrático y conforme a la expresión de voluntad de los electores, ya que serán ellos o sus representantes quienes buscarán a la persona más idónea para llenar el cargo que se encuentre vacante. 

Sin embargo, no apruebo la disposición que establece que “… si restare menos de dos años para la siguiente elección parlamentaria en el distrito o circunscripción en donde se ha producido la vacante, el parlamentario no será reemplazado.”, debido a que genera un menoscabo a los electores del respectivo parlamentario. Así, en el caso que este sea diputado, sus electores podrán quedar sin representación por casi la mitad del período, lo que, a mi juicio, no debe suceder. Por eso, deberíamos hablar de mucho menos tiempo, cuando consideremos no reemplazar a los integrantes de la Cámara Baja.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio 
Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, nos cuesta ponernos de acuerdo cuando se discuten proyectos de gran relevancia. A diario hablamos de mayor representatividad y representación ciudadana, pero cuando llega el momento de actuar en esta materia, no nos ponemos de acuerdo y, finalmente, el tratamiento de proyectos se dilata o sencillamente estos quedan estancados en alguna Comisión. Es lo que posiblemente ha sucedido con esta iniciativa, muy bien inspirada y acorde con el afán o la necesidad de corregir nuestra institucionalidad, de manera de entregar una solución a la crisis de representatividad y de falta de representación y de participación ciudadana, de la que hoy tanto se habla. Por eso, es el momento de que, de una vez por todas, nos pongamos de acuerdo a fin de resolver esos problemas, aunque no sea una solución definitiva o estemos en desacuerdo con algunos acápites del proyecto, respecto del cual hoy conocemos su informe complementario. 

Tengo la determinación de aprobar el proyecto, pese a las salvedades que he han indicado y todo lo que falta por hacer. En verdad, queremos que se vuelva a las elecciones complementarias, como ocurría en la tradición republicana, cuando se realizaban elecciones para reemplazar a los parlamentarios que fallecían o dejaban vacante su cargo por alguna causal de inhabilidad. En ese entonces existían verdaderas fiestas cívicas en el distrito o la circunscripción correspondiente. Queremos que vuelva eso; que el poder de decisión soberana que hoy tienen las cúpulas de los partidos políticos, sea traspasado a la ciudadanía en el aspecto señalado en la primera parte. En suma, debe haber elecciones complementarias en los casos indicados en la letra a) del número 1 del artículo 51, nuevo, de la Carta Fundamental, y debe establecerse la fórmula propuesta en la letra b) de dicha disposición, en caso que la vacante se origine en muerte o renuncia del respectivo parlamentario.

Por eso, anunció que aprobaré el proyecto para que solucionemos en gran medida el problema en materia de representatividad.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, es muy bueno discutir este proyecto y muchos otros originados en mociones parlamentarias, algunos de los cuales se presentaron a tramitación hace bastante tiempo. En el caso de la iniciativa que nos ocupa -no he escuchado a algún colega que plantee una idea distinta en esta materia-, apunta a devolver el poder a su fuente, es decir, a la ciudadanía. No podemos olvidar que estamos sentados aquí porque ciudadanos votaron por nosotros. Por eso, cada vez que sea necesario llenar una vacante dejada por un diputado o senador, se debe volver el poder a su fuente: la ciudadanía. Cada vez que elaboremos un proyecto, debemos tener presente que la fuente es la ciudadanía, el pueblo de Chile. 

Sin embargo, me complica mucho que en el inciso final de la letra a) del número 1 del artículo único se establezca que “si restaren menos de dos años para la siguiente elección parlamentaria en el distrito o circunscripción en donde se ha producido la vacante, el parlamentario no será reemplazado.”.

Por eso, solicité información al diputado informante, señor Jorge Burgos, para saber si se había estudiado la posibilidad de que durante la candidatura se pudiera inscribir a un reemplazante que la ciudadanía conociera al momento de votar. De esa manera, si el Presidente de la República llamara a algún parlamentario para que asumiera un cargo de ministra o ministro de Estado, la ciudadanía conocería de antemano a su reemplazante. Varios países utilizan esa figura, a mi juicio, bastante positiva desde el punto de vista de la transparencia, en este caso, respecto de por quién vota la ciudadanía. Así, en el momento de levantar una candidatura y de pedir el voto, la ciudadanía conocería al titular y al eventual reemplazante. Si existiera una dificultad respecto de algún parlamentario y su puesto quedara vacante. No entiendo por qué no podría ser reemplazado cuando restaren menos de dos años para la siguiente elección. Reitero, no entiendo por qué en ese caso no existirán elecciones complementarias, pese a que puede faltar mucho tiempo para la próxima elección.

Ojalá que el proyecto sea enviado nuevamente a Comisión para que se busque una fórmula que posibilite que la ciudadanía esté más informada de lo que ocurrirá. En ese sentido, me inclino más por la idea de listas que incorporen al eventual reemplazante. Me preocupa fundamentalmente –lo conversé con la diputada Marta Isasi- la situación descrita en el inciso final de la letra a) del número 1 del artículo único: si la vacante, en el caso de los diputados, ocurre en los dos primeros años de su período, obviamente habrá elecciones complementarias; de lo contrario, no habrá reemplazo. A mi juicio, no es conveniente que, por un período prolongado, un distrito o una circunscripción no esté representado en el Congreso Nacional.

Por lo expuesto, anuncio que me abstendré en la votación del proyecto, a la espera de que se pueda perfeccionar.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra. 

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde votar en particular el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción, que modifica el sistema de reemplazo de vacantes en cupos parlamentarios. Esta iniciativa ya fue aprobada en general.

En primer lugar, corresponde votar la indicación renovada por los diputados señores Espinoza, Díaz, Aguiló, Gutiérrez, don Hugo; y por la diputada señora Muñoz, doña Adriana, que tiene por objeto sustituir el artículo único del proyecto de reforma constitucional por el siguiente:

“Artículo único.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 51 de la Constitución Política:

1.- Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Las vacantes de diputados y senadores se proveerán, con independencia de la causal, por medio de elecciones complementarias. No obstante, si restare menos de un año para la siguiente elección parlamentaria en el distrito o circunscripción donde se ha producido la vacante, el parlamentario no será reemplazado. Son causales de vacancia las siguientes: a) Haber sido condenado por condena que impidiere al diputado o senador seguir desempeñándose como parlamentario; b) Haberse configurado una incompatibilidad de las establecidas en el artículo 58; c) Haberse configurado una inhabilidad de las señaladas en el artículo 60 o cualquier otro ilícito constitucional establecido en esta Carta Fundamental; d) Haber asumido el diputado o senador un cargo de aquéllos a los que hace referencia la norma contenida en el inciso segundo del artículo 59; e) Por la muerte del parlamentario o su renuncia por enfermedad grave debidamente calificada.”.

2.- Derógase el inciso cuarto.

3.- Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:

“Los parlamentarios elegidos como independientes y aquéllos que hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, serán siempre reemplazados conforme a las reglas del inciso tercero de este artículo, cualquiera sea la causal que haya dado origen a la vacancia.”.

4.- Reemplázase el inciso final por el siguiente:

“Ningún diputado o senador podrá participar como candidato en una elección complementaria.”.

Para ser aprobada la indicación se requieren 72 votos a favor.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 50 votos; por la negativa, 50 votos. Hubo 5 abstenciones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Browne Urrejola Pedro; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Moreira Barros Iván; Sandoval Plaza David.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde votar, en particular, el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción, que modifica el sistema de reemplazo de vacantes de cupos parlamentarios, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 72 señoras y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 57 votos; por la negativa, 38 votos. Hubo 11 abstenciones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Auth Stewart Pepe; Edwards Silva José Manuel; García García René Manuel; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Moreira Barros Iván; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Verdugo Soto Germán.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).-Despachado el proyecto.
FACULTAD A MUNICIPALIDADES PARA CONSTITUIR CONSEJOS COMUNALES DE SEGURIDAD PÚBLICA. Primer trámite constitucional.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción, que modifica ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, facultando a los municipios a constituir consejos comunales de seguridad pública. 

Diputada informante de la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas es la señorita Marcela Sabat.

Antecedentes: boletín N° 8517-25

-Segundo informe de la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas, sesión 118ª de la legislatura 360ª, en 2 de enero de 2013. Documentos de la Cuenta N° 8.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Para rendir el informe, tiene la palabra el diputado señor Gabriel Silber.

El señor SILBER (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, que modifica la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, facultando a los municipios a constituir consejos comunales de seguridad pública.

Este proyecto tiene como idea matriz o fundamental el facultar a los municipios para constituir consejos comunales de seguridad pública. Su artículo único versa sobre materias propias de ley orgánica constitucional, en cuanto confiere una nueva atribución a los municipios en materia de seguridad pública, por lo cual debe ser aprobado por las cuatro séptimas partes de los diputados en ejercicio.

De conformidad con lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general por la Cámara en sesión 98ª, celebrada en martes 13 de noviembre de 2012, con las indicaciones formuladas en la Sala y admitidas a tramitación.

Modificaciones aprobadas al texto aprobado en primer informe.

Artículo único.

1.- El inciso primero de este artículo agrega un inciso cuarto al artículo 15 de la ley N° 20.502, facultando a los municipios para constituir consejos comunales de seguridad pública, coordinados por el alcalde, y regula en detalle sus integrantes. 

Este inciso fue objeto de una indicación de los diputados señores Enrique Accorsi, Juan Luis Castro, Rodrigo González, Felipe Harboe y Enrique Jaramillo para reemplazarlo, con el objeto de modificar la integración de los consejos. En la práctica, esta indicación introduce las siguientes modificaciones. 

En primer término, en relación con los concejales que integrarán dichos consejos, que se propone reemplazar la expresión “elegidos” por “nombrados”, en referencia a la autoridad llamada a su designación. 

En segundo lugar, respecto del representante de los comités de seguridad ciudadana, se propone explicitar que éste será elegido por sus pares o por el presidente de la unión comunal de comités de seguridad ciudadana, si la hubiere. El texto aprobado previamente no mencionaba la forma de designación. 

En tercer lugar, en cuanto al presidente de la unión comunal de juntas de vecinos, la indicación propone la representación permanente de este dirigente comunal, a diferencia del texto aprobado por la Comisión en su primer informe, según el cual su participación solo procedía en subsidio del representante de la unión comunal de comités de seguridad ciudadana. 

Finalmente, se explicita que si existe más de una unión comunal, el presidente de cada una de ellas integrará estos consejos comunales de seguridad pública. 

Esta propuesta se fundamenta en que hay comunas que tienen más de una unión comunal de juntas de vecinos, ya que el artículo 48 del decreto N° 58, de 20 de marzo de 1997, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, dispone que “Las juntas de vecinos de una misma comuna podrán constituir una o más uniones comunales para que las representen y formulen ante quien corresponda las proposiciones que acuerden.”. 

2.- El inciso segundo del artículo único del proyecto de ley agrega un inciso quinto al artículo 15 de la ley N° 20.502, que establece que “La finalidad de los Consejos Comunales de Seguridad Pública será contribuir al perfeccionamiento de los planes de seguridad pública, de acuerdo a la estrategia nacional y regional, si las hubiere, elaborando diagnósticos y programas de prevención a nivel local. Se levantará acta de lo tratado y acordado en el Consejo, la que, junto con la documentación que hayan acompañado sus integrantes y terceros, será almacenada en un registro creado al efecto en el municipio, y remitida al Intendente Regional.”. 

Este inciso fue objeto de una indicación de los diputados señores Jorge Burgos, Felipe Harboe, Cristián Monckeberg y Matías Walker, y de la diputada señorita Marcela Sabat, con el propósito de intercalar el término “comunales” entre el vocablo “planes” y la expresión “de seguridad pública”, con el objetivo de dejar claramente establecido que la finalidad de los consejos comunales de seguridad pública será contribuir al perfeccionamiento de los planes “comunales” de seguridad pública. Es decir, sus objetivos estarán focalizados en el ámbito estrictamente comunal. 

En virtud de los antecedentes expuestos, la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas recomienda aprobar este proyecto de ley en los términos expuestos en su segundo informe, con las indicaciones reseñadas en el presente informe. 

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho. 

El señor ULLOA (Presidente accidental).- En discusión el proyecto.

Ofrezco la palabra. 

Ofrezco la palabra. 

Cerrado el debate. 

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde votar, en particular, el proyecto de ley, iniciado en moción, que modifica la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, facultando a los municipios a constituir Consejos Comunales de Seguridad Pública, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 69 señoras y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos; por la negativa, 0 votos. Hubo 6 abstenciones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Burgos Varela Jorge; Farías Ponce Ramón; Gutiérrez Gálvez Hugo; Teillier Del Valle Guillermo.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Despachado el proyecto.

COMPETENCIA A LOS JUZGADOS DE FAMILIA PARA CONOCER DE CAUSAS RELATIVAS A INTERNACIONES GERIÁTRICAS EN HOGARES DE LARGA
ESTADÍA. Primer trámite constitucional

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción, que entrega competencia a los juzgados de familia para conocer de causas relativas a internaciones geriátricas en hogares de larga estadía. 

Diputado informante de la Comisión Especial del Adulto Mayor es el señor Cristián Campos. 

Antecedentes: 

-Moción, boletín N° 8627-18, sesión 90ª de la legislatura 360ª, en 16 de octubre de 2012. Documentos de la Cuenta N° 7.

-Primer Informe de la Comisión de Especial del Adulto Mayor, sesión 125ª de la legislatura 360ª, en 15 de enero de 2013. Documentos de la Cuenta N° 10.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado informante. 

El señor CAMPOS (de pie).- Señor Presidente, por encargo de la Comisión Especial del Adulto Mayor, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que entrega competencia a los juzgados de familia para conocer de causas relativas a internaciones geriátricas en hogares de larga estadía. La iniciativa se originó en una moción de los diputados señores Javier Hernández, Iván Moreira, Leopoldo Pérez, Manuel Rojas, David Sandoval, Ignacio Urrutia, Carlos Vilches y Felipe Ward, y de las diputadas señoras María José Hoffmann y Marcela Sabat. 

La idea matriz o fundamental del proyecto consiste en proteger al adulto mayor mediante el resguardo irrestricto de su voluntad, dignidad y derechos, respecto de la internación geriátrica en establecimientos de larga estadía que decida su entorno familiar, exigiendo autorización judicial otorgada por el tribunal de familia cuando el adulto mayor, por su incapacidad, no pueda libremente manifestar su voluntad, su discapacidad lo haga vulnerable a las decisiones de terceros, o bien se oponga lisa y llanamente a la medida. 

Cabe precisar que el contenido de la iniciativa no dice relación con el abandono o hechos de violencia intrafamiliar que justifiquen la medida de protección que dictan los tribunales de familia, sino con respetar la voluntad e interés de la persona adulta mayor respecto de la decisión de su entorno familiar directo que pretende internarlo, no en un centro de asistencia médica para que reciba cuidados o tratamientos necesarios y puntualmente, con el objeto de proteger y mantener su salud, sino en un establecimiento de larga estadía, medida respecto de la cual el adulto mayor se opone o no puede expresar su voluntad.

Discusión y votación del proyecto

Los integrantes de la Comisión concordaron en que se deben dar señales claras y normas específicas destinadas a proteger a los adultos mayores para lograr que en los últimos años de su vida estén lo mejor posible. Por eso, consideraron que el proyecto en estudio se dirige en la línea correcta, ya que tiene como finalidad proveer a un sector vulnerable de nuestra sociedad de una normativa que permita otorgar una protección de sus derechos. 

Por otra parte, sostuvieron que un punto aún más sensible es el de los adultos mayores discapacitados, entendiéndose por tales a aquellos que, como consecuencia de una o más deficiencias físicas, síquicas o sensoriales, congénitas o adquiridas, de carácter permanente, vean obstaculizada su capacidad de expresar claramente su voluntad. 

La Comisión coincidió en que la innovación fundamental de lo propuesto en el proyecto respecto a la actual legislación, radica en que la nueva norma de competencia que se otorga frente a un conflicto para subsanarlo, se plantea como una causa propiamente tal y no solo desde la perspectiva de una medida de cautela o de violencia intrafamiliar. 

Ya no se trata de adultos mayores abandonados, sino del reconocimiento de su calidad de sujetos de derecho, dignificándolos y escuchando su opinión a fin de respetar sus decisiones, porque tendrán la posibilidad de plantear oposición frente a una internación geriátrica. Asimismo, la medida ayuda a crear conciencia de que se debe privilegiar que las personas mayores permanezcan en el núcleo familiar, defendiendo así su derecho a vivir en familia. 

Además, la norma se refiere a un procedimiento de naturaleza civil que cautela derechos fundamentales, tanto en la situación de oposición del adulto mayor como respecto de la necesidad de que sus derechos sean representados, situación muy distinta al contexto de violencia intrafamiliar, en que se sitúa al adulto mayor solo en condición de víctima. 

Del mismo modo, a los integrantes de la Comisión les hizo mucha fuerza la opinión de la ilustrísima Corte Suprema, la que informó favorablemente el que los tribunales de familia tengan competencia para conocer de este tipo de materias, considerando conveniente la existencia de marcos legales y mecanismos de supervisión para la protección de los derechos y libertades de las personas mayores, que garanticen que ningún adulto mayor sea obligado a ingresar a un establecimiento geriátrico de larga estadía, sin contar con autorización judicial o con su expreso consentimiento. 

Por otra parte, igualmente estuvieron de acuerdo en la intención de la segunda parte de la proposición, en cuanto establece que el procedimiento se concentrará en una sola audiencia; sin embargo, por una consideración de técnica legislativa, se propone hacer la referencia al conocimiento sumario que contempla el artículo 102 de la Ley de Tribunales de Familia, referido a los actos judiciales no contenciosos, cuyas normas precisan que el juez, en todo caso, tiene siempre la posibilidad, si así lo estima y se desprende de los antecedentes, de tramitar la causa conforme al procedimiento contencioso ordinario o especial que contempla la ley. 

En consecuencia, puesto el proyecto en votación, tanto en general como en particular, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, diputada señorita Marcela Sabat y diputados señores Cristián Letelier, Sergio Ojeda, Leopoldo Pérez, David Sandoval y quien les habla.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, hay que felicitar a los diputados autores de este proyecto, que va en la línea de la tendencia moderna y de lo que necesita nuestro país, en el sentido de dar mayor protección a los adultos mayores. Ese es nuestro afán diario con respecto a este grupo etario, que día a día aumenta en forma considerable, y, por tanto, requiere de una mayor atención del Estado.

Hemos dicho aquí -lo hemos planteado junto con el presidente de la Comisión Especial del Adulto Mayor, diputado señor David Sandoval-, que se necesita una legislación y una política integral, como también un estatuto integral en favor del adulto mayor. No debemos continuar legislando de manera parcial, sino en forma estructurada, a fin de que se resuelva cada situación que atañe a los referidos adultos. 

Se dice que en 2050, en Chile los adultos mayores alcanzarán la cifra de cinco millones y tantos, lo que corresponderá a 28,2 por ciento de la población. Preparémonos para ese escenario; establezcamos las pautas y las bases para la atención, protección, y condiciones de vida de los adultos mayores. Ellos son un sector vulnerable, tanto desde el punto de vista físico como mental, por lo cual requieren una legislación específica. Ellos requieren ejercer todos sus derechos y facultades, tanto físicas como síquicas, personalmente o de acuerdo con los mecanismos que la ley nos señale. Por regla general, la voluntad de las personas es soberana; por norma general, el consentimiento debe prevalecer sobre cualquier acto coercitivo o unilateral. 

Por eso, tratándose de las internaciones geriátricas en hogares de larga estadía, lo normal es que estas se efectúen con el libre consentimiento del adulto mayor y de acuerdo con sus necesidades personales y las de su familia. Cuando ellos no puedan entregar su consentimiento y expresar su voluntad claramente, se debe proceder en la forma que nos indica el proyecto. En suma, se protege, se tutela la voluntad soberana de la persona, su libre consentimiento. 

Hoy, muchos establecimientos de larga estadía están muy bien dotados en cuanto a su estructura y funcionamiento; disponen de todas las facilidades y otorgan al adulto mayor el bienestar que necesitan. Eso se ha conseguido gracias a que existe control y fiscalización.

La institucionalización del cuidado de los adultos mayores –el proyecto lo dice- trae consecuencias en su salud sicológica, porque afecta su sentido de pertenencia y su autoestima, desmejora su estado anímico y deteriora o interrumpe sus redes de amigos. Así, al final el adulto mayor termina sumido en el aislamiento social. Por esa razón, se considera que su internación debe ser la última opción. Tienen que hacerse efectivas otras medidas como las relaciones de familia, la acogida y protección de la familia, y una serie de otros signos de protección.

Nosotros queremos –así lo aprobamos en la Comisión Especial del Adulto Mayor- que las causas relativas a la internación geriátrica de adultos mayores en establecimientos de larga estadía sean vistas y resueltas por los tribunales de familia, cuando aquellos padezcan de alguna enfermedad o discapacidad, o no puedan manifestar su voluntad, todo ello en un trámite corto, no traumático o complejo. En su tramitación, el juez podrá proceder de acuerdo con lo previsto en la norma referida a los actos jurídicos no contenciosos.

Es necesario entregar la protección necesaria a los adultos mayores y adecuar su institucionalidad. Creemos que es una necesidad de Estado y, por tanto, debe fomentarse aún más la protección y la garantía de bienestar para ellos. En nuestra historia política y en la evolución social e institucional ha habido gran preocupación por diferentes sectores sociales, lo que se expresa, por ejemplo, en la protección del niño, de la mujer, de los trabajadores; es decir, de distintos grupos etarios a través del tiempo, que necesitaban de la protección y entrega de recursos, de las bondades que otorga el Estado gracias al progreso institucional. 

Este es un buen proyecto, como todos los que hemos aprobado aquí. El trabajo realizado justifica, plenamente la existencia de nuestra Comisión de Adulto Mayor, respecto de la cual hemos pedido que se convierta en permanente, porque aborda una materia que constituye una preocupación fundamental del Estado y en relación con la cual existe una inquietud ciudadana. 

Por todo lo expuesto, yo, gozoso, voy a aprobar este proyecto, y pido que también lo hagan los honorables diputados y diputadas.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene el uso de la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, solo para concordar con el resto de los honorables si estamos entendiendo todos lo mismo. Lo digo, porque la idea matriz de este proyecto es dar facultades a los tribunales de familia para que resuelvan sobre la internación de mujeres mayores de sesenta años de edad o de hombres mayores de sesenta y cinco años de edad en un centro geriátrico. ¿Cuándo se los internaría? ¿Cuándo el entorno familiar de ese adulto mayor, mujer u hombre, iría a pedir la internación en dicho centro? ¿Cuáles son las hipótesis al respecto? Son tres, y es importante tenerlas presente para saber cuándo el entorno familiar irá a un juzgado de familia a pedir la internación de un adulto mayor. 

Primera, que el adulto mayor no tenga capacidad para expresar su voluntad libremente. Segunda, que su discapacidad lo haga vulnerable a las decisiones de terceros. Así, el entorno familiar de ese adulto mayor –mujer sobre sesenta años de edad y hombre sobre sesenta y cinco años de edad- podrá pedir al tribunal que lo interne por ser susceptible a la influencia de un tercero. Tercero, que el adulto mayor lisa y llanamente se oponga a ser internado. Es decir, el entorno familiar podrá pedir al adulto mayor que, por su edad, se vaya a un centro geriátrico. Pero, ¿qué pasa si ese adulto mayor les dice a sus familiares que no quiere ser internado y se niega a que lo lleven a un centro geriátrico? Entonces, el entorno familiar, de acuerdo con lo que establece este proyecto de ley, podrá recurrir a un tribunal de familia, a fin de hacer presente que hay un adulto mayor -mujer sobre sesenta años de edad u hombre sobre sesenta y cinco años de edad- que no se quiere internar, y, en consecuencia, pedirle que ordene su internación. 

Esto no es legal. Nosotros no podemos resolver sobre derechos constitucionales. Esto es abiertamente inconstitucional. ¿Por qué? La idea matriz o fundamental del proyecto es proteger al adulto mayor mediante el resguardo irrestricto de su voluntad, dignidad y derechos. Si la idea es el resguardo irrestricto de la voluntad de una persona que está en su sano juicio y que no se quiere internar, ¿con qué derecho su entorno familiar podrá pedir al respectivo tribunal de familia su internación en un centro geriátrico? 

Veamos la causal de ser vulnerable a las decisiones de terceros. Cualquiera de nosotros puede ser vulnerable a las decisiones de terceros y no por eso nuestro entorno familiar va a pedir a un tribunal de familia que nos interne en un geriátrico. 

El proyecto, aunque –entiendo- bien inspirado, representa la privación de libertad de manera ilegal; es, francamente, un proyecto inconstitucional. ¡Cómo va a ser posible que por el mero deseo del entorno familiar, mediante resolución judicial, se interne a una persona mayor en un geriátrico, no obstante está con su voluntad sana, está en condiciones normales y funciona bien en la sociedad. Una resolución judicial ¿cambiará en algo esto? Lo que estamos haciendo es una barbaridad, una atrocidad. Se pretende privar de libertad a una persona, internarla en un geriátrico de manera indefinida, con el pretexto de que se trata de un adulto mayor; y, más encima se quiere utilizar a un juzgado para que refrende la internación. Es decir, estamos autorizando a un tribunal a privar ilegalmente de libertad a un adulto mayor, cuestión que es inconstitucional. Nuestra Constitución nos garantiza el derecho a la libertad ambulatoria. Por eso, nada ni nadie puede restringirnos la libertad, menos con un proyecto como este que, con el pretexto de proteger y amparar al adulto mayor, pretende internar a personas sanas en un centro geriátrico. A mi juicio, reitero, eso representaría una privación ilegal de libertad. Acá estamos legislando sobre la privación de libertad de adultos mayores, con el ánimo, supuestamente, de ampararlos y de protegerlos. Esto no corresponde, es totalmente impertinente. 

Para decretar medidas como las que estamos comentando, la persona tiene que estar privada de razón. En muchos casos es entendible que un adulto mayor o cualquier persona esté en un centro de internación psiquiátrica o en un hogar geriátrico; pero, para que sea entendible, supongo que primero se hicieron los trámites correspondientes, como la declaración de interdicción. De acuerdo con el proyecto, alguien podría saltarse todos los procesos normales establecidos por la ley, incluso los que se deben llevar a cabo ante los tribunales civiles para solicitar la declaración judicial de interdicción. Lo digo así, porque, de conformidad con la iniciativa en estudio, el entorno familiar de un adulto mayor puede pedir al tribunal de familia que ordene su internación en un geriátrico, pese a que con ello se esté violentando la voluntad de un adulto mayor sano. Es decir, estamos tomando medidas sobre una persona que no ha sido declarada interdicta. Reitero, en el ánimo de proteger, nos estamos saltando procedimientos legales en materia civil que nos han acompañado durante siglos.

Por otra parte, esto del entorno familiar se puede prestar para fraudes civiles. En ese entorno podría darse el siguiente diálogo: “El viejo nos está molestando, pero no quiere ser internado”, diría uno. Y otro respondería: “¡Vamos no más! Pidamos la internación en un geriátrico y después nos encargamos de sus bienes”.

El proyecto, aunque pretende amparar al adulto mayor, en realidad lo está privando de libertad, al permitir saltarse procedimientos establecidos en nuestra legislación desde hace siglos, como la declaración de interdicción. Además, de convertirse en ley, facilitará que el entorno familiar cometa fraudes civiles, saltándose la voluntad de una persona de la tercera edad. En suma, ocasiona más males de los que se quieren evitar. 

No concuerdo con la idea matriz del proyecto, de “proteger al adulto mayor mediante el resguardo irrestricto de su voluntad, dignidad y derechos”, porque lo que menos estamos haciendo es resguardar esa voluntad. Si una persona está sana y no quiere ser internada, ¿por qué la vamos a internar? Fíjense en la redacción de su artículo único: “17) Las causas relativas a la internación geriátrica de adultos mayores en Establecimientos de Larga Estadía, cuando éstos se opongan…”. ¡Cuando estos se opongan! Es decir, si el adulto mayor no quiere ser internado, lo obligarán. Si está sano y es su voluntad no ser internado en un centro geriátrico, ¿por qué obligarlo? 

Si se autoriza a un tribunal que decrete la internación de un adulto mayor en un geriátrico, en circunstancias de que goza de buena salud física y mental, estaremos ocasionando una privación ilegal de libertad. Esto no puede ser legislado, menos con el pretexto de proteger al adulto mayor. 

En mi opinión, cuando el adulto mayor no pueda libremente manifestar su voluntad, debería ir acompañada de una declaración de interdicción; de lo contrario, no tiene sentido alguno. Asimismo, no se entiende que el hecho de ser vulnerable a las decisiones de terceros sea razón suficiente para ser internado en un geriátrico. En síntesis, ninguna de las causales da para internar a un adulto mayor -recuerden que estamos hablando de mujeres sobre sesenta años de edad y de hombres sobre sesenta y cinco años de edad-. Además, esto puede prestarse para que el entorno familiar se ponga de acuerdo para ir a un tribunal a pedir que internen a una persona sana. 

A mi juicio, no hay que legislar sobre esta materia y, por supuesto, votaremos en contra el proyecto.

He dicho. 

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Marta Isasi.

La señora ISASI (doña Marta).- Señor Presidente, deseo realizar un análisis de nuestra realidad en relación con los adultos mayores. Debiéramos contar con lugares más idóneos y que dispusieran de los recursos necesarios para atender a personas que padecen, por ejemplo, la enfermedad de Alzheimer.

Quizá se trata de una reflexión personal, basada en lo que a nosotros, como familia, nos tocó vivir cuando a mi padre sufrió una enfermedad tan brutal como la mencionada, que afecta al entorno familiar. Él padeció esa enfermedad durante catorce años y murió hace un año. 

En consecuencia, me sorprenden los comentarios del diputado que me antecedió en el uso de la palabra, porque es obvio que una persona que se va deteriorando y se va olvidando de sus hijos y de su familia, no puede tomar la decisión de ingresar a un hogar de ancianos.

Quiero ir más allá. ¿Qué tipo de hogares tenemos en nuestro país para atender a esos enfermos y -¡ojo!- que sean accesibles a la población chilena? Nosotros, como familia, tuvimos que contratar a personas que atendieran a nuestro padre en turnos diurnos y nocturnos, porque llegó un momento en que era alimentado solo a través de suero, el que debía reponerse cuando se acababa. En consecuencia, el costo que representa la atención de este tipo de enfermos es muy alto para su familia.

Me parece que el proyecto se hace cargo de una realidad, aunque no en forma completa. Me preocupa un hecho: en el Congreso Nacional aprobamos muchas iniciativas de ley, pero algunas son inviables o no atañen a la realidad.

Comparto lo dicho por el colega Ojeda en el sentido de que el proyecto es valioso, ya que, de alguna manera, enfrenta una realidad que existe y de la cual no nos hemos hecho cargo: la que dice relación con nuestros adultos mayores. Ese es el tema de fondo: no somos capaces de hacernos cargo de nuestros padres, de quienes nos dieron la vida y lucharon por nosotros; de quienes nos tomaron de la mano para que aprendiéramos a caminar y que nos enseñaron a hablar. Después, como nos pasó a nosotros con mi papá, con mucho dolor tuvimos que tomarlo de la mano y enseñarle a caminar. Creo que es ahí donde, como Congreso Nacional, tenemos que colocar nuestro corazón para avanzar.

Considero que el proyecto de ley avanza en ese sentido -quizá no en la medida que debiera, pero es un avance-, por lo que estimo que, como toda iniciativa que avanza, sería una mezquindad no apoyarlo. Por lo tanto, desde esa mirada, tenemos la obligación, como sociedad chilena, de hacernos cargo de este tema.

Nosotros, como familia, pudimos costear los gastos que generaba la enfermedad de mi padre, pero tuvimos que padecer el derrumbe de mi mamá, quien también iba muriendo con su marido, con quien tenía un matrimonio de casi sesenta y tres años. Entonces, debemos preguntarnos si la sociedad chilena es capaz de enfrentar y de apoyar a esos adultos mayores en la actualidad.

Por lo tanto, anunció que votaré favorablemente el proyecto e invito a los colegas a hacernos cargo del fondo del problema.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, comparto la idea matriz de la moción en debate. Sin embargo, después de escuchar las intervenciones de la diputada Marta Isasi y del diputado Hugo Gutiérrez, considero que existen muchas aristas que debemos revisar y mejorar, sobre todo en relación con lo planteado por el colega Hugo Gutiérrez. En ese sentido, tenemos que ser mucho más precisos cuando se trata de adultos mayores que no tienen ningún problema para razonar y para expresar su voluntad, caso en el cual no debiera intervenir un tribunal de familia para autorizar judicialmente su internación en establecimientos de larga estadía.

Al respecto, espero la intervención de la diputada Molina, quien es miembro de la comisión. No obstante, me parece preocupante el planteamiento del diputado Hugo Gutiérrez, ya que señala que de la lectura del artículo se desprende la referida conclusión.

Por lo tanto, señor Presidente, propongo que el proyecto, que es interesante y valioso, vuelva a la comisión técnica antes de votarlo, con el objeto de que se revisen las aprensiones planteadas respecto de su redacción, las que nos obligarían a votarlo en contra. En mi opinión, la idea matriz de la moción podría expresarse de mejor manera.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, quiero referirme brevemente al proyecto, originado en moción de los diputados Javier Hernández, María José Hoffmann, Iván Moreira, Leopoldo Pérez, Manuel Rojas, Marcela Sabat, David Sandoval, Ignacio Urrutia, Carlos Vilches y Felipe Ward, que, en su esencia, tiene una buena intención, ya que su idea matriz señala que propende a proteger al adulto mayor mediante el resguardo irrestricto de su voluntad, dignidad y derechos, respecto de la internación geriátrica en establecimientos de larga estadía que decida su entorno familiar.

En primer lugar, acojo gran parte de la intervención del diputado Hugo Gutiérrez, porque tengo la plena convicción de que la redacción de la moción puede, eventualmente, prestarse para situaciones que vayan en un sentido absolutamente contrario al que se pretendió en su origen. 

Lo señalo porque, seamos honestos, vivimos en un país en el que no todo se hace con buena intención. Con esto no estoy diciendo que los autores de esta iniciativa no la tengan, sino solo manifestando que muchas veces ocurre -varios de los aquí presentes hemos conocido casos así en nuestras oficinas parlamentarias- que hijos o familiares de adultos mayores utilizan los más diversos subterfugios para que estos se desprendan de sus derechos y bienes, para así poder quedárselos. 

Personalmente, en mis días sábados de atención ciudadana, en diferentes comunas he recibido denuncias de vecinos, amigos o familiares de que determinado adulto mayor o pareja de adultos mayores que viven en equis población o sector rural, están siendo objeto de una serie de hechos e injusticias, cuyos autores son sus hijos o cercanos. 

En tal sentido, al igual como lo planteó aquí el diputado Hugo Gutiérrez, creemos que el proyecto en discusión podría ser, incluso atentatorio contra los derechos de adultos mayores que, desde todo punto de vista, no son interdictos, sino que tienen plenas capacidades para decidir dónde quieren estar o en qué lugar quieren pasar los últimos años de su vida.

Desde esa perspectiva, esta iniciativa, a lo menos en algunos aspectos, raya en la inconstitucionalidad, pues eventualmente podría estar vulnerando tales derechos.

Repito, en nuestra sociedad se generan numerosos hechos y situaciones como los que mencioné. Por lo tanto, es necesario que la Cámara de Diputados ponga mucha atención en lo que va a votar. No se trata de un proyecto cualquiera que, de buenas a primeras, votaremos favorablemente porque tiene una buena intención en su idea matriz o fundamental. Pensamos que, pese a esas buenas intenciones, de convertirse en ley afectará derechos de los adultos mayores de nuestro país. En efecto, con la aprobación de esta iniciativa –aquí seré aún más claro- podríamos, eventualmente, estar legalizando una ilegalidad, es decir, posibilitando que un entorno familiar determinado se ponga de acuerdo para encerrar a un adulto mayor o a una pareja de adultos mayores en un centro geriátrico, para lo cual recurriría a mecanismos legales y a los tribunales de familia respectivos. Eso nos parece preocupante. 

No cabe ninguna duda -lo plantearon anteriores Presidentes de la República, como la Presidenta Bachelet y el Presidente Lagos; incluso más, también lo ha señalado el actual mandatario- de que existe una deuda muy grande para con nuestros adultos, la cual se ha ido subsanando en el tiempo. En ese sentido nadie puede desconocer que desde los noventa en adelante ha habido una atención especial para los adultos mayores en Chile.

Muchas veces recorro mi región y mi distrito, y con orgullo me doy cuenta de la cantidad de organizaciones de adultos mayores que en la actualidad le han cambiado la vida a millones de personas en este país. Como se recordará, antes, a los sesenta años, después de sufrir su primera enfermedad, los adultos mayores se encerraban de inmediato en sus casas. Ahora eso no ocurre: ellos participan en sus clubes de adultos mayores y en sus organizaciones culturales, ganan proyectos, hacen gimnasia, practican aeróbica. En suma, se hallan insertos en la sociedad civil. 

Obviamente, ello es obra de nuestros gobiernos y del Congreso Nacional, que han posibilitado la entrega de recursos para la materialización de tan nobles iniciativas, que les han dado vida a los adultos mayores. 

Por eso, me preocupa que la buena intención de esta iniciativa se pueda transformar en hechos que generen injusticias, respecto de los cuales después el Congreso Nacional deba arrepentirse. 

¿Qué pasará el día de mañana si vemos en la televisión un reportaje en el que se dé a conocer que determinados adultos mayores fueron despojados de sus derechos porque su entorno familiar pidió que los encerraran, con la finalidad de quitarles sus bienes? A lo mejor, la pena que sufrirán al ser sacados de su núcleo familiar terminará con sus días. A lo mejor estoy exagerando, pero esas situaciones pueden ocurrir.

Por lo tanto, hago un llamado a todas las bancadas para que analicemos con cuidado esta iniciativa, que, reitero, tiene buenas intenciones, pero cuyos resultados pueden ser nefastos para la protección de nuestros adultos mayores.

Por las razones expuestas, anuncio que votaré en contra el proyecto.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, simplemente quiero asumir las dudas planteadas por el diputado Gutiérrez, la diputada Sepúlveda y el diputado Fidel Espinoza. 

Ni por un segundo pongo en duda lo loable e interesante que puede ser mejor el proteger a nuestros adultos mayores. ¡Qué duda cabe -lo manifestó también la diputada Isasi- de que en esa materia hay ausencia de compromiso por parte de la sociedad¡ En nuestro país, salvo probablemente los adultos mayores que tienen Alzheimer cuyas familias pueden pagar de su propio peculio una atención para esos momentos tan difíciles de la vida, el resto de los chilenos lo pasan muy mal. Ahí como Estado tenemos una deuda no menor. Además, el número de adultos mayores en el país sigue en aumento, como es obvio, producto del crecimiento de la población en estos últimos años. 

Por lo tanto, mientras no exista cura, no obstante se ha avanzado en ella, pero sin ninguna certeza, el aumento de enfermos de Alzheimer será proporcional al incremento de adultos mayores. 

Sin embargo, existe un contrasentido brutal cuando el número 17) que se plantea intercalar en el artículo 8° de la ley que crea los tribunales de familia comienza señalando que: “Las causas relativas a la internación geriátrica de adultos mayores en Establecimientos de Larga Estadía, cuando éstos se opongan (…)” -primer requisito: cuando se opongan- “(…)o padezcan alguna enfermedad o discapacidad que los imposibilite de manifestar su voluntad de cualquier forma.”. Porque el primer supuesto: cuando se opongan, se refiere al hecho de que la persona puede manifestar su voluntad. La persona que se opone, manifiesta su voluntad de no ingresar a dicho establecimiento u hogar. Pero se la pone en la misma situación que cuando lo aceptan. ¡No puede ser!

Entonces, existe un problema de redacción de la referida disposición. Tiene toda la razón el diputado Espinoza, porque tal como está redactada la norma, de acuerdo a la interpretación que estoy haciendo, daría lo mismo la voluntad de la persona. La voluntad de la persona no sirve; tendría que ser la voluntad de un tercero o, eventualmente, la del juez para determinar algo. Porque podría darse el caso de un adulto mayor con una enfermedad muy grave que por distintas razones dijera: “Mire, no quiero irme a un lugar de internación”. No puede ser que la ley sustituya la voluntad de esa persona. 

Por consiguiente, a mi juicio, la redacción de la norma requiere una revisión. Aprobarlo tal como está sería bastante complejo. 

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor David Sandoval. 

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, más allá de algunos detalles técnicos de la norma, me da la impresión de que este proyecto de ley se ha visto de una manera absolutamente contraria a su espíritu. Y todas las intervenciones hechas en esta Sala se han focalizado en función de esa perspectiva, que obviamente es errada. Cabe recordar que en la Comisión la iniciativa se aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes al momento de ser sancionada.

¿Podemos desconocer que en Chile existen casos de internaciones de adultos mayores contra su voluntad? Por razones diversas, una familia puede resolver que su padre, su madre, su abuelo o su abuela no deben permanecer en el seno de su casa, sino ser internados en un hogar, muchas veces incluso en condiciones de precariedad tremendas, porque la institucionalización de los adultos mayores en establecimientos de larga estadía constituye un elemento sustantivamente inferior respecto del universo de adultos mayores que hoy día vive esta realidad. 

Todos queremos que el adulto mayor, que en muchas ocasiones es ni más ni menos que nuestro papá, nuestra mamá, nuestro abuelo o nuestra abuela, permanezca el mayor tiempo posible en el seno de su hogar. No es posible que un adulto mayor viva con su familia o en forma independiente sin las debidas condiciones –así lo entiendo en este contexto- afectivas, de compañía, de valor a su dignidad de tal, obviamente, con los cuidados pertinentes para con ellos.

Desafortunadamente, hay situaciones especiales que hacen necesaria la internación de los adultos mayores en establecimientos de larga estadía, como el caso de quienes padecen Alzheimer, enfermedad que se proyecta en aumento debido a que nuestra población ha incrementado su esperanza de vida.

La internación de personas de edad avanzada en ese tipo de instituciones les acarrea una serie de trastornos sicológicos. Por eso, la idea matriz del proyecto es resguardar su voluntad, dignidad y el derecho legítimo que tienen de vivir en el entorno que deseen.

¿Cuántos adultos mayores no han sido internados en establecimientos de larga estadía en contra de su voluntad? Aquí se han dado varios ejemplos. Asimismo, ¿cuántos han sido ingresados en ellos en contravención de sus deseos, porque, en muchos casos, sus familiares quieren acceder a los bienes que estos poseen, para lo cual recurren a la famosa figura de la interdicción, con lo que los dejan en condiciones de precariedad material, humana y social, al aislarlos del entorno del cual nunca debieron salir?

Debemos propiciar la valoración permanente y primordial de la vida humana, en cualquier circunstancia, sin dejar de considerar ninguna de ellas, para lo que se debe validar un aspecto fundamental: la protección de los adultos mayores por parte de sus familias. ¿Cómo se puede lograr eso? Distintos estudios e investigaciones señalan que mientras las personas de edad avanzada están más cercanas de su seno familiar tendrán mejores condiciones en su calidad de vida, objetivo al que aspiramos todos.

Por eso, las propuestas del proyecto en discusión apuntan a lo contrario de lo que algunos han planteado en la Sala, es decir, su idea fundamental es evitar, bajo toda circunstancia, que un adulto mayor sea internado en un establecimiento de larga estadía en contra de su voluntad. No queremos tener a ninguno en esa situación. Ese es el espíritu de la iniciativa.

Al respecto, la Corte Suprema -en el informe que remitió a la Comisión- planteó que existía un vacío legal en la legislación vigente. En ese sentido, a la Comisión del Adulto Mayor le hizo mucha fuerza que la Corte Suprema informara favorablemente que a los Tribunales de Familia se les otorgaran las competencias respectivas para conocer de ese tipo de materias, motivo por el que consideró conveniente la existencia de marcos legales y mecanismos de supervisión para la protección de los derechos y libertades de las personas mayores, con el objeto de garantizar –escúchese bien- que ningún adulto mayor sea obligado a ingresar a un establecimiento geriátrico de larga estadía, sin contar con autorización judicial o con su consentimiento expreso.

En ese sentido, lo que pretende la iniciativa sometida a nuestra consideración es absolutamente opuesto a lo que han señalado algunos diputados que han visto en ella visos de diversas limitaciones. Puede que presente algunos detalles de redacción, pero lo que busca mediante su artículo único es lograr que, en definitiva, ningún adulto sea internado si no lo desea y si es que lejos del seno de su familia no esté mejor.

Como país debemos hacernos cargo de esta situación por el cambio sustantivo que ha traído el aumento de la esperanza de vida de la población. Debido a ese incremento hay muchos adultos mayores que a edad avanzada se encuentran plenamente activos, como el caso de la señora Doralisa Paredes, de Puerto Bertrand, quien tiene 92 años de edad. Como ella, es bastante común encontrar adultos mayores con más de 90 años de edad que se encuentran en condiciones de lucidez y capacidades plenas. Por eso, no es posible que como consecuencia de la poca valoración de la calidad de vida que merecen tener los adultos mayores, algunos de sus familiares directos terminen por internarlos en hogares de larga estadía sin su consentimiento.

Los adultos mayores en general encuentran su plena realización en su entorno familiar, debido a lo cual, tal como lo señalan los autores de la moción y como lo informó la Corte Suprema, se estima que es absolutamente conveniente avanzar en el establecimiento de normativas en su favor, porque no queremos que ninguna persona de edad avanzada se vea obligada a ingresar a un establecimiento de larga estadía. Las familias tienen que entender que tienen una corresponsabilidad en la mantención y en el cuidado de la calidad humana de los adultos mayores.

Por eso, tal como se ha señalado, al parecer algunos diputados no entendieron el espíritu del proyecto ni de lo que planteó la Corte Suprema. Sin embargo, debemos avanzar en la tramitación de la iniciativa, para lo cual hay que comprender que, al final del camino, lo que el proyecto tiene por objeto resguardar es el derecho de los adultos mayores a vivir en el entorno que se merecen.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Andrea Molina.

La señora MOLINA (doña Andrea).- Señor Presidente, sin duda el proyecto en debate es interesante, pues su espíritu busca resguardar los derechos de los adultos mayores internados en establecimientos de larga estadía.

Sin embargo, hay un aspecto que me preocupa sobremanera, razón por la que se debería presentar una indicación que señale, de manera textual, lo siguiente: “Las causas relativas a las declaración de interdicción de adultos mayores, con el propósito de internar a dichas personas en establecimientos de larga estadía”, debido a que los Tribunales de Familia no pueden probar la calidad de interdicto de un adulto mayor para decretar su internación. En ese sentido, con lo que propone la iniciativa se puede pasar a llevar sus derechos.

Si bien el proyecto es positivo, hay que resguardar a los adultos mayores de muchas familias que pueden aprovecharse de su situación en determinadas circunstancias, tal como se ha planteado en la Sala y como lo vi durante los años que trabajé en los medios de comunicación.

Por eso, debe efectuarse un cambio en su redacción en lo referido a que solo los Tribunales de Familia sean los que puedan determinar si un adulto mayor debe o no ser internado en un establecimiento de larga estadía.

En consecuencia, creo que hay que dar una vuelta más a la iniciativa y que se presente la indicación que planteé con anterioridad, con el objeto de que la Sala se pronuncie al respecto.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, no me cabe la menor duda de la buena intención de los autores del proyecto de ley en debate, cuyo objetivo es proteger a los adultos mayores que deben ser internados en establecimientos de larga estadía, por ejemplo, a causa de enfermedades como el Alzhéimer. Sin embargo, tal como está redactado el artículo único, el que se refiere a las cusas relativas a la internación geriátrica de adultos mayores en establecimientos de larga estadía “cuando estos se opongan”, al igual como lo han planteado varios colegas, coincido en que el proyecto de ley -sobre la base de las buenas intenciones de sus autores- habría que redactarlo de otra manera, puesto que es importante considerar que en el caso de algunas enfermedades es complejo declarar la interdicción de un adulto mayor.

En consecuencia, propongo que la iniciativa vuelva a la Comisión del Adulto Mayor, para que sea objeto de una mejor redacción

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde votar, en general, el proyecto de ley, iniciado en moción, que entrega competencia a los juzgados de Familia para conocer causas relativas a internaciones geriátricas en hogares de larga estadía, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 69 señoras y señores diputados.

Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, quisiera que solicitara el asentimiento de la Sala para que el proyecto vuelva a la Comisión.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- El proyecto fue objeto de una indicación de la diputada señora Andrea Molina, por lo que debe volver a Comisión, a menos que haya unanimidad para no votarlo hoy en general.

Por tanto, pido la unanimidad para no votar hoy el proyecto en general para que vuelva a Comisión.

¿Habría acuerdo?

El señor ANDRADE.- Ya se votó.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- No hay acuerdo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la afirmativa, 36 votos. Hubo 16 abstenciones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rubilar Barahona Karla; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Bauer Jouanne Eugenio; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Cerda García Eduardo; Chahín Valenzuela Fuad; Hales Dib Patricio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Martínez Labbé Rosauro; Núñez Lozano Marco Antonio; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Silber Romo Gabriel; Torres Jeldes Víctor; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

AUMENTO EN NÚMERO DE BECAS PARA SUBESPECIALIDAD MÉDICA

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde considerar el proyecto de acuerdo N° 716, por el cual se pide aumentar el número de becas para subespecialidad médica.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

En votación.
-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 60 votos; por la negativa, 0 votos. Hubo 1 abstención.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Alinco Bustos René; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sandoval Plaza David; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Tuma Zedan Joaquín; Letelier Aguilar Cristian; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvo el diputado señor Ulloa Aguillón Jorge.

MAYORES RECURSOS PARA FISCALIZACIÓN DE EXTRACCIÓN
ILEGAL DE AGUAS

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde considerar el proyecto de acuerdo N° 717, por el cual se solicita al Presidente de la República una iniciativa de ley que importe mayores recursos a la Dirección General de Aguas para los efectos de fiscalizar la extracción ilegal de aguas.

Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado don Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, se trata de un proyecto de acuerdo muy relevante, sobre todo para las regiones del norte, donde las cuencas han sido intervenidas en forma inadecuada y se están secando por falta de una adecuada fiscalización y regulación.

Durante muchas décadas, la Dirección General de Aguas ha tenido muy pocos fiscalizadores. Hoy contamos con capacidad tecnológica para desarrollar una fiscalización más adecuada a través de medios telemáticos y otros.

El proyecto de acuerdo plantea que el Presidente de la República, a través de la Ley de Presupuestos, pueda otorgar mayores recursos a la Dirección General de Aguas. Asimismo, vea la posibilidad de desarrollar un proyecto para que la normativa relacionada con el control y fiscalización del uso de aguas se adecue al tiempo actual y en materia de fiscalización permita incorporar la tecnología en estas áreas. Incluso, hay agricultores y empresas mineras que se niegan a instalar elementos de control, como los flujómetros y otros, que permiten medir que el agua que sacan es la que sus derechos les permiten.

Por eso, creo que es necesario modificar en forma global la normativa legal referente al uso de las aguas y entrar en un proceso de entender que el agua es patrimonio del Estado, el cual debe tener nuevamente el control para asignarla en forma adecuada y no dejarla en manos de privados.

Creo que debemos tener una mirada mucho más de avanzada en esta materia, incluso, viendo la posibilidad de llegar a la nacionalización del agua, como lo hemos planteado en otra oportunidad. En eso, estoy de acuerdo con el planteamiento que han hecho los diputados David Sandoval y Manuel Rojas y lo vamos a votar a favor, como espero que lo haga la gran mayoría en esta Sala.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Adriana Muñoz para apoyar el proyecto de acuerdo.

La señora MUÑOZ (doña Adriana).- Señor Presidente, quiero expresar mi respaldo a esta iniciativa, porque constituye una insistencia ante el Gobierno para que en el próximo proyecto de Ley de Presupuestos para la Nación venga una Partida más significativa destinada a la contratación de fiscalizadores en la Dirección General de Aguas.

El año pasado, se formó una Comisión Investigadora para investigar el robo de agua, llamado en forma elegante extracción ilegal de aguas. En nuestro país hay un robo generalizado de aguas, lo que se ha sumado a la tremenda sequía que se está viviendo desde la Región del Maule hacia el norte y ha significado que los pequeños campesinos y agricultores estén pasando por una situación muy grave.

Por eso, es importante hacer este llamado de atención al Gobierno. Incluso, ayer, en la Comisión de Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía recibimos a representantes de la Dirección General de Aguas, quienes plantearon que, pese a los esfuerzos que se han hecho, solo cuentan con setenta fiscalizadores a nivel nacional para este tipo de investigación.

Por lo anterior, respaldo la iniciativa del diputado Alberto Robles, porque creo que es urgente. Además, debemos estar atentos para que en la Comisión Mixta de Presupuestos podamos incorporar una propuesta para aumentar en forma significativa los recursos para la Dirección General de Aguas con el objeto de hacer frente a este propósito. Además, en la Cámara de Diputados se aprobó un proyecto de ley que eleva las sanciones al robo de agua, el cual está en su tramitación legislativa en el Senado.

Entonces, vamos a tener un cuerpo legal que va a aumentar las sanciones y multas, pero no vamos a tener un cuerpo de fiscalizadores para hacer un seguimiento en terreno de lo que está sucediendo, por ejemplo, en La Ligua, Petorca, valle de Quilimarí, Los Vilos o en el valle El Choapa.

Por tanto, creo que es muy pertinente esta iniciativa propuesta por el diputado Alberto Robles y le daremos todo nuestro respaldo.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Solicito la unanimidad para que pueda hacer uso de la palabra el diputado Carlos Vilches, quien es uno de los firmantes del proyecto de acuerdo.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Tiene la palabra el diputado don Carlos Vilches para hablar a favor del proyecto de acuerdo.

El señor VILCHES.- Señor Presidente, para nuestra Región de Atacama, es fundamental que este proyecto de acuerdo sea aprobado porque apunta a regularizar una situación muy compleja. Dada la escasez de agua que existe allí, es necesario realizar un control más estricto de su aprovechamiento, a fin de terminar con las extracciones ilegales. 

Por eso, le agradezco que me haya dado la oportunidad de intervenir, porque considero muy necesario aprobar este proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.
-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Bobadilla Muñoz Sergio; Castro González Juan Luis; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Estay Peñaloza Enrique; Kort Garriga Issa; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernández Hernández Javier; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Díaz Nicolás; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Letelier Aguilar Cristian; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.

PLAN DE MEDICIÓN DE LA CONTAMINACIÓN INTRADOMICILIARIA

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo N° 718, que solicita la elaboración de un plan de medición de la contaminación intradomiciliaria.

Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo que está muy relacionado con las regiones del sur, fue presentado durante el período invernal, es decir, cuando la contaminación está en su peak. 

Los estudios realizados sobre la materia señalan que cuando las ciudades llegan a su máxima contaminación –me refiero, entre otras, a Temuco, Rancagua y Coyhaique-, se toman diversas medidas, con el objeto de prevenir sus efectos contaminantes colaterales. En tal sentido, consideramos absolutamente necesario y prudente presentar este proyecto de acuerdo, toda vez que tales estudios señalan que cuando los índices de contaminación ambiental alcanzan su nivel máximo, curiosamente, dentro de los hogares se multiplican.

Lo que pretendemos con este proyecto de acuerdo es requerir a las instancias que corresponda; es decir, a los ministerios del Medio Ambiente y de Salud, que estudien la factibilidad de realizar un estudio preliminar sobre los niveles de contaminación que se producen al inte-
rior de las viviendas.

En zonas rurales como las nuestras, donde el uso de la leña es prácticamente masivo y donde, muchas veces, los aparatos de calefacción no son muy eficientes, es común detectar los efectos señalados dentro de las viviendas.

Por lo tanto, lo que pretendemos es que se realice un diagnóstico de la contaminación intradomiciliaria y, en consecuencia, que se implementen algunas políticas, tales como reposición de calefactores, otorgamiento de subsidios para aislación térmica de las viviendas, y otras. Creemos que esto podría tener efectos positivos en el mejoramiento de la calidad de vida al interior de los hogares.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, solo para anunciar mi apoyo a este proyecto de acuerdo que va al centro del problema de la contaminación intradomiciliaria que se produce en gran cantidad de ciudades del sur, especialmente en la época de invierno. 

Hoy, existen sistemas de medición, aunque no en todas las ciudades, del material particulado PM 2,5; sin embargo, ello no nos permite conocer el que existe al interior de las viviendas. Hay un programa de recambio de calefactores, que es muy positivo, pero insuficiente: los 400 o 500 calefactores que se han reemplazado no han logrado mejorar la calidad del aire. Asimismo, está el programa de certificación de la leña, que permite utilizar este combustible con la humedad adecuada.

Pero, junto con respaldar este proyecto de acuerdo es necesario establecer una política medioambiental sistemática que debe ir de la mano con la certificación de los aparatos de calefacción y de las cocinas a leña, que son los más utilizados en las ciudades del sur, en particular, en Valdivia y en toda la Región de Los Ríos.

Asimismo, es necesario incluir una glosa presupuestaria que permita a los gobiernos regionales adquirir instrumentos de medición e implementar políticas de aireación y ventilación pasiva de las calles y dictar normas sobre construcción que no sean las mismas para todo el país, porque la condensación que se produce en las viviendas del sur es muy diferente de la que puede existir en las de la zona central, debido a que los sistemas de calefacción son distintos. 

Por lo tanto, es necesario aprobar este proyecto de acuerdo, a fin de que se implementen políticas estables y sistemáticas sobre protección y medición de la calidad del aire en las distintas ciudades del país.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.
-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alinco Bustos René; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Letelier Aguilar Cristian; Vallespín López Patricio; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx

VII. INCIDENTES
HOMENAJE AL EXDIPUTADO Y EXALCALDE COMUNISTA, RAÚL SÁNCHEZ BAÑADOS, RECIENTEMENTE FALLECIDO. Oficios

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Mixto.

Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Teillier.

El señor TEILLIER.- Señor Presidente, honorables diputadas y diputados, en la madrugada del pasado lunes 11 de marzo, falleció, a los 84 años de edad, el exalcalde y exdiputado comunista, don Raúl Sánchez Bañados, de oficio obrero mecánico y destacado dirigente de la Central Unitaria de Trabajadores.

Se trata no solo de un destacado militante comunista y excelente servidor público, sino también de un generoso y valioso chileno que dedicó su vida a mejorar las condiciones de los trabajadores y ciudadanos de nuestro país.

Raúl Sánchez dedicó gran parte de su vida al desarrollo de la comuna de La Ligua y al bienestar de sus habitantes. En 1963, fue elegido regidor por esa ciudad y, más tarde, la población lo eligió alcalde. 

Fue injustamente expulsado del país por la dictadura. Vivió su exilio en Bulgaria y, por voluntad del pueblo de La Ligua, volvió a ser elegido alcalde para el período 2004-2008. Pese a haber vivido involuntariamente fuera de la patria, la gente no olvidó a Raúl Sánchez, lo acogió con cariño y le brindó su sincero respaldo.

Considero pertinente comentar que, actualmente, ocupa el puesto de alcalde de La Ligua Rodrigo Sánchez, hijo de Raúl, también militante comunista, lo que representa la proyección de un legado y de un ejemplo, con el respaldo de la gente. 

En 1973, Raúl Sánchez fue electo diputado en representación de San Felipe, Petorca y Los Andes, sumándose así a la larga lista de parlamentarios del Partido Comunista. Integró las comisiones de Agricultura, Minería y Colonización, donde defendió, fundamentalmente, los derechos de los trabajadores y los recursos naturales de Chile. No pudo terminar su período, debido al golpe militar del 11 de septiembre, que quebrantó la voluntad ciudadana.

El pueblo de La Ligua y el Partido Comunista están de duelo ante la muerte de este destacado chileno y exdiputado. La bandera del municipio de La Ligua izada a media asta, las innumerables manifestaciones de condolencia y los saludos en las redes sociales y medios de comunicación grafican el pesar de la gente por la muerte de Raúl Sánchez, así como también su cariño y reconocimiento. 

Hoy, nuestra bancada quiere rendir un justo homenaje al exdiputado Raúl Sánchez Bañados, que se desempeñó en esta Cámara con dignidad y esfuerzo, representando los derechos de los trabajadores y ciudadanos chilenos. Junto con enviar nuestras sentidas condolencias a sus familiares y a los habitantes de La Ligua, agradecemos profundamente las condolencias que nos han hecho llegar diversos partidos y organizaciones sociales. 

Honorable Presidente, en su momento, solicitaremos –esperamos que así se apruebe- que la honorable Cámara rinda el homenaje que se merece nuestro compañero Raúl Sánchez Bañados.

Finalmente, solicito que se envíe copia de mi intervención al alcalde de la Ilustre Municipalidad de La Ligua, al presidente del Partido Comunista de esa ciudad, a la presidenta de la Central Unitaria de Trabajadores y a los medios de comunicación.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados Marcelo Díaz, José Miguel Ortiz y todos quienes lo están solicitando.

INFORMACIÓN SOBRE LICITACIÓN DE TERRENOS DE EX-CLUB HÍPICO DE PEÑUELAS. Oficios

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En el tiempo del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra, por dos minutos, al diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, en febrero de este año, una nota de prensa de un diario de La Serena señalaba que se iba a realizar una millonaria inversión inmobiliaria en terrenos del ex-Club Hípico de Peñuelas. Estamos hablando de la construcción de tres torres de departamentos, cuyos valores van entre las 1.290 UF y las 3.800 UF, según recogía la nota de prensa.

Sin embargo, el día de hoy se pone en una nueva nota de prensa la siguiente información a disposición de los ciudadanos: Terrenos de ex-Club Hípico se licitarán en 3 mil millones de pesos. Son cerca de 49 mil metros cuadrados, es decir, estamos hablando de cerca de cinco hectáreas que están licitándose a un precio de partida de 3 mil millones de pesos.

He recibido la inquietud de varios vecinos del sector por lo que consideran un valor bastante bajo en una zona de alta plusvalía de la ciudad de Coquimbo y que dice relación con la cautela que se debe tener respecto de los bienes y del patrimonio del Estado.

Hoy, La Serena vive un momento de expansión inmobiliaria. De hecho, se ha empezado a construir prácticamente en la totalidad de la segunda línea de la avenida Del Mar, y en el caso de Coquimbo, en la avenida de la costanera.

Debido a lo antes expuesto, pido que se oficie al ministro de Bienes Nacionales y al intendente regional, a fin de que se nos haga llegar los antecedentes de esta licitación, así como la que habría tenido con anterioridad en relación a los terrenos del proyecto mencionado para que puedan ser analizados y evaluados respecto del debido cuidado que se debe tener con el patrimonio del Estado.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

FISCALIZACIÓN A EMPRESAS DE BUSES DE COMUNAS
DE PUERTO OCTAY Y HUALAIHUÉ. Oficio
El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra, por dos minutos, el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, en primer lugar, pido que se oficie al ministro de Transportes, con el objeto de que ordene a la seremi de Transportes de la Región de Los Lagos para que se realice una exhaustiva fiscalización a las empresas de buses que tienen su recorrido en la comuna de Puerto Octay, en el sector de La Picada.

Conversé con el presidente de la junta de vecinos de dicho sector, el señor Guzmán, quien me planteó el peligro que reviste para los pasajeros la competencia desmedida que se da entre las dos empresas de buses que recorren ese sector. Se trata de buses Guzmán, que está constantemente amedrentando a una nueva empresa de buses que llegó al sector, la empresa de buses Zapata, que entró a competir con mejores precios, mejor servicio y con mejores recorridos.

Hay graves problemas de regulación en los horarios de salida de los buses y se pone en peligro la vida de los pasajeros cada vez que realizan carreras a altas velocidades en la carretera para ganar un pasajero. Esa situación es realmente preocupante. Por lo tanto, pedimos desde esta Sala que exista, repito, una exhaustiva fiscalización a las empresas de buses que cubren el sector La Picada, en Puerto Octay, pues ponen en serio peligro la integridad de los pasajeros que transportan a diario.

El mismo reclamo recibí el sábado recién pasado en el programa Aló diputado, que realizo en una cadena de emisoras. En este caso se trata de los vecinos de la comuna de Hualaihué respecto de la empresa Kemel Bus, que según los vecinos, ofrece un mal servicio, con recorridos deficientes y pone en riesgo la vida de los pasajeros cada vez que entra en competencia con otras empresas que han querido llegar a efectuar recorridos al mismo sector.

Esta es una práctica que solo se subsana cuando hay fiscalizaciones efectivas por parte del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Si no hay fiscalización, los empresarios que tienen estas malas prácticas, lamentablemente, las siguen realizando, poniendo en riesgo a los pasajeros, que es lo que más me preocupa.

Los conductores son, en definitiva, lamentablemente objeto de los empresarios que los hacen realizar estas prácticas que son absolutamente atentatorias contra un buen sistema de manejo del transporte público en nuestra región.

Por eso, solicito que se oficie al ministro de Transportes para que instruya al organismo respectivo para que realice las fiscalizaciones respectivas.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE ASPECTOS TÉCNICOS CONSIDERADOS
PARA INSTALACIÓN DE CENTRO DE SANGRE EN PUERTO MONTT. Oficios

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra, por dos minutos, el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Salud en relación con la siguiente situación.

En febrero, en pleno período de vacaciones, la Subsecretaría de Salud anunció que el cuarto centro de sangre se instalaría en la ciudad de Puerto Montt. Esta información provocó inquietud en la comunidad de la Región de Los Ríos, dado que el Hospital de Valdivia vería frenada sus posibilidades de desarrollo y ampliación en diversas áreas.

Actualmente, Valdivia es centro de referencia para el tratamiento del cáncer y para trasplantes renales. La calidad de sus prestaciones es un sello que ubica a la medicina pública de Valdivia como referente en la zona sur del país y a la región en un lugar destacado a nivel nacional.

La afirmación del Servicio de Salud en cuanto a que Valdivia y la Región de Los Ríos no pierde ni gana con la ubicación del cuarto centro de sangre en Puerto Montt es irreal. Por ejemplo, si con el avance de la medicina en el futuro cercano el sector público decide crear un banco de tejidos o de cordón umbilical en el sur de Chile, ¿en qué ciudad se instalará? Obviamente, en aquella que tenga mayores ventajas y donde exista un centro de sangre. Es decir, nuestro hospital base irá perdiendo competitividad.

De hecho, el plan de desarrollo del Hospital de Puerto Montt incluye áreas que hoy son centro de referencia en Temuco, como cardiología, y en Valdivia, como oncología. Así se expresa claramente en la respuesta emitida por el Ministerio y por el Servicio de Salud Reloncaví a esta Cámara el año pasado.

Lamentablemente, esta decisión política afecta a la Región de Los Ríos y a buena parte del sur de Chile. En torno a la salud existen diversas actividades asociadas, como los laboratorios, las agrupaciones médicas y científicas, que realizan sus seminarios en Valdivia. Sin duda, este nuevo escenario también se modificará por la instalación de ese centro en Puerto Montt. Por lo tanto, afirmar que con esa medida no se gana ni se pierde es tener una visión cortoplacista, que afecta a los habitantes de nuestra región. 

Por lo anterior, y dada la trascendencia de una decisión que perjudica a mi región, pido que el ministro de Salud informe qué aspectos técnicos se consideraron para priorizar la instalación del centro de sangre en Puerto Montt y no en Valdivia o en otra ciudad. Asimismo, solicito que se informe si durante el año pasado el Servicio de Salud de Valdivia envió alguna propuesta para que se considerara la instalación del cuarto centro de sangre en la Región de Los Ríos. Además, pido adjuntar dicha propuesta y el informe técnico que avala la instalación de ese centro en Puerto Montt y no en Valdivia.

También pido que se informe en qué hospital –el de Valdivia o el de Puerto Montt- existe mayor cantidad de abastecimiento de unidades sanguíneas y de donación altruista. En el oficio de respuesta del Ministerio de Salud de agosto del año pasado, se informa que este aspecto fue considerado a favor de Puerto Montt, pero en declaraciones del Servicio de Salud de Valdivia se indica que esta última ciudad posee altos índice de donación, que la ubican en los primeros lugares nacionales.

Además, me interesa que se me informe sobre proyectos de creación de un centro de cáncer en Valdivia y que se indiquen los avances que implicará en relación con el funcionamiento actual, considerando que Valdivia es el centro de referencia oncológico de la zona sur austral. Igualmente, pido que se me aclare qué sucederá con el plan de Puerto Montt de desarrollo oncológico.

De igual forma, solicito que se me remita el proyecto de cuarto centro de sangre, el monto de inversión, diseño y ejecución, además del lugar específico en que será instalado en Puerto Montt, y que se analice la factibilidad de revertir la medida, efectuar los estudios técnicos y considerar a Valdivia para la instalación de dicho centro de sangre.

Finalmente, pido que se envíe copia de este oficio a las siguientes personas: a Dino Rosinelli, presidente de Fenpruss del Hospital Base de Valdivia; al alcalde y al Concejo de la Ilustre Municipalidad de Valdivia; al intendente y al Consejo Regional de la Región de Los Ríos; a la señora Verónica Moreno, directora del Diario Austral; al señor Luis Alberto Espinoza; al señor Roberto Paredes, de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Valdivia; al señor Jonás Díaz, vicepresidente del Codelo del consultorio Doctor Jorge Sabat; a la señora Patricia Galdames, al señor José Basaul, al señor Víctor Hugo Romero, a las señoras Evelyn Lara, Nora Triviño y María Bilbao, a la directiva del Colegio Médico de Valdivia y a otros interesados cuyos antecedentes dejaré a disposición de la Secretaría.

He dicho.
El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.59 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 13.53 horas.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

INVESTIGACIÓN Y SANCIÓN DE MALAS PRÁCTICAS
DE EMPRESA LAN. Oficios

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Marisol Turres.

La señora TURRES (doña Marisol).- Señor Presidente, el domingo 10 de marzo, al menos un centenar de pasajeros teníamos pasajes para viajar en el vuelo LAN 080, tramo Puerto Montt-Santiago. 

Sin embargo, cuando llegamos al aeropuerto se informó a algunos pasajeros que el avión había tenido problemas en Punta Arenas y que, por lo tanto, estaba retrasado. Las opciones que nos ofrecieron los funcionarios de LAN consistían en tomar ese mismo vuelo con retraso, que podría salir alrededor de las 22.30, o al día siguiente, lo que significaba muchos inconvenientes a quienes debíamos desplazarnos hacia Santiago. 

Podría comprenderse dicha situación si hubiésemos visto que la empresa LAN desplegaba todos los esfuerzos para embarcar a los pasajeros en vuelos previos a las 22.30 horas. Sin embargo, se nos informó que no había cupos, porque todos los pasajes estaban vendidos, incluso sobrevendidos, para los cuatro o cinco vuelos siguientes. 

Pero cuál sería mi sorpresa cuando, casi como broma y sin pensar que tenía alguna opción, entro a la página web de LAN y constató que sí había pasajes para la venta en los vuelos siguientes, aunque se nos había informado que no había disponibilidad, razón por la cual no se nos cambiaron nuestros tickets.

No entiendo cómo puede darse una contradicción de esa naturaleza ni que se haya preferido o tenido alguna consideración por los pasajeros -éramos más de cien- que no habíamos podido abordar el vuelo en el horario original por causas ajenas a nuestra voluntad. ¿Cómo es posible que prime el ánimo de vender esos cupos disponibles y no entregárselos a quienes habían comprado sus pasajes con anticipación y que, por lo tanto, tenían derecho a desplazarse en forma preferente en relación con quienes podían comprar pasajes a último minuto?

Como debía estar en la Cámara de Diputados, me vi en la obligación de comprar un nuevo pasaje, pero la gran mayoría de los pasajeros, especialmente de las zonas más alejadas, no tiene una situación económica que les permita hacerlo. 

Esa forma de actuar por parte de esa empresa me pareció una falta de respeto hacia los pasajeros, entre los que había personas de distintas edades, mamás con niños, adultos mayores, etcétera.

Por lo anterior, pido que se oficie al director del Sernac, con el objeto de solicitarle que investigue la situación y evalúe la posibilidad de que se aplique una sanción a LAN por esa falta de respeto y de consideración hacia los pasajeros, especialmente por afirmar que no había cupos en los vuelos siguientes, en circunstancias de sí había disponibilidad.

He dicho.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría. 

Sin embargo, le sugiero que también pida remitir copia a la Dirección General de Aeronáutica Civil y a la Junta de Aeronáutica Civil, porque podría ser de utilidad hacerles llegar la información que ha entregado a la Comisión.

Además, le recuerdo que se encuentra en tramitación, en la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo, un proyecto de ley que modifica el contrato de transporte aéreo de pasajeros, originado en una moción del diputado Marcelo Díaz, que va en la misma dirección de lo que usted ha planteado.

Se lo planteo para que se lo mencione a los diputados de su bancada, quienes no han sido muy proclives a apoyar esa iniciativa.

La señora TURRES (doña Marisol).- Señor Presidente, acepto su sugerencia de enviar copia del oficio a las instituciones mencionadas.

PREOCUPACIÓN POR INSEGURIDAD Y DELINCUENCIA EN SECTOR
ESTRELLA DE CHILE, COMUNA DE COQUIMBO. Oficios

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro del Interior y Seguridad Pública, al intendente y a la Coordinadora de Seguridad Pública de la Región de Coquimbo y al alcalde de esa ciudad, a fin de transmitirles la preocupación de la junta de vecinos del sector Estrella de Chile, con la que me reuní hace un tiempo. 

Sus dirigentes me plantearon varios temas que afectan a la comunidad de dicho sector, que tienen que ver con drogadicción, violencia y armas hechizas. 

Si bien Carabineros realiza constantes rondas por el sector, no existe contacto entre la junta de vecinos y Carabineros. El fenómeno de las pandillas y la proliferación de armas hechizas está afectando regularmente al lugar. De hecho, hace poco tiempo, hubo un muerto a causa de una riña. 

Los vecinos me han planteado algunos problemas cotidianos que requieren la atención de las autoridades. Por ejemplo, en calles Manuel Rodríguez con Bilbao, como consecuencia de un accidente automovilístico, fueron sacados de cuajo dos discos “Pare”, que todavía no han sido repuestos. Los vecinos piden su pronta reposición. 

Además, pido que se remita copia de mi intervención a la presidenta de la junta de vecinos Estrella de Chile, señora Ilse Olivares.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

NECESIDAD DE PLAN DE SEGURIDAD PÚBLICA Y DE OBRAS VIALES EN SECTOR SITAL, COMUNA DE COQUIMBO. Oficios

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, por otra parte, quiero dar a conocer la preocupación de la junta de vecinos del sector Sital y de su Comité de Mejoramiento respecto de la delincuencia, que afecta de manera muy severa a este sector de Coquimbo. Los vecinos han sostenido reuniones con la PDI y Carabineros, pero no se han visto resultados. 

Por lo tanto, más allá de los diálogos realizados con las autoridades en materia de seguridad pública, ellos necesitan que las autoridades implementen un programa o un plan de acción en todos los planos: en prevención, represión policial e intervención económico-social, para hacer frente al fenómeno de la delincuencia, que hoy los perjudica gravemente. 

También han dado a conocer la necesidad de contar con lomos de toro en las calles Doctor Ariel Díaz Rojas con Diego Muñoz y Carlos Rosas, puesto que en el sector se ubica un jardín infantil y están preocupados por la seguridad de los niños. Lamentablemente, los vecinos no tienen la posibilidad de financiar esas obras, pues se trata de un sector muy modesto.

Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro del Interior y Seguridad Pública; al intendente, a la coordinadora de Seguridad Pública, al director del Serviu, al seremi de Vivienda y Urbanismo y al alcalde, todos de la Región de Coquimbo, a fin de que informen respecto de esa situación y evalúen alternativas de solución.

Asimismo, pido que se envíe copia a los representantes de la junta de vecinos y del Comité de Mejoramiento del sector Sital.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

SOLUCIÓN A PROBLEMA MEDIOAMBIENTAL EN VILLA LAS VERTIENTES, PUNTA MIRA SUR, COQUIMBO. Oficios

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, en tercer lugar, quiero dar a conocer una inquietud que me han planteado las mujeres del Centro de Desarrollo para la Mujer “Estrella de Belén”, con quienes me reuní el 8 de marzo con ocasión de conmemorarse el Día Internacional de la Mujer, quienes me hicieron presente que en el sector Villa Las Vertientes, en Punta Mira Sur, Coquimbo, frecuentemente se advierten malos olores en ciertos momentos del día, cuyo origen se desconoce. Se presume que podrían ser originados por una empresa avícola o un vertedero municipal ubicado en el sector. A pesar de todas las denuncias formuladas, aún no han recibido respuesta de ningún tipo, lo que ha generado preocupación, puesto que ese problema medioambiental afecta su calidad de vida. 

Esas pobladoras simplemente piden que las autoridades les den respuestas concretas a la inquietud planteada en diversas ocasiones.

Por ello, solicito que se oficie al ministro de Salud, al seremi de Salud, en su calidad de autoridad sanitaria regional; al intendente de la Región de Coquimbo y al alcalde de la comuna de Coquimbo, para pedirles que se hagan cargo del problema descrito.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

SOLUCIÓN A PROBLEMAS VIALES, SANITARIOS, AMBIENTALES Y DE
SEGURIDAD EN SECTOR EL CANELO, COMUNA DE COQUIMBO. Oficios

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, finalmente, me interesa plantear una inquietud que ya había presentado en esta tribuna, que aún no tiene respuesta ni solución, que dice relación con un problema que afecta a los pobladores de la junta de vecinos El Canelo, del sector alto de Coquimbo. 

En diciembre del año pasado, ellos enviaron una carpeta a la municipalidad, en la que precisan las necesidades del jardín infantil del sector, pero hasta ahora no han tenido respuesta ni tampoco ante otras solicitudes planteadas.

El gobierno regional desarrolló una intervención a través del programa llamado “Seguridad Ciudadana, Niños y Niñas más Protegidos”, después de la amenaza de muerte contra el personal de ese jardín infantil, lo que significó la salida de muchas educadoras de párvulos. El equipo hizo una presentación al Concejo, que arrojó las siguientes conclusiones: la necesidad de pavimentación, de iluminación, de inversión en manejo y recolección de basuras; de un plan de salud ambiental frente al fenómeno de los perros vagos; de resolver el tema del terreno de la capilla Asunción, que se encuentra abandonado, y de buscar un nuevo destino al terreno, que hoy está entregado en comodato a la agrupación “Hogar por Siempre”, que atiende a niños discapacitados, pero que jamás ha sido utilizado. Además, es imposible que funcione en ese lugar, pues está ubicado en la parte alta de la comuna y existen muchas dificultades de acceso. Sin embargo, no ha habido respuesta de parte de alguna autoridad.

En consecuencia, solicito que se oficie a los ministros del Interior y Seguridad Pública, y de Vivienda y Urbanismo, al intendente de la Región de Coquimbo -a quien, además, hemos solicitado una audiencia para plantearle el problema-; al seremi de Vivienda y Urbanismo, al director del Serviu y al alcalde de Coquimbo, para que analicen posibles soluciones a los temas planteados.

Igualmente, pido que se envíe copia de esta intervención al presidente de la junta de vecinos El Canelo, señor Claudio Martínez. Hago presente a la Secretaría de la Comisión que copia del oficio anterior no le llegó, a pesar de haber sido despachada en enero.

He dicho.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE GESTIÓN AMBIENTAL DE FUNDICIÓN HERNÁN
VIDELA LIRA, LOCALIDAD DE PAIPOTE, COMUNA DE COPIAPÓ. Oficios

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, hace más de una década, en la Región de Atacama, en Paipote, se implementó un plan ambiental para disminuir la contaminación que durante muchos años generó la Fundición Hernán Videla Lira.

Dicha fundición tenía una forma de trabajo y de gestión bastante anticuada. En los años 90, el Estado de Chile invirtió una gran cantidad de recursos para modernizar sus instalaciones e, incluso, determinó una forma de gestión para impedir que la contaminación afectara a la población. Sin embargo, la gestión ambiental que está desarrollando la empresa no es adecuada ni eficiente; derechamente, es mala. He criticado la gestión ambiental de las empresas privadas, pero ahora quiero hacer lo mismo respecto de la gestión de esa empresa pública.

El 9 de marzo del mes en curso, se produjo una contaminación muy importante en Paipote y en Tierra Amarilla, desde las 5.00 hasta más allá de las 8.30 horas. Se generaron problemas en distintas partes de la comuna de Tierra Amarilla, principalmente en la población Luis Uribe, donde muchas personas me manifestaron su molestia. Esa mañana concurrí al lugar y me percaté de que había gran cantidad de contaminantes, a causa de una lluvia ácida. Tanto es así que varias personas debieron concurrir a la posta para ser atendidas por ataques de asma y otros problemas. Por eso, es relevante que quienes dirigen esa fundición entreguen las explicaciones del caso. 

Espero que el Ministerio de Salud instruya el correspondiente sumario sanitario, porque no es aceptable que a esta altura del proceso, en pleno siglo XXI, esa fundición siga contaminando. Ello simplemente obedece a una mala gestión, pues disponen de los equipos y de los profesionales necesarios para anticiparse a esos problemas. 

Lo anterior significa simplemente que quien está a cargo de la operación le está -por decirlo en términos populares- “echando a la cundidora”; es decir, está fundiendo más mineral que el que es prudente para no contaminar y evitar que se afecte a las personas, como la señora Margarita Rivera, quien sufrió un ataque de asma severo y debió ser examinada en un consultorio.

En razón de lo anterior, solicito que se oficie al ministro de Minería, a fin de pedirle que evalúe y me informe acerca de cómo están desarrollando su gestión los directivos de esa empresa, y al intendente de la Región de Atacama, a objeto de que informe qué está haciendo el Servicio de Salud y la seremi de Salud para fiscalizar a esa fundición. 

Asimismo, pido que se envíen copias del oficio a la ministra del Medio Ambiente y al alcalde, al concejo y a las juntas de vecinos de la comuna de Tierra Amarilla. 

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE PROCEDIMIENTOS, EDIFICIOS PATRIMONIALES Y ZONAS DE SEGURIDAD EN CASO DE TERREMOTO EN COMUNA DE TIERRA AMARILLA. Oficios

El señor ROBLES.- Señor Presidente, por otra parte, pido que se oficie a la Onemi, para solicitarle que informe a los habitantes de las comunas no costeras sobre un tema que también han planteado los vecinos de Tierra Amarilla, especialmente los de la población Luis Uribe, dado que no tienen zonas de seguridad ni información sobre cómo proceder en caso de un terremoto.

También me gustaría que el gobierno regional me informara sobre lo que ha hecho respecto de la evaluación de los edificios, particularmente de los patrimoniales. En la Región de Atacama existen edificios patrimoniales muy valiosos, como iglesias muy antiguas y otros monumentos nacionales, que fueron construidos principalmente con barro, como se hacía en el pasado. En ese sentido, como se espera que ocurra un terremoto en el norte del país, hay que estar conscientes de que esas construcciones pueden colapsar. 

Por lo tanto, es muy importante que la Onemi informe a la población respecto de las zonas de seguridad hacia las que deben dirigirse las personas en caso de emergencia y cómo deben actuar. Por cierto, también debiera haber un catastro claro para los habitantes sobre los edificios que pueden derrumbarse si se produce un terremoto de gran magnitud, para que la gente sepa cómo actuar ante tal situación. 

También me parece fundamental que el gobierno regional tenga un plan de contingencia para preservar esas construcciones, porque si hoy no se invierte en el cuidado del patrimonio arquitectónico de la región, este desaparecerá ante un gran movimiento telúrico. De manera que es importante planificar en el sentido indicado.

He dicho. 

El señor SABAG (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 

FISCALIZACIÓN DE EJECUCIÓN DE PROGRAMA DE DESARROLLO
INDÍGENA DE MEJORAMIENTO DE CAMINOS Y COMUNIDADES DEL
SECTOR SANTA MARÍA DE LLAIMA, COMUNA DE MELIPEUCO. Oficios

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín. 

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, en primer término, pido que se oficie al Ministerio de Obras Públicas, con copia dirigida a la dirección regional de Vialidad de la Región de La Araucanía y al Concejo de Melipeuco, para que se fiscalice la ejecución del Programa de Desarrollo Indígena de mejoramiento de caminos y comunidades del sector de Santa María de Llaima, comuna de Melipeuco, porque el trabajo que se ha hecho es pésimo. 

En enero, con el alcalde, señor Juan Carlos Espinoza, estuvimos fiscalizando los caminos y constatamos que se esparció arena volcánica, un material de muy mala calidad, y una capa muy delgada de ripio, obras que van a generar más problemas en lugar de una solución; es decir, va a ser peor el remedio que la enfermedad para los caminos del sector. 

Hoy, muchos de los caminos están intransitables y, además, se han producido errores en la ejecución de ciertas obras. Por ejemplo, la alcantarilla que se colocó en el ingreso de la comunidad Antonio Huilipán se encuentra absolutamente tapada, por lo que, a la primera lluvia importante, se generará un desastre en ese camino. Cuando se invierten importantes recursos, hay que fiscalizar que las obras sean bien ejecutadas. 

El material que se utilizó para los programas de desarrollo indígena del sector de Santa María de LLaima es pésimo. 

Por tal razón, pido que se fiscalice el trabajo y que se ordene a la empresa que mejore las obras en ejecución. 

El señor SABAG (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado Fidel Espinoza y de quien habla. 

PREOCUPACIÓN POR IMPACTO AMBIENTAL DE PROYECTO
HIDROELÉCTRICO TRUFUL TRUFUL, COMUNA DE MELIPEUCO. Oficios

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, en segundo término, pido que se oficie a la ministra del Medio Ambiente y a la Superintendencia del Medio Ambiente, porque la comunidad de Melipeuco está muy preocupada por el proyecto hidroeléctrico Truful Truful, que no tiene Estudio de Impacto Ambiental, sino una mera Declaración de Impacto Ambiental. 

Este proyecto está generando un impacto turístico muy importante en la comuna, porque el recurso hídrico es fundamental para el turismo. Ahí están los saltos Truful-Truful, colindante al Parque Nacional Conguillío, cerca de la Reserva Nacional China Muerta, un lugar precioso. Gran parte del capital turístico de Melipeuco lo constituyen, justamente, los saltos Truful-Truful y el río del mismo nombre. Además, hay un conjunto de proyectos de pesca e iniciativas turísticas, como las cabalgatas, que se han ido desarrollando. 

Ahora, seguramente, se va a secar parte del río, porque se están instalando tubos, y se afectará gravemente el paisaje y el ecosistema, lo que sería muy lamentable, porque en el lugar hay muchas aves propias del sector. 

Por lo tanto, es indispensable realizar un Estudio de Impacto Ambiental, que solicito formalmente a la señora ministra. También pido que se envíe copia del oficio al Servicio de Evaluación Ambiental, a fin de solicitarle que se realice dicho Estudio de Impacto Ambiental y no una mera Declaración de Impacto Ambiental. 

Además, solicito que copia de este oficio se envíe a la Cámara de Comercio y Turismo de Melipeuco y al Concejo de la comuna. 

El señor SABAG (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado Fidel Espinoza y de quien habla. 

INFORMACIÓN SOBRE DERECHOS DE AGUA SOLICITADOS POR JUNTA DE VECINOS N° 4, FLOR DEL VALLE, DE MELIPEUCO. Oficios

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, en tercer lugar, pido que se oficie a la Dirección General de Aguas para que nos informe sobre lo ocurrido con la solicitud de derechos de agua presentada por la junta de vecinos Nº 4, Flor del Valle, de la comuna de Melipeuco, en el Estero sin Nombre. Se trata de 3 litros por segundo en las coordenadas UTM Norte 5.697,550 y Este 280,950 del Datum de 1999. 

Se solicitó la regularización y no hubo oposición. Existe el certificado Nº 305, del 26 de mayo de 2000, de la Dirección Regional de Aguas de la Región de La Araucanía, en que se acredita que no hubo oposición a la solicitud de regularización de esta junta de vecinos. Sin embargo, hasta la fecha no se concreta la inscripción de esos derechos de agua, lo que les permitiría postular a un programa de Agua Potable Rural. 

Se trata de 40 familias beneficiadas por el Fondo Social del Presidente de la República, pero dicho proyecto hoy no está funcionando, por lo que quieren postular a un programa de Agua Potable Rural, para lo cual necesitan la inscripción de los derechos de 3 litros por segundo. 

Asimismo, solicito que se envíe copia del oficio al señor Joaquín Ulloa, presidente de la junta de vecinos N° 4, Flor del Valle, de Melipeuco. 

El señor SABAG (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado Fidel Espinoza y de este Presidente accidental. 

INFORMACIÓN SOBRE SOLICITUD DE PENSIÓN DE SEÑORA ANA REYES, VIUDA DE EXONERADO POLÍTICO

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, finalmente, pido que se oficie al Instituto de Previsión Social y al ministro del Interior y Seguridad Pública, para que me informen sobre la solicitud, vía IPS, de la señora Ana Reyes, de 75 años, viuda del señor Gustavo Herrera, RUT 4.598.445-1, exonerado político, quien falleció el 4 de junio de 2012. Me interesa que se aclare si la señora Ana Reyes puede optar a dicha pensión.

Solicito que se haga llegar copia de este oficio a la señora Ana Reyes y a su hija Ginette Herrera Reyes, con domicilio en la comuna de Lautaro. 

He dicho. 

El señor SABAG (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado Fidel Espinoza y de quien habla. 

INVESTIGACIÓN DE DEFICIENTE ATENCIÓN A PACIENTE EN
HOSPITAL DE FRESIA. Oficios.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza. 

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, en primer lugar, pido que se oficie al ministro de Salud, con el objeto de solicitarle que realice una exhaustiva investigación de la grave situación que afectó a la señora Carmen Ovando González, del sector de Polizones, comuna de Fresia, en el Hospital de Fresia, el 13 de noviembre de 2012, a las 20.30 horas, cuando llegó con evidentes síntomas de parto a dicho centro hospitalario. 

La señora Carmen fue atendida por una doctora, que señaló que la paciente tenía una infección, y que no tenía vinculación con el eventual parto, aunque ella sentía las contracciones que la aquejaban. Después fue enviada a la casa, con una receta médica. 

A medianoche, tuvo que volver al centro hospitalario producto de los fuertes dolores que sentía, pero pasada la 1 de la madrugada del 14 de noviembre, se dan cuenta de que se debía realizar un trabajo de parto, por cuanto la situación estaba un tanto crítica, y se llamó al Hospital Base de Puerto Montt, distante a 70 kilómetros de Fresia, para pedir una ambulancia. Cabe señalar que Fresia tiene ambulancias nuevas, por lo que no entiendo la burocracia de un sistema de servicio de salud que tiene que llamar al SAMU de Puerto Montt para solicitar ese transporte. La ambulancia se demoró una hora y media en llegar y recoger a la señora Carmen. En el camino de regreso a Puerto Montt, nació el bebé, que llegó sin signos vitales y que, probablemente, falleció en el camino.

Además, se ha perdido documentación importante de la causa, entre ellos el carné maternal y el trazado, que muestra los latidos de la guagua. 

También nos hemos enterado de que se ha tergiversado la información respecto de la primera consulta que realizó la paciente, a las 20.30 horas; es decir, habría graves alteraciones que hacen necesaria una exhaustiva investigación del caso. 

Por lo expuesto, solicito que el ministro de Salud instruya al organismo que corresponda para que realice una exhaustiva investigación de este hecho y se entreguen los antecedentes a la justicia, porque creemos que hay elementos que deben ser investigados más allá del sumario interno de la institución. 

Igualmente, solicito que se envíe copia de mi intervención al director del Hospital de Fresia, porque quiero dejar claramente establecido que tengo la mejor impresión de cada una de las personas que laboran en ese centro hospitalario; de gran parte de los médicos, de los paramédicos, de los técnicos, de los profesionales. Sin embargo, estamos ante un caso que no puedo callar. Este no es un ataque al Hospital de Fresia, porque, reitero, tengo la mejor impresión de sus funcionarios, por el sacrificio y esfuerzo que realizan día a día. 

No obstante, hago esta denuncia por la gravedad de la situación y porque no es justo que a una persona humilde le pase algo tan terrible. De hecho, con posterioridad a la muerte de su hijo, esa madre ha sufrido un grave daño sicológico y no ha tenido acompañamiento de ningún tipo de algún profesional del Estado que la ayude en este grave trance que está viviendo. 

Asimismo, pido que copia íntegra de mi intervención se haga llegar a la Asociación de Funcionarios del Hospital de Fresia, al alcalde, a los concejales y al presidente de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de la comuna de Fresia. 

El señor SABAG (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 

INVESTIGACIÓN POR DEFICIENCIAS E IRREGULARIDADES EN EJECUCIÓN DE PROGRAMA PRAIS. Oficios

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, en segundo lugar, pido que se oficie al ministro de Salud para solicitarle que realice una exhaustiva investigación de un programa que ejecuta el Ministerio de Salud, a través de sus diferentes servicios de salud en las provincias del país. Me refiero al programa Prais, que va dirigido a los exonerados políticos y a ex presos políticos. 

El sábado pasado, participé en una importante reunión con la Asociación de Ex Presos Políticos de Osorno, que preside el señor Mario González, quien ha investigado exhaustivamente lo que está pasando con el programa Prais: los graves problemas de financiamiento que ha tenido en los últimos años y la mala ejecución presupuestaria. Por ejemplo, el 2012, solo en Osorno, hubo más de 12 millones de pesos no ejecutados y no se entregaron prestaciones de distinto tipo a los ex presos políticos. Hay informes de la Contraloría que dan cuenta de las graves falencias y problemas que existen en la ejecución del programa Prais sólo en esa provincia que ha sido investigada. 

Me interesa que el ministro de Salud elabore un informe respecto de la situación que ocurre en el resto del país con este programa dirigido a las víctimas por violaciones a los derechos humanos. 

En relación con estos programas, en la provincia de Osorno se han suscrito convenios con la municipalidad de Osorno que no se han ajustado a derecho y también se compraron prestaciones médicas que no se han ejecutado y que no han sido recibidas por los beneficiarios. Además, se ha producido una serie de irregularidades vinculadas a malversación de recursos públicos, toda vez que se han destinado a otros fines ajenos a los del programa de rehabilitación de ex presos políticos. Reitero que hay dos informes de la Contraloría que dan cuenta de lo que estoy señalando.

Por lo tanto, es necesario que en cada provincia haya un cambio en la atención hacia los usuarios y beneficiarios víctimas de violaciones a los derechos humanos. Desde mi punto de vista, hay una mala gestión de los recursos públicos y, además, una manifiesta malversación de los mismos en muchos programas que no se están ejecutando.

Como si eso fuera poco, también quiero que el ministro de Salud sepa que están funcionando en una casa cuyos informes sobre siniestros la catalogan como una casa de extremo peligro, puesto que una simple sobrecarga eléctrica puede ocasionar un incendio. 

Entonces, pido, con urgencia, que esa casa sea reparada, para que no se vaya a provocar una tragedia que signifique, incluso, la pérdida de vidas humanas, toda vez que –repito- dicho establecimiento corre el grave peligro de un siniestro como consecuencia de la sobrecarga de su sistema eléctrico.

Finalmente, pido que se envíe copia de mi intervención a la Asociación de Ex Presos Políticos de Osorno, que dirige don Mario González, y al gobernador y al director de Salud de la provincia de Osorno.

He dicho.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE MEDIDAS ADOPTADAS EN REGIONES
CON MAYORES ÍNDICES DE POBREZA. Oficios

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro Secretario General de la Presidencia, Cristián Larroulet; al ministro de Desarrollo Social, Joaquín Lavín; al subsecretario de Desarrollo Regional y al intendente de la Región de Los Ríos, para plantearles un importante tema.

En junio de 2012, los medios de comunicación dieron a conocer una noticia que, como Región de Los Ríos, nos golpeo profundamente. De acuerdo con la encuesta Casen 2011, esta región se ubicó en el tercer lugar de pobreza a nivel nacional, alcanzando un 17,5 por ciento. No se trata de un simple número, sino de personas y familias de las provincias del Ranco y de Valdivia que están viviendo en condiciones inaceptables para este tiempo. 

Por un lado, Chile luce positivas cifras económicas; pero, por otro, hay localidades donde ni siquiera hay una huella de camino, como sucede en el sector El Encanto, de la comuna de Futrono –como me lo señalaron dirigentes del sector-, o donde no hay cementerio, como en el caso de Coñaripe, comuna de Panguipulli, o donde los proyectos de electrificación y de agua potable están lejos de concretarse. Estas son realidades que golpean a nuestra gente, que requieren solución a la brevedad. 

Es necesario que las regiones con altos índices de pobreza tengan un tratamiento especial en la asignación de recursos. Además, esos territorios debieran tener prioridad en las políticas públicas, tendientes a revertir la pobreza, porque no todo Chile es igual; hay zonas más privilegiadas y otras, como he dicho, en las que ni siquiera hay acceso oportuno a la salud y a la educación, como sucede en el mundo rural de nuestra zona.

Por lo anterior, entre otras peticiones, el año pasado, solicité al subsecretario de Desarrollo Regional que considerara nuestra realidad al momento de la asignación del Fondo Nacional de Desarrollo Regional. En su respuesta, oficio N° 3.949, manifestó que, de acuerdo a la normativa, esto se consideraría recién para el presupuesto de 2014. Esperamos que eso se cumpla.

Debido a la relevancia de este tema y a la necesidad de revertir los indicadores de pobreza en mi región, solicito que se me informe sobre lo siguiente:

En primer lugar, sobre las medidas que se están adoptando en las regiones con mayor índice de pobreza nacional, especialmente en la Región de Los Ríos, y sobre las coordinaciones que se han realizado entre los diversos ministerios y las acciones desarrolladas para favorecer a las regiones con mayor índice de pobreza.

También me interesa que el Ministerio de Desarrollo Social me informe respecto de los indicadores de pobreza de la Región de Los Ríos en particular, y de cada una de sus doce comunas, sobre salud, educación, vivienda, entre otros indicadores. 

Además, pido que se me informe si se han dispuesto políticas especiales para abordar estos territorios y lograr que en las próximas encuestas los índices sean más favorables para toda la región.

Igualmente, solicito información acerca de la factibilidad de desarrollar políticas especiales de superación de la pobreza y desigualdad territorial en las zonas donde se concentra mayoritariamente la pobreza. Es necesario que, como Estado, aseguremos a todos las mismas oportunidades de desarrollo y calidad de vida.

Asimismo, pido que la Subdere me entregue antecedentes del aumento de presupuesto para la región para el 2014, de acuerdo con lo informado en el oficio N° 3.949, ya mencionado.

Finalmente, pido que se remita copia de esta intervención a todos los alcaldes de las comunas de la Región de Los Ríos, al intendente y demás autoridades cuyos nombres dejaré a disposición de la Secretaría de la Comisión.

He dicho.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE LICITACIÓN DE PREFACTIBILIDAD DE
CONSTRUCCIÓN DE HOSPITAL EN COMUNA DE CABRERO. Oficio

El señor DE URRESTI (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en primer lugar, pido que se oficie al ministro de Salud, a fin de solicitarle información acerca de la licitación de la prefactibilidad de la construcción del hospital en la comuna de Cabrero, con la debida fotocopia del inserto en el periódico de circulación en el cual se haya publicado este llamado a licitación.

El señor DE URRESTI (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quien habla.

REBAJA EN COBRO DE PEAJE EN SECTOR DE QUEIME,
COMUNA DE QUILLÓN. Oficio

El señor SABAG.- Señor Presidente, en segundo término, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, con el propósito de solicitarle una rebaja en el peaje que se cobra en el sector de Queime, comuna de Quillón.

El 1 de enero del presente año, se cerró el peaje de Chaimávida y, simultáneamente, a la misma hora, se abrió un nuevo peaje en el límite de la comuna de Florida con la comuna de Quillón, en el sector de Queime, en que, por los vehículos menores, se cobra el mismo monto que se cobraba en el peaje de Chaimávida, que asciende a 1.100 pesos. 

Esa cifra es considerada excesiva para el estándar de la carretera que une Queime con la Ruta 5, específicamente por el deteriorado estado en que se encuentra el tramo entre el puente El Roble y la Ruta 5. 

Solicito que se revalúe el monto del peaje, a objeto de que llegue a un valor más razonable, puesto que el monto actual afecta la economía de la comuna de Quillón.

El señor DE URRESTI (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quien habla.

ANTECEDENTES DE CONSTRUCCIÓN DE PASARELA EN SECTOR
SANTA TERESA, COMUNA DE SAN CARLOS. Oficio

El señor SABAG.- Señor Presidente, finalmente, pido que se oficie al ministro de Obras Pú
blicas, a objeto de consultarle por la pasarela del sector Santa Teresa, comuna de San Carlos, lugar en el que, al inicio del año escolar 2010, falleció una joven estudiante que intentó cruzar la carretera. Desde esa fecha estamos luchando por la construcción de una pasarela. 

El año pasado, el Ministerio de Obras Públicas nos informó que esa obra se estaba programando, por lo cual me interesa conocer el estado en que se encuentra el desarrollo de este proyecto, que es muy anhelado y esperado por el sector Santa Teresa, de la comuna de San Carlos.

He dicho.

El señor DE URRESTI (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con mi adhesión.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.28 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con el que inicia un proyecto de ley que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables. (boletín N° 8830-31)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto otorgar un bono extraordinario de $ 40.000 por familia de menores ingresos y un incremento de $ 7.500 por cada menor de 18 años de edad y por cada persona inválida que sea parte del grupo familiar. También este bono solidario de $ 40.000 lo recibirán las familias de clase media vulnerable. 

I. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA

1. El contexto económico en el que se encuentra el país. 

La solidez con la que hemos avanzado en los últimos años, gracias al aporte y esfuerzo de todos los chilenos, nos ha permitido un desarrollo económico por sobre lo esperado, recuperando el liderazgo y dinamismo de nuestra economía, aún en épocas de crisis económica a nivel mundial.

Esta solidez económica ha permitido prácticamente duplicar nuestra tasa de crecimiento, bajar las tasas de desempleo a niveles históricos, a través de la creación de más de 810 mil nuevos empleos desde marzo de 2010, mejorar los salarios, reducir la extrema pobreza y las desigualdades, todos factores que inciden, sin lugar a dudas, en el bienestar social de todos los chilenos.

Nada de esto es producto de la casualidad, sino que es el merecido fruto del trabajo y del aporte al que han contribuido todos los hombres y mujeres de nuestra patria. También es fruto de un Gobierno responsable y comprometido, que ha trabajado sin descanso, aplicando políticas públicas serias y eficaces, de forma tal de poder mejorar la calidad de vida de todas las familias chilenas, pero muy especialmente de las familias de menores ingresos y de clase media vulnerable de nuestro país.

Las cifras económicas se traducen en mayores niveles de empleo y de sueldos para las familias vulnerables. Adicionalmente a esto, este proyecto busca compartir aún más los resultados del crecimiento económico con las familias de menores ingresos y con aquellas que forman parte de la clase media más vulnerable. Esto se efectúa mediante la entrega de un bono de $ 40.000 por familia, más un incremento de $ 7.500 por niño, niña, adolescente o persona con invalidez que integre la familia, para el caso de las familias con ingresos mensuales que no exceda a $ 495.047. 

De esta manera el Gobierno quiere hacer partícipes a las familias de Chile del desarrollo y contribuir, de esta forma, con una mejor distribución de los beneficios del crecimiento. 

Chile se encuentra en condiciones de entregar este bono y sus familias de menores ingresos y de la clase media más vulnerable se lo merecen.

2. El incremento de los gastos en el mes de marzo.

Bien es sabido que durante el mes de marzo de cada año las familias se ven enfrentadas a un incremento de los gastos producto del costo de las vacaciones, el inicio del año escolar, los pagos de matrícula, útiles escolares, permisos de circulación, contribuciones, cuotas de créditos asumidas en la última Navidad, entre otros, que transforman a éste en un mes difícil dentro del año.

Debido a las especiales características del mes de marzo, he estimado oportuno elegir este momento del año para compartir con las familias los buenos resultados económicos y contribuir a enfrentar los mayores gastos en que deben incurrir las familias de menores ingresos y las de la clase media vulnerable de nuestro país, de manera que puedan afrontar con mayor entereza los gastos que el comienzo de cada año les demanda. Se trata de una ayuda justa, necesaria y oportuna, que llegará directamente a los bolsillos de las chilenas y chilenos que más lo requieren.

3. Ayuda a la clase media vulnerable.

Uno de los mayores compromisos asumidos por el Gobierno ha sido con las familias más vulnerables y necesitadas del país, a las cuales ha llegado en directa ayuda con programas como el Ingreso Ético Familiar, que han permitido a través de una alianza entre el Estado y la familia, disminuir el problema en que se encuentran las familias en extrema pobreza. 

Adicionalmente, se han destinado esfuerzos para acompañar a las familias de la clase media vulnerable de nuestro país, familias de esfuerzo que día a día se ven enfrentadas al desafío de sacar adelante a los suyos, muchas veces con escasa ayuda del Estado.

En esta oportunidad, hemos querido ampliar el universo de beneficiarios de estos bonos, incorporando a aproximadamente 300.000 familias de clase media vulnerable.

Se trata de aportar al esfuerzo de familias que, proviniendo de situaciones difíciles, han logrado superar su situación de pobreza, pero que también requieren de ayuda. Específicamente, se trata de familias que tienen Ficha de Protección Social, que están inscritas en la asignación familiar, aunque ya no reciben pago porque su remuneración supera los $ 495.047 pero no excede mensualmente de 60 UF. En este caso, el bono será de $ 40.000 para cada una de esas 300.000 familias adicionales.

Con esta incorporación de nuevas familias de clase media vulnerable, queremos dar una potente señal al ir en directa ayuda de ellas, no sólo a través de la generación de empleo, de mejores condiciones para la capacitación y otras políticas, sino con un apoyo monetario que, sin lugar a dudas, va a contribuir a que ellas puedan enfrentar de mucho mejor manera los gastos propios del inicio de año.

Estos bonos, sumados, beneficiarán a más de 2.000.000 de familias, alcanzando a más de 7.000.000 de chilenos, lo que representa más del 42% de nuestra población, y tendrán para el Estado chileno un costo cercano a los 200 millones de dólares, que afortunadamente hoy día podemos financiar con responsabilidad.

Esta iniciativa significará, sin duda, una ayuda, un alivio y una mejor calidad de vida para las familias de menores ingresos y de clase media vulnerable de nuestro país. Y también, junto al crecimiento económico, la creación de empleos, la creación de emprendedores, el mejoramiento de los salarios, el Ingreso Ético Familiar, nos van a permitir seguir construyendo no solamente un país más libre y más próspero, sino que también un país más justo y más humano, que avance con todos, que no deje a nadie atrás y que permita a todas las familias chilenas lo que siempre han querido, una vida más plena, una vida más feliz junto a sus seres queridos.

II. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto de ley entrega un bono extraordinario de cargo fiscal, no imponible ni tributable, a quienes al 31 de diciembre de 2012, perciban el subsidio familiar, la asignación familiar o la asignación maternal. También este bono se otorgará a quienes sean beneficiarios de tales asignaciones al 31 de diciembre de 2012 y que a esa data tengan ingresos superiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987 e iguales o inferiores a 60 UF y siempre que tengan causantes acreditados a esa fecha. 

El Bono será de $ 40.000.- por beneficiario y, para familias cuyos ingresos mensuales no superen los $ 495.047, se incrementará en un monto adicional de $ 7.500 por cada causante menor de 18 años de edad o inválido según lo establecido en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 18.020 o en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 

Igualmente, tendrán derecho a este bono las familias y personas que perciben las transferencias monetarias asociadas al Ingreso Ético Familiar y aquellas que sin recibirlas sean usuarias del Subsistema Seguridades y Oportunidades, por haber ingresado a éste de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3°, o en la forma establecida en el artículo Tercero Transitorio, ambos de la ley N° 20.595.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a quienes al 31 de diciembre de 2012 sean beneficiarios del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020; o beneficiarios de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, siempre que perciban las referidas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987. También tendrán derecho al Bono, quienes al 31 de diciembre de 2012, sean beneficiarios de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social que a dicha fecha tengan ingresos superiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987 y que el promedio mensual de su remuneración bruta del año 2012 sea igual o inferior a 60 Unidades de Fomento, según el valor promedio de dicha Unidad durante el año 2012, siempre que cuenten con Ficha de Protección Social al 31 de diciembre de 2012, regulada en el decreto supremo N° 291, de 2007, del Ministerio de Desarrollo Social y tengan causantes acreditados a esa fecha.

El Bono será de $ 40.000.- por beneficiario y se incrementará en un monto adicional de 
$ 7.500.- por cada causante que al 31 de diciembre de 2012 sea menor de 18 años de edad o haya cumplido esa edad en dicho año o sea inválido, cualquiera sea su edad según lo establecido en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 18.020 o en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El incremento no será aplicable a los beneficiarios del Bono cuyos ingresos mensuales sean superiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987. 

Cada beneficiario y cada causante de los señalados en el inciso anterior, sólo dará derecho a un Bono y a un incremento, respectivamente.

Igualmente, tendrán derecho al Bono referido en la presente ley las familias que, al 28 de febrero de 2013, se encuentren percibiendo la Transferencia Monetaria Base y/o la Transferencia Monetaria Condicionada a que se refieren el Párrafo Quinto y Sexto del Título I de la ley N° 20.595; y las familias que, a esa fecha, sin percibir las referidas transferencias, sean usuarias del Subsistema Seguridades y Oportunidades, por haber ingresado a éste de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3°, o en la forma establecida en el artículo Tercero Transitorio, ambos de la ley N° 20.595; siempre que a quien le corresponda recibir el pago de las referidas transferencias, según lo establecido en el artículo 34 del decreto supremo N° 30 de 2012, del Ministerio de Desarrollo Social no sea beneficiario del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020; o de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El Bono será de $ 40.000.- por familia según grupo familiar consignado en la Ficha de Protección Social al 28 de febrero de 2013 y se incrementará en un monto adicional de $ 7.500.- por cada menor de 18 años de edad que integre el grupo familiar respectivo, que no sea causante del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020; o de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

El bono de la presente ley no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable, no estará afecto a descuento alguno y no será considerado subsidio periódico para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la ley 
N° 20.595. Será de cargo fiscal y administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, al que le corresponderá especialmente concederlo y resolver los reclamos a que haya lugar con ocasión de su implementación, los que podrán ser notificados a los reclamantes a través del Instituto de Previsión Social. Será pagado por el Instituto de Previsión Social en una sola cuota, a partir del mes en que se publique esta ley y a la persona que establece el artículo 34 del decreto supremo N° 30 de 2012, del Ministerio de Desarrollo Social, en caso que perciban el Bono en razón de ser beneficiarios de las transferencias a que se refiere el Párrafo Quinto y Sexto del Título I de la ley N° 20.595; o al beneficiario del subsidio familiar, asignación familiar o asignación maternal en el caso de quienes tengan acceso al Bono por ser beneficiarios de esas asignaciones. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos con una o más entidades públicas o privadas que cuenten con una red de sucursales que garantice la cobertura nacional del pago.

El plazo para reclamar por el no otorgamiento del bono a que se refiere este artículo, será de un año contado desde la publicación de la presente ley.

En tanto, el plazo para el cobro del bono a que se refiere este artículo será de seis meses contado desde la emisión del pago.

A todo aquél que percibiere indebidamente el bono extraordinario a que se refiere este artículo, ocultando datos o proporcionando antecedentes falsos, se le aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudiere corresponderle, de acuerdo a la legislación común, sin perjuicio de la devolución de lo indebidamente percibido. El infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución. 

Para efectos de la concesión del Bono establecido en esta ley, corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social proporcionar al Ministerio de Desarrollo Social, en el plazo de 30 días contado desde la publicación de esta ley, la nómina de los beneficiarios y sus causantes, al 31 de diciembre de 2012, del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020, de la asignación familiar del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y de la asignación maternal a que se refiere el artículo 4° del citado decreto con fuerza de ley. Con todo, la referida nómina podrá ser rectificada y/o complementada por la Superintendencia de Seguridad Social, cuando corresponda, con posterioridad al vencimiento del plazo a que se refiere este artículo.

Artículo 2º.- El gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, durante el año 2013, se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social y se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; JOAQUÍN LAVÍN INFANTE, Ministro de Desarrollo Social; EVELYN MATTHEI FORNET, Ministra del Trabajo “.
y Previsión Social

Informe Financiero
Proyecto de ley que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos

y de clase media vulnerable

Mensaje N° 002-361
I. Antecedentes:

El proyecto de ley entrega un bono extraordinario de cargo fiscal, no imponible ni tributable, a quienes al 31 de diciembre de 2012, perciban el subsidio familiar, la asignación familiar o la asignación maternal. También este bono se otorgará a quienes sean beneficiarios de tales asignaciones al 31 de diciembre de 2012 y que a esta data tengan ingresos superiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987 e iguales o inferiores a 60 UF y siempre que tengan causantes acreditados a esa fecha. De este modo se beneficiará a las familias de clase media vulnerables que no reciben pago de asignación familiar porque sus ingresos exceden el límite de $ 495.047, pero su remuneración no es superior a 60 UF, siempre que al 31 de diciembre de 2012 cuenten con ficha de protección social.

El bono será de $ 40.000 por beneficiario y, para familias cuyos ingresos mensuales no superen los $ 495.047, se incrementará en un monto adicional de $ 7.500 por cada causante menor de 18 años de edad o inválido según lo establecido en inciso primero del artículo 2° de la ley N° 18.020 o en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Igualmente, tendrán derecho a este bono las familias y personas que perciben las transferencias monetarias asociadas al Ingreso Ético Familiar y aquellas que sin recibirlas sean usuarias del Subsistema Seguridad y Oportunidades, por haber ingresado a éste de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3°, o en la forma establecida en el artículo Tercero Transitorio, ambos de la ley N° 20.595.

II. Efecto del proyecto sobre el Presupuestos Fiscal.

El proyecto de ley presenta un costo fiscal de $ 99.092 millones para el pago del beneficio a más de 2.000.000 familias y más de 2.400.000 menores de edad e inválidos. Adicionalmente, se incurrirá en $ 2.885 millones como costos de implementación asociados al pago del mencionado bono. Por lo tanto, el proyecto de ley presenta un costo total de $ 101.978 millones. Por lo tanto, el proyecto de ley presenta un costo total de $ 101.978 millones.

El gasto fiscal que represente la aplicación de este proyecto de ley durante el año 2013, se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social y se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Director de Presupuestos”.

2. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores. (boletín N° 8828-14)

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley mediante el cual se modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores.

Esta materia constituye uno de los aspectos más importantes del urbanismo, desde el origen de las ciudades, al incidir en la forma en que se determinan, y se trazan, los espacios públicos en este ámbito.

En concreto, trata sobre las porciones de terrenos, de dominio privado, que por decisión de la autoridad se declaran “de utilidad pública”, es decir pasan a quedar destinados a calles, avenidas, plazas o parques por motivos de bien común.

I. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA


Las declaratorias de utilidad pública contenidas en los planes reguladores han sido materia de estudio, y también de discusión, desde tiempos anteriores a la República cuando, mediante las “leyes de indias”, se determinaron los primeros trazados de calles en las nacientes ciudades chilenas.


En la etapa de la naciente República, el Director Supremo don Bernardo O’Higgins decretó medidas de saneamiento y reformas para las ciudades, ordenando las líneas de edificación “para la buena conformación de las calles y los trazados de alcantarillado.”

Utilizando como base jurídica lo dispuesto por el decreto del Director Supremo, de 22 de septiembre de 1820, acerca de las contribuciones de los propietarios y vecinos directamente beneficiados, a propósito del proyecto del paseo público del Campo de la Libertad Civil, en la Cañada, así como la determinación del Senado Consulto, de 24 de noviembre del mismo año, sobre anchos de calles y caminos, se dictan una serie de normas, como el artículo 33 de la Ley de Caminos, de 17 de diciembre de 1842, que viene a fortalecer el control del Estado sobre los trazados de la vialidad, “especialmente aquellos que van siendo solicitados por el crecimiento de los arrabales”, al que luego sigue el decreto de 4 de enero de 1844, que define “las reglas para la oportuna delineación y nominación de las nuevas calles, barrios o poblaciones” en los llamados “ensanches” de las ciudades o villas, especialmente concebido para responder a los “afanes del Intendente José Miguel de la Barra”. 


Dada la naturaleza de los trazados urbanos, en cuanto reglan y afectan a las propiedades particulares, los aspectos controversiales de su definición concreta han estado siempre presentes, como muestra la aplicación de la ley sobre atribuciones de las municipalidades de 1854, cuya aplicación en esta materia dio origen a conocidos litigios como el del “camino del fierro”, a propósito de los trazados para las líneas de ferrocarril.


En la época moderna, desde inicios del siglo XX con la ley N° 2203, sobre las disposiciones a que deberá sujetarse la construcción de edificios, apertura, ensanche, unión, prolongación o rectificación de calles de la ciudad de Santiago, y especialmente a contar del decreto con fuerza de ley N° 345, de 1931, los trazados viales y de espacios públicos en general quedaron bajo tuición del gobierno en las áreas rurales, a través de la ley de caminos, y de las municipalidades en las áreas urbanas, a través de sus “planos de urbanización”, ordenamiento de competencias públicas que se mantiene hasta hoy.

II. EVOLUCIÓN HISTÓRICA

En el último siglo la evolución de la normativa aplicable en la materia en Chile, es la siguiente:

1. Decreto con fuerza de ley N° 345, de 1931, Ley General de Construcciones y Urbanización:

Este cuerpo legal, publicado en el diario oficial el 30 de mayo de 1931 durante la primera administración del Presidente Carlos Ibáñez, conocido como la “ley original”, es la precursora de la actual Ley General de Urbanismo y Construcciones. Estableció, a nivel nacional, los principios rectores de los trazados de las calles y espacios públicos, junto con declarar “de utilidad pública” las porciones de terrenos privados que quedaban dentro del trazado de dichas calles y espacios públicos, y fijar el procedimiento para la incorporación de tales terrenos al dominio nacional.

En su artículo 37 se establecía que todas las Municipalidades en cuyas comunas existan ciudades o poblaciones de más de ocho mil habitantes, debían tener un plano oficial de urbanización de cada una de dichas ciudades o poblaciones, aprobado por el Presidente de la República.

En este plano se establecía el trazado de la ciudad o población, con indicación de las calles, avenidas, plazas, parques y demás espacios públicos, cuyo ensanche, apertura o construcción se consideren necesarios.

A su vez, en el artículo 39 se estableció la declaratoria de utilidad pública a las propiedades particulares que, en conformidad con el respectivo plano oficial de urbanización, quedaren comprendidas dentro de los trazados obligatorios de las nuevas vías y espacios públicos que figuren en dicho plano, como también aquellas que, según el mismo plano y la Ordenanza General de la ley, fueren necesarias para el ensanche, la prolongación o la transformación de las vías y espacios públicos existentes.

Esta norma era complementada por los artículos siguientes, en orden a establecer que en los terrenos a que se refiere el citado artículo 39, no podían efectuarse nuevas construcciones, y que todo nuevo permiso de construcción o reconstrucción de un edificio, o de ejecución de un cierro con frente a la vía pública, sería otorgado conforme a la línea de edificación que determinen el plano oficial de la ciudad o población y la Ordenanza General de la presente ley.

A continuación, se establecían los procedimientos para ceder tales terrenos afectos a utilidad pública al dominio nacional, según se tratara de una iniciativa de la autoridad, o del terreno que quedaba al exterior de una nueva construcción levantada en la nueva línea de edificación.

Para el primer caso establecía una “expropiación extraordinaria” con los requisitos clásicos de tasación del bien a expropiar y el correspondiente pago al propietario. En el segundo caso, establecía una cesión o “expropiación ordinaria”, en la que el eventual monto a pagar correspondía a la diferencia entre la tasación fiscal y el “mayor valor” que adquirió el resto del terreno por el mejoramiento urbanístico producido por el nuevo espacio público.

La ley no contemplaba plazos de caducidad para las declaratorias de utilidad pública.

2. Decreto con fuerza de ley N° 224, de 1953, Ley General de Construcciones y Urbanización:

En este texto legal, publicado en el Diario Oficial el 22 de junio de 1953 durante el segundo mandato del Presidente Carlos Ibáñez, se mantuvo el mismo sistema original para fijar los trazados de las calles y espacios públicos, aunque incorporando la denominación de “Plano Regulador” en vez de Plano Oficial de Urbanización. Igualmente establecía que las porciones de terrenos privados que quedaban dentro del trazado de dichas calles y espacios públicos quedaban declaradas “de utilidad pública”, con la prohibición de efectuar en estas porciones nuevas construcciones.

También mantuvo el procedimiento para la incorporación de tales terrenos afectos a utilidad pública al dominio nacional, mediante expropiación extraordinaria, cuando era de iniciativa Municipal, o mediante “expropiación ordinaria”, cuando se originaba por una nueva construcción que adoptaba la nueva línea de edificación.

En este último caso estableció una redacción más clara que la anterior sobre la forma de calcular el eventual precio de la expropiación, en su artículo 55. La norma, disponía que siempre que una propiedad adquiriera mayor valor a consecuencia de una expropiación parcial de ella, se deduciría del precio de expropiación el mayor valor que adquiera la parte no expropiada, con motivo del destino que se dé a la parte expropiada. 

Si este mayor valor fuera superior al monto que se fijaba para la expropiación se consideraba en este caso, compensado el precio de la expropiación con el referido mayor valor. 

La Ordenanza determinaba las normas para calcular los mayores valores y deducciones a que se refería la citada norma legal.

A contar del 13 de abril de 1976, con la publicación de la segunda modificación importante de la ley original, mediante el decreto con fuerza de ley N° 458, vigente hasta hoy como “Ley General de Urbanismo y Construcciones”, la materia se encuentra tratada en una sola disposición de la ley, el artículo 59.

3. Decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones:

En esta ley, junto con refundir en una sola disposición las materias sobre afectaciones de utilidad pública se eliminó el requisito para transferir los terrenos afectos a utilidad pública que debían cederse al espacio público mediante el procedimiento de expropiación, suprimiendo el concepto de evaluar el valor del terreno a traspasar considerando al mismo tiempo el mayor valor que adquiría la parte del terreno que no estaba afecta.

El artículo 59, declaraba de utilidad pública todos los terrenos consultados en el Plan Regulador Comunal, destinados a calles, plazas, parques u otros espacios de tránsito público, incluso sus ensanches, y aquellos destinados para el equipamiento comunitario, tales como escuelas, hospitales, jardines infantiles, retenes de Carabineros y oficinas o instalaciones fiscales y municipales.

En los terrenos afectos a la declaración de utilidad pública, y mientras se procede a su expropiación o adquisición, no podrá aumentar el volumen de las construcciones existentes a la fecha de aprobación del Plan Regulador.

A partir de entonces las porciones de terreno afectas a utilidad pública, que quedaban fuera de la línea oficial que señalaba el respectivo Plan Regulador, pasaban automáticamente a ser espacio público, esto es un bien nacional de uso público, con la recepción de la edificación que se levantó en el terreno.

El procedimiento fue recogido en el decreto supremo que reglamentó el señalado cuerpo legal, la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, publicada en el diario oficial el 19 de mayo de 1992.

4. Decreto supremo N° 47, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1992

Este cuerpo reglamentario, en su artículo 2.2.1., dispuso que todo crecimiento urbano, tanto por extensión como por densificación requerirá previamente de la dotación o incremento de la respectiva urbanización, en relación a la densidad que establezca el instrumento de planificación territorial respectivo. 

Al efecto, el artículo 2.2.2., del mismo Reglamento, estableció que para satisfacer las necesidades de áreas verdes, equipamiento y circulación que se generen por el crecimiento urbano, sea por extensión y/o por densificación, se cederán gratuitamente las superficies de terreno que resultan de la aplicación de los porcentajes indicados en las tablas correspondientes. 

Precisamente, la referida a “circulaciones”, es decir para espacio público, se establecía como una cesión gratuita obligatoria de hasta el 30% del terreno propio.

La obligación de ceder la señalada porción de terreno afecta a utilidad pública cuando se ejecutaba una nueva construcción se mantuvo sin variaciones.

5. Decreto supremo N° 75, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 2001

En este decreto, publicado en el diario oficial el 25 de junio de 2001, se estableció, en su artículo 2.2.1., que se entiende por urbanización la ejecución o ampliación de las obras de infraestructura y ornato señaladas en el artículo 134 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que se ejecutan en el espacio público existente, al interior de un predio en las vías contempladas en un proyecto de loteo, o en el área del predio que estuviere afecta a utilidad pública por el Instrumento de Planificación Territorial respectivo.

La urbanización comprende dos tipos de gestión:

a. La ejecución de obras de urbanización al interior de un predio por parte de su propietario.

b.
La ejecución de obras de urbanización en el espacio público, por parte de los municipios u otros organismos públicos.

Los casos en que corresponde la obligación de ejecución de obras de urbanización al interior de un predio por parte de su propietario, a su vez, son los que establece el artículo 2.2.4., del mismo Reglamento.

Luego en el artículo 2.2.4., de la misma normativa reglamentaria, se dispuso que cuando se trate de proyectos acogidos a la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, cuyo predio esté afecto a utilidad pública por el Instrumento de Planificación Territorial, el propietario estará obligado a urbanizar y ceder, únicamente, la superficie del predio afecta a utilidad pública indicada en el citado instrumento, con un máximo del 30% de la superficie de éste.

Disponiendo luego en el mismo artículo que la obligación de urbanización también aplica cuando se trate de la división de un predio que está afecto a utilidad pública por el Instrumento de Planificación Territorial, especificando que en tal caso, con anterioridad a que el Director de Obras Municipales autorice la enajenación de los sitios resultantes, el propietario deberá urbanizar y ceder, únicamente, la superficie del predio afecta a utilidad pública indicada en el citado instrumento, con un máximo del 30% de la superficie de éste.”
III. NORMATIVA ACTUALMENTE VIGENTE

El artículo 59 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones fue reemplazado recientemente, en el año 2004, con el objetivo de resolver principalmente los casos de terrenos que por muchos años se encontraban afectos a declaratoria de utilidad pública por un plan regulador, situación que se estimaba injusta además de perjudicial para los propietarios de estos inmuebles, que no podían aumentar el volumen de construcciones existentes ni recibir una indemnización a cambio del gravamen.

Con tal propósito se establecieron plazos de caducidad para las declaratorias, antes inexistentes, en función de la distinta importancia de las vías involucradas.

1. Ley N° 19.939, modificatoria de la Ley General de Urbanismo y Construcciones

Esta ley, publicada en el Diario Oficial de 12 de febrero de 2004, vigente hasta hoy, modificó sustancialmente los conceptos de las declaratorias de utilidad pública, reemplazando íntegramente el artículo 59 de la ley, disponiendo:

a. Las declaratorias de utilidad pública de los planes reguladores no serán indefinidas en el tiempo sino que tendrán un plazo de vigencia.

b. Una vez cumplido dicho plazo el Alcalde respectivo debe fijar las nuevas normas urbanísticas aplicables a las porciones de terreno que antes estaban declaradas de utilidad pública. Lo anterior en un plazo máximo de 6 meses, asignando al terreno las mismas normas de los terrenos aledaños.

c. Los plazos de caducidad serán de diez años para las vías expresas y de cinco años para el resto de las vías y los parques. (Lo anterior aplicable solo a nuevos planos reguladores no a los existentes, por efecto del artículo transitorio)

d. Los plazos de vigencia podrán prorrogarse por una sola vez, solo en caso de las vías troncales y colectoras y de los parques de nivel intercomunal (No se incluyeron las vías expresas, ni las vías de servicio, ni las vías locales. Tampoco los parques comunales). Dicha prórroga deberá tramitarse mediante el procedimiento aplicable a las modificaciones de los planes reguladores.

e. Una vez caducada una declaratoria el mismo terreno no podrá ser nuevamente declarado afecto a utilidad pública.

f. Los planes reguladores no podrán declarar de utilidad pública terrenos ubicados en el área rural.

2. Diagnóstico sobre los efectos de la ley N° 19.939:

Compartiendo el motivo central por el cual se aprobó la ley, en cuanto a hacer valer el principio de que los bienes sociales deben ser de cargo de la sociedad en su conjunto y no solo de algunos particulares, especialmente teniendo presente que numerosas declaratorias de utilidad pública permanecían largos años vigentes sin que se materializara el ensanche o apertura vial proyectado, y sin que el propietario del inmueble recibiera una compensación cuando la declaratoria había afectado negativamente el valor de la propiedad, consideramos que, sin embargo, la aplicación de la ley ha dejado en evidencia que varios de los supuestos que se tuvieron a la vista para su aprobación, no tienen sustento en la realidad, ya sea total o parcialmente.

El supuesto fundamental era que las declaratorias de utilidad pública siempre representaban una carga o gravamen para los propietarios de los predios en que una parte de este quedaba afectada por el respectivo Plan Regulador, sin recibir compensación por dicha imposición.

La principal medida que se estableció en la ley para contrarrestar lo anterior fue fijar plazos de caducidad para todas las declaratorias de utilidad pública, bajo el supuesto de que los organismos del Estado responsables de los Planes Reguladores, que afectaron terrenos para destinarlos a calles, avenidas, parques y demás espacios públicos, se verían obligados a una de dos acciones: la primera, evaluar en detalle la justificación de las afectaciones dispuestas en el respectivo Plan, en orden a suprimir aquellas que no resultaren estrictamente necesarias; la segunda, una vez resuelto lo anterior, proveer los recursos para expropiar las porciones afectas de terrenos que cumplían la señalada condición de estricta necesidad.

El señalado supuesto principal o de fondo sin embargo no resulta efectivo, por cuanto los propietarios de los terrenos afectos a utilidad pública, en la mayoría de los casos, sí recibieron una compensación junto con el gravamen, como se señaló anteriormente, en términos tales que los beneficios adquiridos junto con la afectación superan ampliamente el costo de la limitación. 

Esto ocurre porque los Planes Reguladores, cuando se formulan o se modifican, prácticamente nunca afectan terrenos para utilidad pública como una acción individual, sino que lo realizan al mismo tiempo que otorgan nuevas normas urbanísticas a los mismos terrenos, reglas que permiten a su propietario disponer de su bien raíz de forma más amplia y diversa que antes de la formulación o modificación del Plan. Allí donde había un terreno sin afectación, en el que se podía construir o ampliar una vivienda, ahora, junto con la afectación, se puede levantar un edificio o una construcción comercial. 

El efecto patrimonial para el propietario es inmediato, en cuanto a que, desde el mismo día en que se publica en el Diario Oficial el nuevo Plan Regulador o su modificación, se produce un cambio en el valor del terreno, debido a la disminución del valor de la porción que queda afecta y al aumento del valor de la superficie no afecta.

El balance de lo anterior, en la gran mayoría de los casos es positivo para el propietario, por lo cual se hace necesario reformular la disposición legal, en términos de identificar con precisión el real problema, esto es, los casos en que efectivamente se produce una carga o gravamen sin adecuada compensación, resolviendo entonces, dichos casos, sin variar la situación de quienes en realidad se vieron beneficiados por el cambio de las condiciones urbanísticas.

Por otra parte, tampoco resultó efectivo el supuesto de la misma ley sobre las acciones a tomar por parte de los organismos del Estado responsables de los Planes Reguladores, las Municipalidades en caso de los Planes Reguladores Comunales o los Gobiernos Regionales en caso de los Intercomunales.

Lo anterior dado que en su inmensa mayoría las afectaciones de utilidad pública para calles, avenidas, parques y demás espacios públicos eran, son y seguirán siendo indispensables.

Todos los Planes Reguladores se formularon haciendo uso de dicha herramienta, estableciendo las áreas y zonas en que se podrían levantar nuevas edificaciones, con un determinado tamaño y posibilidades de usos, teniendo en cuenta que tales nuevas construcciones se ejecutarían al mismo tiempo que los ensanches y aperturas de calles, sin las cuales simplemente los sectores y barrios no podrían funcionar. 

En otras palabras, se trata de hechos inseparables, que se dan sentido mutuamente. 

Los nuevos edificios no podrán desarrollarse sin las calles necesarias y los ensanches y aperturas de calles tienen su origen en las necesidades de los nuevos edificios. No resulta lógico ni razonable suprimir uno solo de ambos aspectos, como ha sido el resultado concreto de la ley N° 19.939, que con menos calles no solo sigue permitiendo los mismos edificios sino mayores, dado que ahora se puede construir en la porción de terreno que estaba destinada al ensanche o apertura de la calle.

Por lo mismo, tampoco se sustenta el supuesto de dicha ley en orden a considerar los trazados de las calles, que originan las afectaciones, como una situación de naturaleza distinta que la fijación de usos de suelo o de la constructibilidad que se asigna a los terrenos. Son todas disposiciones urbanísticas y, cualquiera de ellas puede originar beneficios o perjuicios sobre los terrenos particulares, afectando por tanto los derechos de propiedad, por lo que no tiene sentido fijar un régimen especial solo respecto de una materia y no de las demás.

Por otra parte, la fijación de plazos de caducidad tampoco se justifica en esta materia. Las ciudades son realidades que permanecen no solo por décadas sino por siglos y su formación requiere largos períodos, desde que se formula un “plan de ciudad” hasta que este se materializa, plan que indispensablemente requiere “reservar” las porciones de terreno involucradas en los trazados de espacio público, en términos de que no se levanten sobre estos construcciones que luego impedirían su finalidad.

Respecto del supuesto de la ley N°19.939 sobre expropiar los terrenos afectos a utilidad pública, los hechos demuestran que no tenía base razonable. En Chile, desde que existen las ciudades, la formación de los espacios públicos no se ha realizado mediante expropiación de terrenos, pues ello siempre ha constituido un mecanismo de excepción. A modo de ejemplo en las últimas décadas sólo se ha ocupado para la construcción de las autopistas o para algunos corredores de buses en Santiago, lo que representa un porcentaje ínfimo de los terrenos destinados a espacio público en los Planes Reguladores. Las avenidas y las calles chilenas se han materializado cuando se construye en los terrenos privados, que a cambio del derecho a construir deben ceder gratuitamente las porciones destinadas a espacio público junto con materializar la porción calle. 

El supuesto de que habría que expropiar, en los breves plazos que estableció la ley, todos los terrenos afectos a utilidad pública de todas las ciudades chilenas es muy difícil de practicar.

Se suma a ello que la misma ley estableció que, vencidos los plazos de caducidad de las declaratorias, el respectivo Alcalde debía asignar a la porción de terreno cuya afectación caducó, en un plazo máximo de 6 meses, las mismas normas urbanísticas de la zona aledaña. En términos concretos, si en el resto del terreno se podían construir edificios, ahora se podrá construirlos en todo el terreno, incluso en la franja que el Plan Regulador había destinado a calle o avenida. Esto explica lo referente al “breve plazo” disponible para expropiar, dado que para materializar las calles luego habría que expropiar no solo terrenos sino terrenos con edificios.

El catastro de la situación a nivel nacional efectuado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo señala que las afectaciones de utilidad pública, es decir, las superficies de terreno que los planes reguladores tienen destinadas a espacio público, tomando solamente las destinadas a vialidad, sin contar los parques, plazas y demás espacios públicos, representan una superficie de 6.571 hectáreas correspondientes a aperturas de calles y 2.881 hectáreas correspondientes a ensanches. Las calles involucradas son 1.247, de 233 distintas ciudades y pueblos del país.

Algunas municipalidades tomaron conciencia del problema e intentaron hacer uso del máximo plazo posible para mantener vigentes las declaratorias de utilidad pública contempladas en sus Planes Reguladores. Lo anterior, sin embargo, se enfrentó a la obligación de proceder conforme a lo dispuesto en la ley, en orden a que para prorrogar las declaratorias debía seguirse “el procedimiento establecido para la modificación del respectivo instrumento de planificación territorial”.

El hecho de que solo algunas comunas hayan tomado alguna iniciativa al respecto y no todas se debe, principalmente, a que existía una escasa conciencia entre las autoridades municipales respecto de los efectos concretos que produciría la caducidad de las declaratorias, cosa que recién hoy, una vez caducadas, está siendo evidente.

Debe consignarse también que el plazo fijado por la misma ley N° 19.939 para efectuar el trámite de prórroga fue de 6 años, por aplicación de los cinco años contemplados en su artículo transitorio y la extensión de un año adicional aprobado mediante la ley N° 20.331. El problema es que el procedimiento de modificación de un plan regulador tiene actualmente una demora superior a 7 años, alcanzando en muchos casos incluso más de 10 años.

Por lo anterior, en todo el país, solo 14 de las 233 comunas que tienen Plan Regulador Comunal pudieron prorrogar sus declaratorias de utilidad pública, a las que se suma solo uno de los 16 Planes Reguladores Intercomunales existentes. A ello se suma que ningún plan regulador del país logró prorrogar las declaratorias de utilidad pública de los parques.

Al respecto, es necesario aclarar que, aún con dicha prórroga efectuada, la situación es igualmente insostenible, dado que las afectaciones de utilidad pública seguirán siendo indispensables para materializar el desarrollo funcional de la ciudad y, dados los montos involucrados, las Municipalidades no tienen recursos para expropiar los terrenos afectos. Lo anterior aplica también para las municipalidades que lograron prorrogar sus declaratorias dado que estas vencen en breve plazo, el 12 de febrero de 2015, según el plazo de la prórroga establecido en la misma ley.

También debe consignarse que la ley N°19.939 establece que, una vez caducada una declaratoria de utilidad pública nunca más el terreno podrá ser nuevamente declarado de utilidad pública, a lo que se suma, como se señaló anteriormente, que las municipalidades quedan legalmente obligadas a permitir que se levanten construcciones en los terrenos cuya declaratoria caducó, incluyendo despropósitos como casos de laderas de cerros y cerros isla que forman parte del paisaje natural de distintas ciudades, que estaban declarados como parques y que ahora se podrán construir hasta su cima, o casos de vialidades estructurantes de las ciudades, como avenidas costaneras proyectadas al borde de ríos, de lagos o del mar, sobre las que la actual ley permite construir torres.

Un caso particular es lo ocurrido con todas las vías denominadas “expresas”, que son las vías más importantes de las ciudades. De forma incomprensible la ley N° 19.939 señala que tendrán un plazo de 10 años, prorrogables por una vez por igual plazo, sin embargo es una regla inaplicable. La incoherencia se produce porque el artículo transitorio de la misma ley señaló que las declaratorias de utilidad pública existentes, todas, caducarían a los 5 años de publicada la ley, plazo que se convirtió en 6 años, dada la prórroga por un año adicional sancionado por la ley N° 20.331.

El problema es que en la norma de la ley N° 19.939, citada, referente a las prórrogas, se omitió mencionar como sujetas a prórroga las vías expresas, mencionándose solo las vías de menor tamaño. El resultado concreto es que todas las declaratorias de utilidad pública de las vías expresas, caducaron el pasado 12 de febrero de 2010.

La situación de las declaratorias de utilidad pública de los parques es similar, dado que ningún plan regulador del país logró prorrogar sus declaratorias.

El efecto hoy es que las Municipalidades están recibiendo, de forma creciente, solicitudes de los propietarios de los terrenos que estaban afectos en orden a que, de acuerdo a la ley 
N° 19.939, le asignen a tales terrenos las normas de construcción aledañas. Lo anterior ha provocado en muchos casos, dado lo evidente de los perjuicios urbanísticos, que los Alcaldes se nieguen a firmar los decretos en tal sentido, situación que ha multiplicado los reclamos ante la Contraloría General de la República y las Secretarías Regionales del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

IV. OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Transcurridos 8 años desde la formulación de la citada ley N° 19.939, ha quedado manifiesta la necesidad de fijar un ordenamiento más completo y preciso de las materias involucradas, dando cabida o resolviendo aspectos importantes que requieren mayor profundidad y que influyen, significativamente, en el desarrollo urbano futuro de nuestras ciudades.

Se trata entonces de establecer:

1. En primer lugar, que los planes reguladores puedan establecer, siguiendo la definición histórica, los trazados de los espacios públicos, concepto más amplio, y a la vez necesario, que el solo trazado de determinados tipos de vías al interior de la ciudad.

Esto permitirá incorporar afectaciones de vías locales e incluso menores como pasajes, de gran importancia en el tejido urbano de los barrios, especialmente en casos de loteos o conjuntos de viviendas sociales en que la conectividad tanto interna como con los sectores aledaños es un atributo indispensable para su integración.

2. Un segundo objetivo es aclarar la situación de las propiedades que quedan con una afectación de utilidad pública, en términos de que la prohibición de aumentar el volumen de una construcción, existente antes de dicha afectación, se refiere solo a la parte de la construcción que se emplaza en el área del terreno que se encuentra afecta a utilidad pública y no a toda la construcción, especificando que ello en ningún caso impide la obtención de las autorizaciones que sean necesarias para desarrollar cualquiera de las actividades que admite el respectivo Plan Regulador. Se aclara además que la citada prohibición no impide efectuar remodelaciones o adecuaciones interiores de dicha parte de la edificación, tampoco la posibilidad de obtener permisos para ampliaciones, situaciones ambas habituales, por ejemplo cuando se cambia el destino de un inmueble pasando de uso habitacional a uso comercial o de servicios. Por cierto la prohibición tampoco se refiere a aumentos del volúmen de la parte de la construcción que no se encuentra sobre el área afecta.

3. Un tercer objetivo es acotar el ámbito de las declaratorias al concepto de compensación, en el sentido de que no se podrá provocar perjuicios económicos con las afectaciones a utilidad pública a los propietarios de los inmuebles, considerando al efecto todas las normas urbanísticas aplicables al predio que se establecen junto con la afectación. 

Es importante señalar que tales casos de perjuicio son minoritarios, dado que las afectaciones de utilidad pública, salvo contadas excepciones, se producen en el marco de una modificación o formulación de un plan regulador que, al mismo tiempo de fijar tales afectaciones, determina condiciones urbanísticas nuevas para los terrenos afectados, aumentando sus posibilidades de construcción o de usos de suelo, en términos que compensan más que adecuadamente el perjuicio de la sola afectación sobre una porción del predio.

El presente proyecto de ley establece las medidas y compensaciones que procederán en casos de perjuicio acreditado, abriendo distintas posibilidades para resolver la situación, buscando equilibrar el legítimo interés del particular afectado con el mérito del bien público involucrado.

Adicionalmente, el proyecto introduce la posibilidad de que los procedimientos para ajustar las afectaciones, modificarlas e incluso anularlas, sean fijados por la ordenanza general, permitiendo administrar el sistema en el tiempo con la agilidad necesaria y de acuerdo a su aplicación práctica, dada la diversidad de casos y variantes existentes. 

Lo anterior, establece también la posibilidad de corregir con prontitud cualquier error o falla de la planificación al definir los trazados viales y la posibilidad de compensar también en tiempo y forma a las personas cuando se demuestra que la afectación provocó una pérdida de valor de la propiedad.

4. Un objetivo adicional es incorporar la facultad de efectuar trazados viales que quedarán con carácter de declaratoria de utilidad pública en todo el territorio que compete abarcar a los planes reguladores, incluida el área rural relacionada con los planes reguladores intercomunales, permitiendo fijar reservas viales para el desarrollo futuro de la ciudad o para las interconexiones entre distintos núcleos urbanos. 

Por cierto lo antedicho bajo el mismo régimen de contraprestación y compensaciones en los casos que corresponda, aunque, al igual que en el área urbana, los trazados viales la mayoría de las veces importan un mayor valor a las propiedades aledañas y no al revés.

V. 
CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY


1. Sustitución del artículo 59 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

a.
En primer lugar, se establece que los planes reguladores podrán efectuar los trazados del espacio público y no solo de determinados tipos de vías. Entre otras cosas ello permitirá proyectar las vías locales a que estarán sujetos los conjuntos de viviendas sociales, o pasajes entre inmuebles en áreas consolidadas.

b.
En segundo lugar, se consagra un requisito de rigurosidad para fijar las afectaciones de utilidad pública, exigiendo que los trazados de las afectaciones se realicen en planos seccionales, detallados, que permitan a cualquier interesado conocer con precisión la superficie del terreno que quedará con dicha afectación. Al mismo tiempo dicho requisito permitirá al planificador determinar soluciones especiales en tramos de vías en que existan construcciones que difícilmente serán expropiadas para el ensanche o apertura de la futura vialidad. Lo anterior significa establecer que la autoridad que fija una afectación de utilidad pública deba cumplir requisitos mínimos adecuados a la importancia del acto de limitación del derecho de propiedad involucrado.

c. En tercer lugar, se precisa que las limitaciones a las construcciones existentes se refieren solo a la parte de los terrenos que se encuentra declarada de utilidad pública.

d. En cuarto lugar, se establece que las declaratorias de utilidad pública generarán el derecho de compensación cuando el propietario de un terreno afecto en el que no es posible desarrollar un proyecto de densificación compruebe que la afectación provocó un menor valor al inmueble, considerando en tal comprobación todas las normas urbanísticas fijadas por el Plan Regulador de manera simultánea con la afectación, en comparación a la situación anterior del mismo predio, de acuerdo a las reglas que fijará la Ordenanza General.

e. En quinto lugar, se establecen las medidas que deberá tomar la autoridad que fijó el trazado de espacio público que queda afecto a utilidad pública, es decir el Gobierno Regional en el caso de las vías y parques de nivel intercomunal o la Municipalidad respectiva en caso de vías o parques de nivel comunal, en caso que se hubiere comprobado el señalado perjuicio.

Entre tales medidas se contempla la eliminación o modificación de la afectación, la compensación mediante cambios en las normas urbanísticas aplicables al predio, el pago de la compensación, o iniciar el procedimiento de expropiación.

f. En sexto lugar se fija el procedimiento de reclamo ante sede judicial en caso de disconformidad del propietario con la acción compensatoria resuelta por la autoridad. 

g. En séptimo lugar, se incorpora la facultad para que la ordenanza general de la ley pueda fijar procedimientos simplificados para modificar las normas urbanísticas que se planteen como compensación a las afectaciones, aspecto relevante para el buen y oportuno funcionamiento del sistema.

2. Se acotan los efectos de la declaratoria de utilidad pública

Se reemplazan los artículos 121 y 122 de la misma Ley, que actualmente limita las facultades de disposición del terreno afecto a utilidad pública, en orden a acotar los efectos de la declaratoria, permitiendo desarrollar cualquiera de las actividades permitidas en la zona por el plan regulador, así como también remodelar la construcción existente o ampliarla, incluso en las partes que están directamente sobre la superficie de terreno afecta. 

En complemento se flexibiliza el sistema para permitir la ejecución de construcciones provisorias, admitiendo también la posibilidad de que se ubiquen tanto sobre las porciones de terreno afectas a utilidad pública como en los antejardines, de acuerdo a la evaluación y condiciones que fije el Director de Obras Municipales.

3. Modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades

Para una adecuada coordinación legal, junto con el nuevo artículo 59 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones se modifica el artículo 33 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, eliminando de este último la mención a declaratorias de utilidad pública.

4. Alcances del concepto de “espacio público”
Mediante una primera disposición transitoria se aclaran los alcances del concepto de “espacio público” para los efectos de la aplicación del nuevo artículo 59, incluyendo los distintos tipos de vías, parques, plazas y plazoletas que hoy se encuentran graficados en los planes reguladores.

5. Protección de derechos adquiridos

Mediante una segunda disposición transitoria se aclara que los efectos de la nueva ley en ningún caso afectarán a los anteproyectos aprobados o permisos ya otorgados en la fecha de publicación de la ley. Lo anterior incluye la protección de los permisos otorgados para construcciones sobre terrenos cuya declaratoria de utilidad pública había caducado por efecto de la ley N° 19.939.

Luego, a través de un tercer artículo transitorio se dispone que lo establecido en el nuevo artículo 59 sobre prohibición de aumentar el volumen de las construcciones en los terrenos afectos no será aplicable a las viviendas o microempresas familiares de hasta dos pisos ya existentes en la fecha de publicación de la nueva ley. Lo mismo se establece como norma permanente en el artículo 59 para los casos de nuevas afectaciones de utilidad pública que puedan fijarse en el futuro.

A continuación, mediante un cuarto artículo transitorio se establece un plazo de tres años para que los propietarios que estimen afectados sus derechos por una declaratoria puedan solicitar una compensación.

6. Apoyo a las Municipalidades para confeccionar los planes seccionales

Finalmente, mediante un quinto artículo transitorio, se establece que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo proveerá de forma gratuita la planimetría base para que las Municipalidades grafiquen los espacios públicos contemplados en su respectivo Plan Regulador y, junto con ello, define la labor de apoyo que deberán cumplir las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo.

En conclusión, el presente proyecto de ley busca reformular la importante materia de los trazados viales y espacios públicos, aspecto que representa la esencia de la planificación de las ciudades.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la siguiente forma:

1) Reemplázase el artículo 59 por el siguiente: 

“Artículo 59.- Decláranse afectos a utilidad pública los terrenos consultados en los planes reguladores comunales e intercomunales destinados a vialidad, parques, plazas, plazoletas y demás espacios públicos. Los trazados de las afectaciones de utilidad pública deberán detallarse en Planos Seccionales, que permitan a cualquier persona conocer con precisión las porciones de los terrenos que quedan afectas.

En la parte de los terrenos que esté afecta a declaratoria de utilidad pública no se podrá construir ni aumentar el volumen de las edificaciones existentes a la fecha de la declaratoria.

Cuando se trate de predios en que no es posible desarrollar un proyecto de densificación y se compruebe que el plan regulador, al fijar la afectación, produjo una disminución en el valor del predio, deberá compensarse al propietario en la medida de dicho perjuicio, considerando al efecto todas las normas urbanísticas aplicables al predio en la situación actual, en comparación a la situación del mismo predio con las normas anteriores a la afectación, conforme a las reglas que establecerá la Ordenanza General.

En estos casos el propietario afectado deberá solicitar dicha compensación, acompañando los antecedentes comprobatorios ante la Municipalidad o el Gobierno Regional que fijó la declaratoria, dentro de un plazo de 3 años desde la vigencia de ésta.

La autoridad señalada resolverá la solicitud, conforme a los requisitos y procedimiento establecido en la Ordenanza General, en un plazo máximo de 90 días, salvo que requiera la presentación de antecedentes adicionales, en cuyo caso dicho plazo se contará desde la recepción de éstos.

En caso de comprobarse perjuicio, en los términos señalados, la Municipalidad o el Gobierno Regional, según corresponda, dentro de un plazo máximo de 3 años, contados desde la declaración de perjuicio, deberá llevar a cabo una o más de las siguientes acciones:

a) Eliminar la declaratoria de utilidad pública, o modificar el área afecta, asignando al terreno las normas urbanísticas que correspondan con dicha modificación o eliminación;

b) Compensar a los propietarios mediante modificación de las normas urbanísticas aplicables al predio o conjunto de predios; 

c) Pagar la compensación; o bien,

d) Iniciar el procedimiento de expropiación correspondiente, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 83.

En caso de disconformidad con la acción compensatoria resuelta por la autoridad, dentro de los 90 días siguientes a su notificación, el propietario afectado podrá recurrir judicialmente y solicitar que se declare insuficiente la compensación resuelta por la autoridad y se fije en definitiva el monto a compensar, aplicándose al efecto el mismo procedimiento dispuesto en el artículo 14 del decreto ley N° 2.186, de 1978, que aprueba la ley orgánica de procedimiento de expropiaciones. En caso que corresponda la autoridad deberá resolver la insuficiencia en un plazo de 90 días conforme a las alternativas que señala el presente artículo.

Lo dispuesto en el presente artículo no afectará los procesos de expropiación autorizados en otras normas legales.

La Ordenanza General fijará las reglas y procedimiento simplificado para modificar, suprimir o reemplazar los trazados de las afectaciones a utilidad pública que figuren en los planes reguladores, y para adecuar o modificar las normas urbanísticas a que se refieren las letras a) y b) del presente artículo. Con todo, dicho procedimiento contemplará la exposición pública de las propuestas por al menos 30 días y un plazo para la recepción de opiniones u observaciones por parte de cualquier interesado. 

La prohibición de aumentar el volumen de las edificaciones existentes establecida en el inciso segundo no se aplicará en caso de ampliaciones de viviendas o microempresas de hasta dos pisos de altura, existentes a la entrada en vigencia de un nuevo plan regulador, conforme a las reglas que establecerá la ordenanza general. 

2) Reemplázanse los artículos 121 y 122, por los siguientes:

“Artículo 121.- Para la obtención de las autorizaciones o permisos que contempla la presente ley no será impedimento que una parte de un predio se encuentre afecta a utilidad pública. La Dirección de Obras Municipales podrá autorizar obras de reconstrucción parcial o alteración de edificaciones en las franjas afectas a utilidad pública. 

Artículo 122.- En los antejardines fijados en los planes reguladores solo podrán efectuarse las construcciones que estén expresamente admitidas en la Ordenanza General de esta ley o en las ordenanzas locales. 

Sin perjuicio de lo anterior podrán autorizarse construcciones provisorias, conforme al artículo 124.”.

3) 
Reemplázase el inciso primero del artículo 124, por el siguiente:

“Artículo 124.- El Director de Obras Municipales podrá autorizar la ejecución de construcciones provisorias hasta por el plazo de tres años, bajo las condiciones que se establezcan en el respectivo permiso. Para la ampliación de dicho plazo o nueva autorización se requerirá la conformidad previa de la Secretaría Regional respectiva del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.”. 

Artículo 2°.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 33 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, por el siguiente:

“Sin embargo, para materializar los espacios públicos contemplados en el Plan Regulador Comunal, conforme al artículo 59 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, las municipalidades estarán facultadas para adquirir bienes raíces por expropiación.”
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° Transitorio.- Sin perjuicio de las definiciones que establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, para los efectos de la presente ley se entenderá por terrenos destinados a espacio público aquellos señalados con tal destino en el respectivo Instrumento de Planificación Territorial, ya sea en sus planos o en su ordenanza, vigentes al 13 de febrero de 2004, o bien, tratándose de Planes Reguladores Comunales, los que se hubieren determinado con dicho destino mediante modificaciones posteriores del Plan aprobadas conforme al procedimiento establecido en el artículo 43 de la Ley General de Urbanismo Y Construcciones.

Artículo 2° Transitorio.- Las modificaciones que se introducen por esta ley al decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, no afectarán a los anteproyectos aprobados ni a los permisos otorgados antes de la fecha de su entrada en vigencia, salvo indemnización o expropiación conforme al decreto ley N° 2.186, de 1978, sobre procedimiento de expropiaciones.

Artículo 3° Transitorio.- El plazo de 3 años para solicitar una compensación conforme al artículo 59 que mediante la presente ley se incorpora al decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, en caso de propietarios de predios que se encuentran afectos a utilidad pública en la fecha de publicación de esta ley en el diario oficial, se contará desde dicha fecha de publicación.

Artículo 4° Transitorio.- La prohibición de aumentar el volumen de las edificaciones existentes en las partes de los terrenos afectos a utilidad pública, establecida en el inciso segundo del artículo 59 que se incorpora al decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, no se aplicará en caso de ampliaciones de viviendas o microempresas de hasta dos pisos de altura, existentes a la fecha de publicación de la presente ley, conforme a las reglas que establecerá la ordenanza general. 

Artículo 5° Transitorio.- Para los efectos de confeccionar los Planos Seccionales a que se refiere el inciso primero del artículo 59 que se incorpora al decreto con fuerza de ley N°458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo proveerá la planimetría necesaria, sin costo para las Municipalidades que así lo requieran.

Asimismo, a través de las Secretarías Regionales Ministeriales, prestará los apoyos técnicos que requieran las Municipalidades para la confección y aprobación de los citados planos seccionales.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; ANDRÉS CHADWICK PIÑERA, Ministro del Interior y Seguridad Pública; FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; RODRIGO PÉREZ MACKENNA, Ministro de Vivienda y Urbanismo”.
Informe Financiero

Modifica el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General
de Urbanismo y Construcciones.

Mensaje N° 003-351

I. Antecedentes.

La modificación de la Ley General de Urbanismo y Construcción, tiene por Objeto en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores lo siguiente:

1. Sustituir el actual artículo 59 de la ley general, en las siguientes materias, entre otras:

-Establecer que los planes reguladores podrán efectuar los trazados del espacio público y no solo de determinados tipos de vías. Entre otras cosas ello permitirá proyectar las vías locales a que estarán sujetos los conjuntos de viviendas sociales, o pasajes entre inmuebles en áreas consolidadas.

-Establecer un requisito de rigurosidad para fijar las afectaciones de utilidad pública, exigiendo que los trazados de las afectaciones se realicen en planos seccionales, detallados, que permitan a cualquier interesado conocer con precisión la superficie del terreno que quedará con dicha afectación.

-Precisar que las limitaciones a las construcciones existentes se refieren solo a la parte de los terrenos que se encuentra declarada de utilidad pública.

-Establecer que las declaratorias de utilidad pública generarán el derecho de compensación cuando el propietario de un terreno afecto en el que no es posible desarrollar un proyecto de densificación compruebe que la afectación provocó un menor valor al inmueble, considerando en tal comprobación todas las normas urbanísticas fijadas por el Plan Regulador de manera simultánea con la afectación, en comparación a la situación anterior del mismo predio, de acuerdo a las reglas que fijará la Ordenanza General.

-Establecer las medidas que deberá tomar la autoridad que fijó el trazado de espacio público que queda afecto a utilidad pública, es decir el Gobierno Regional en el caso de las vías y parques de nivel intercomunal o la Municipalidad respectiva en caso de vías o parques de nivel comunal, en caso que se hubiere comprobado el señalado perjuicio.

Entre tales medidas se contempla la eliminación o modificación de la afectación, la compensación mediante cambios en las normas urbanísticas aplicables al predio, el pago de la compensación, o iniciar el procedimiento de expropiación.

Fijar procedimiento de reclamo ante sede judicial en caso de disconformidad del propietario con la acción compensatoria resuelta por la autoridad.

-Incorporar la facultad para que la ordenanza general de la ley pueda fijar procedimientos simplificados para modificar las normas urbanísticas que se planteen como compensación a las afectaciones, aspecto relevante para el buen y oportuno funcionamiento del sistema.

2. Reemplazar los artículos 121 y 122 de la misma Ley, que actualmente limita las facultades de disposición del terreno afecto a utilidad pública, en orden a acotar los efectos de la declaratoria, permitiendo desarrollar cualquiera de las actividades permitidas en la zona por el plan regulador, así como también remodelar la construcción existente o ampliarla, incluso en las partes que están directamente sobre la superficie de terreno afecta.

3. Finalmente se proponen cinco artículos transitorios, los cuales tienes los siguientes alcances:

a. Primer artículo transitorio: Aclara los alcances del concepto de “espacio público” para los efectos de la aplicación del nuevo artículo 59, incluyendo los distintos tipos de vías, parques, plazas y plazoletas que hoy se encuentran graficados en los planes reguladores.

b. Segundo artículo transitorio; Establece que los efectos de la nueva ley en ningún caso afectarán a los anteproyectos aprobados o permisos ya otorgados en la fecha de publicación de la ley. Lo anterior incluye la protección de los permisos otorgados para construcciones sobre terrenos cuya declaratoria de utilidad pública había caducado por efecto de la ley 19.939.

c. Tercer artículo transitorio: Dispone que lo establecido en el nuevo artículo 59 sobre prohibición de aumentar el volumen de las construcciones en los terrenos afectos no será aplicable a las viviendas o microempresas familiares de hasta dos pisos ya existentes en la fecha de publicación de la nueva ley. Lo mismo se establece como norma permanente en el artículo 59 para los casos de nuevas afectaciones de utilidad pública que puedan fijarse en el futuro.

d. Cuarto artículo transitorio: Establece un plazo de tres años para que los propietarios que estimen afectados sus derechos por una declaratoria puedan solicitar una compensación.

e. Quinto artículo transitorio: Establece que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo proveerá de forma gratuita la planimetría base para que las Municipalidades grafiquen los espacios públicos contemplados en su respectivo Plan Regulador y, junto con ello, define la labor de apoyo que deberán cumplir las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal. La presente modificación no tiene impacto presupuestario.


La presente modificación no tiene impacto presupuestario.

(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos”.

3. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas. (boletín N° 8829-01)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, someto a consideración del H. Congreso Nacional el presente proyecto de ley, que crea un registro voluntario de contratos agrícolas.

I. ANTECEDENTES 

Desde siempre Chile ha sido un país de tradición agrícola, prueba de ello es que en época de la Colonia, las exportaciones de maíz y trigo al Perú representaban parte importante de la economía nacional. Sin embargo, durante nuestra vida republicana, la industria minera fue adquiriendo un rol protagónico y la agricultura fue perdiendo importancia económica, hasta llegar al punto en que dejó de exportar y se dedicó sólo a cubrir la demanda interna. Esta tendencia comenzó a revertirse cuando la libertad económica y la apertura de mercados generaron las condiciones adecuadas para que el país pudiera aprovechar sus ventajosas condiciones naturales en suelos y clima. Así, las exportaciones de productos agrícolas comenzaron a desarrollarse con gran energía y en forma sostenida desde los años 80.

Es así que en el año 2011 el sector agrícola forestal representó el 18% de las exportaciones totales del país, con ingresos de US$ 14.500 millones. En virtud de aquello, la balanza comercial agrícola, pecuaria y forestal en conjunto alcanzó los US$ 9.500 millones. Por su parte, las cifras para el sector agrícola, excluyendo al sector pecuario y forestal fueron en el 2011 de US$ 8.100 millones de exportaciones con una balanza comercial positiva de US$ 4.600 millones. De dichas exportaciones, el 60% correspondió a productos agrícolas primarios, siendo sólo el 40% de las exportaciones relativas a productos con algún procesamiento industrial, los cuales tienen un mayor valor agregado. Las cifras anteriores, exceden con creces las alcanzadas en el año 2000, pero aún se encuentran lejos del potencial de nuestro país, cuyas condiciones naturales, patrimonio fito y zoosanitario y confiabilidad son reconocidas a nivel mundial.

Por otro lado, el sector silvoagropecuario es un importante generador de empleo a nivel rural. Según cifras oficiales del INE, el número de trabajadores empleados en el campo, sin incluir la agroindustria, fluctúa entre 650.000 y 800.000 personas, dependiendo de la época del año, representando entre 8 y 11% del empleo total a nivel nacional, mientras que en algunas regiones adquiere una importancia trascendental. La máxima relevancia se alcanza en la VII Región del Maule, donde en la época de cosecha, el empleo directo en el campo, sin contar la agroindustria, es prácticamente el 35% del empleo regional. En las regiones VI, IX y XIV, su incidencia es superior al 20%.

Desde el punto de vista de la superficie cultivable, según cifras del INE, a Mayo del 2011, existen en Chile 2.100.000 hectáreas de superficie cultivable, de las cuales 1.300.000 hectáreas están destinadas a cultivos anuales o permanentes, 401.000 hectáreas están con forrajeras permanentes, y 420.000 hectáreas se encuentran en barbecho o reposo. Los cultivos anuales ocupan aproximadamente 700.000 hectáreas, siendo el trigo y maíz los de mayor importancia con 279.000 y 136.000 hectáreas respectivamente. Por su parte, la superficie de frutales, sin incluir la uva vinífera, pasó de 172.000, en 1990, a 278.000 hectáreas en 2012 y la superficie de uva vinífera incluyendo el pisco pasó de 70.000, en 1990, a 130.000 hectáreas a nivel nacional. 

Por último, cabe destacar que conforme a los datos del Censo Agropecuario existen 301.000 explotaciones o unidades productivas, de las cuales 260.000 (87%) tienen menos de 50 hectáreas de riego básico. Esto implica que, desde un punto de vista económico, aproximadamente el 87% de las explotaciones o unidades productivas corresponde a pequeñas o microempresas y a agricultura familiar campesina.

En el contexto internacional, el gran desafío para este sector es aumentar en forma sostenida su competitividad y prepararse para poder tomar la gran oportunidad que representa para la producción de alimentos del mundo el aumento de la demanda que se espera para los próximos 30 años. No bastan las privilegiadas condiciones naturales ni las demás ventajas que ha ido construyendo nuestro país a través del tiempo. Se requiere innovar en la forma de acceder a esos millones de consumidores en forma competitiva.

De acuerdo a estudios internacionales, la población mundial pasará de los 5.000 millones de personas actual a 7.000 millones en el año 2050 y, según la ONU, la demanda de alimentos crecerá en 70%. Asimismo, se espera un cambio en la composición, calidad y características de los alimentos demandados. 

Junto al crecimiento de la demanda, se espera que la escasez del recurso agua sea creciente y los costos de la energía se mantengan altos a nivel mundial. 

Los países se organizan para enfrentar la gran “amenaza-oportunidad” que representa el escenario esperado. La innovación pasa a ocupar un lugar crítico en el éxito futuro, y el acceso a tecnología y financiamiento para responder a la demanda esperada son también factores claves de éxito.

En el contexto mundial, y ante la aparición de varias economías emergentes que han experimentado un crecimiento explosivo de sus exportaciones agrícolas, la industria agrícola nacional tiene el desafío de elaborar nuevos y mejores productos que le permitan acceder a mercados de mayor valor en forma competitiva, para lo cual requiere contar con las materias primas adecuadas, en forma oportuna. Por sus condiciones geográficas, Chile no puede ser un productor agrícola extensivo (como lo son Argentina y Brasil, por ejemplo) si no que debe ser un productor intensivo y especializado, que privilegie la calidad por sobre los volúmenes de producción, desarrollando productos de altos estándares, de sello distintivo, y que sean valorizados en los mercados internacionales.

II. DIAGNÓSTICO DEL MERCADO AGRÍCOLA NACIONAL.

Es en este contexto que al analizar el sector agroindustrial chileno se detecta claramente una debilidad. Vemos que aún no se ha desarrollado con la debida fortaleza la cadena de valor que va desde el productor de materia prima (agricultor) al consumidor final, lo que dificulta seriamente la creación de valor en las exigentes condiciones actuales. 

Esto se traduce en que la mayor parte de los agricultores no acceden oportunamente a la información de mercado, sino con bastante retraso, decidiendo producir lo que está a su alcance y vender mayoritariamente su producción en forma spot y en condiciones de negociación bastante precarias.

Cabe señalar que en el mercado agrícola, existen básicamente dos formas de comercializar la producción. La primera es la venta en forma spot o a cosecha; la segunda es la venta mediante contratos celebrados con anticipación a la cosecha e incluso antes de sembrar. Según la primera modalidad, el agroindustrial compra al productor una vez que se ha obtenido la cosecha. De acuerdo a la segunda modalidad, el agroindustrial y el productor celebran un contrato antes de la cosecha, o antes de la siembra, en el cual se establecen claramente los derechos y obligaciones de las partes y se fijan las condiciones en forma menos “presionada” para ambos, especialmente para el productor agrícola.

En el contexto de un mercado internacional altamente competitivo y sofisticado, en donde se requieren volúmenes preestablecidos de productos agrícolas muy específicos, la agricultura spot se encuentra en una notable desventaja. En efecto, este tipo de agricultura no permite al productor conocer con precisión la variedad que es más conveniente sembrar o plantar según los mercados internacionales, no le permite acceder a asesoría técnica ni financiamiento, y lo deja en una situación de incertidumbre de tener que someterse a las variaciones del mercado una vez que ha obtenido la cosecha. Para el agroindustrial, la agricultura spot es también inconveniente, pues no le permite tener control sobre los procesos productivos de la materia prima ni la certeza de contar con una variedad y volumen de producto previamente establecido, lo que hace muy difícil para éste negociar anticipadamente con sus clientes internacionales, quienes exigen un nivel mínimo de certeza.

Por su parte, la agricultura bajo contratos trae enormes beneficios para el productor, el agroindustrial y, en general, para el posicionamiento de Chile como potencia alimentaria.

Para el productor, la agricultura de contratos es ventajosa pues le permite:

a) acceder a mercados de mayor valor, negociando condiciones previas a la toma de decisión de siembra, con más alternativas, y obteniendo mejores condiciones;

b) acceder a tecnología y capacitación proveída por el agroindustrial;

c) mejorar su capacidad de financiamiento, tanto bancario como no bancario, al tener menor riesgo;

d) poder utilizar los mercados de futuros, con todos los beneficios asociados que ello conlleva.

e) concentrarse en la operación agrícola reduciendo el riesgo comercial.

Por su parte, para el agroindustrial, la agricultura de contratos es beneficiosa pues permite:

a) asegurar su abastecimiento y negociar con mayor anticipación y mejores condiciones de venta con menor riesgo;

b) desarrollar nichos de mercado con necesidades específicas cuyas materias primas no están normalmente disponibles;

c) organizar mejor los flujos de caja y reducir el riesgo para los financistas del negocio;

d) hacer investigación aplicada e invertir en sus productores (desarrollo de proveedores);

e) hacer posible el uso de los mercados de futuro, con todos los beneficios asociados que ello conlleva.

Pese a las ventajas reseñadas, la situación chilena es la de un mercado en que un alto porcentaje de la producción agrícola se comercializa en forma spot o a cosecha. Existen algunas excepciones como los semilleros, tabaco, remolacha y raps, donde prácticamente toda la producción va precedida de un contrato. Sin embargo, en los demás cultivos no se dan los contratos o éstos son excepcionales. Así, según datos de una investigación preliminar realizada por Odepa, en el trigo y maíz -los cultivos anuales más masivos- el porcentaje de producción bajo contratos, se estima en menos del 10% del total producido.

Existen variadas razones por las cuales, pese a las evidentes ventajas que la agricultura de contratos supone, la mayor parte de la producción agrícola sigue vendiéndose en modalidad spot. 

La primera de ellas es que la industria compradora ve un alto riesgo de incumplimiento por parte de los productores, lo que las desincentiva a entregar tecnología y financiamiento y a invertir en el desarrollo de proveedores. Por otra parte, los agricultores también perciben un riesgo de que la industria incumpla las condiciones cuando el mercado les es adverso.

Adicionalmente, la variación constante de los precios de los productos agrícolas en el mercado introduce un factor de riesgo a la decisión de cerrar un negocio con anticipación, que se agrava cuando las partes tienen la forma de evadir el compromiso ante situaciones adversas.

Como consecuencia, la falta de certeza jurídica en cuanto al cumplimiento y exigibilidad de los contratos agrícolas explica la baja penetración de éstos. Ante un incumplimiento de cualquiera de las partes, la única solución posible hoy es recurrir a los Tribunales de Justicia, lo que implica un alto gasto en tiempo y dinero que desincentiva el uso de los contratos. Para los pequeños agricultores y pequeñas empresas del sector, este costo les impide finalmente tener la certeza mínima requerida de cumplimiento de los contratos, por lo que prefieren la venta spot, siendo los que tienen un mayor potencial de creación de valor cuando se da una relación más estable mediante el uso de contratos.

III. OBJETIVOS DEL PROYECTO.

Considerando la escasa penetración de la agricultura de contratos y la falta de certeza jurídica que impera en el rubro en general; además de las necesidades que impone un mercado internacional siempre cambiante, sofisticado y que requiere de una alianza estable entre el productor agrícola y la agroindustria para enfrentar los desafíos del mercado mundial de alimentos, el presente proyecto de ley se hace cargo de una falla de mercado que ha impedido hasta ahora que surja con la debida fuerza la agricultura de contratos a pesar de sus ventajas. 

La falla de mercado se podría resolver dejando que el propio mercado opere, en cuyo caso sólo se resolverá cuando el comprador sea un monopsonio o un oligopsonio, porque en tales casos existen pocas o nulas posibilidades de vender la producción a un tercero, incumpliendo el contrato previamente celebrado. Otra opción para resolver la falla de mercado se produciría cuando el vendedor sea lo suficientemente grande, por lo que el incumplimiento de un contrato signifique un costo en su reputación de tal envergadura que constituya un disuasivo para el incumplimiento. En ambos casos, la probabilidad de que los pequeños agricultores se integren en alianzas con la agroindustria mediante la producción con contrato es baja.

El proyecto de ley que aquí se presenta viene a dar solución a esta falla de mercado, mejorando la certeza jurídica de los contratos agrícolas mediante la creación de un Registro electrónico, público, voluntario, nacional y único de los contratos agrícolas, que pretende evitar los costos de forzar el cumplimiento de un contrato agrícola mediante los Tribunales de Justicia, aumentando la certeza jurídica. La publicidad que otorga el registro, la consulta sin costo de éste y la oponibilidad permitirán que los pequeños agricultores también puedan beneficiarse de la agricultura de contratos. El particular el proyecto busca: 

1.- Fomentar la agricultura de contratos.

2.- Dotar de mayor certeza jurídica a las relaciones comerciales entre productores agrícolas y agroindustriales.

3.- Aumentar la publicidad y la oponibilidad de los contratos agrícolas, y la transparencia del mercado en general.

4.- Fomentar el desarrollo de innovación y tecnología en la agroindustria, y el desarrollo de nuevas y mejores variedades agrícolas acordes a la demanda internacional.

5.- Permitir que los exportadores cuenten con mayor certeza sobre su abastecimiento de productos, lo que les permitirá desarrollar mejores productos, acceder a mejores mercados, y obtener mejores precios.

6.- Fomentar el desarrollo económico de las pequeñas y medianas empresas que se dedican al rubro agrícola, sobre todo, por la vía de un mayor y mejor financiamiento.

7.- Desarrollar el mercado de futuros en la agricultura, tanto a nivel local como a nivel internacional.

8.- Buscar el mejor posicionamiento de Chile en los mercados agrícolas internacionales, haciendo a la industria más competitiva en el concierto mundial, y promoviendo así el desarrollo de nuestro país como potencia alimentaria. 

IV. IDEAS MATRICES DEL PROYECTO

El proyecto se estructura en base a las siguientes ideas matrices:

1.- Creación de un registro electrónico, único, público y voluntario de contratos agrícolas.

2.- Los usuarios del registro inscribirán sus contratos por medio de un formulario suscrito ante notario, o mediante firma electrónica avanzada.

3.- Por el hecho de registrarse un contrato, éste se hace oponible a terceros.

4.- Se establecen sanciones y efectos específicos en caso de que se incumpla un contrato registrado.

V. CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto establece, entre otras las siguientes disposiciones:

a) Disposiciones Generales:

i. Se regula el objeto de la ley, consistente en establecer un sistema de inscripción voluntaria de contratos de compraventa de productos agrícolas en un registro público, electrónico, nacional y único; 

ii. Se establece el ámbito de aplicación de la ley, determinando los contratos susceptibles de inscripción en el registro, estos son, los contratos de compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo que consten por escrito, siempre que se trate de la primera transacción;

iii. Se definen, para los efectos de la ley, los conceptos de contrato agrícola, producto agrícola, productor agrícola, agroindustrial, intermediario, primera transacción, entre otros; 

iv. Se establece que las partes de los contratos agrícolas que se acojan a esta ley suscriban el formulario correspondiente ante Notario Público, quien deberá estampar su firma electrónica avanzada, o bien, mediante la firma electrónica avanzada de las partes, en cuyo caso no se requerirá el otorgamiento ante notario.

b) Inscripción

i. la inscripción de contratos agrícolas, su modificación o su cancelación se realizarán, en extracto, a través del formulario respectivo. Para tal efecto, las partes deberán autorizar expresamente el tratamiento de datos personales; 

ii. Se consignan las menciones mínimas que deben contener los formularios de inscripción, modificación y cancelación, otorgándole a las partes la facultad de poder registrar otras menciones adicionales que convengan en publicar.

c) Del Registro.

i. Se crea el Registro de Contratos de Compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo, como un registro público, voluntario, nacional y único, que operará sobre una plataforma tecnológica de acceso en línea, cuya administración y control de la normativa respectiva corresponderá al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo;

ii. El Administrador del registro podrá cobrar una tarifa por la inscripción, modificación, cancelación y certificados que efectúe u otorgue, la que se fijará por decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo;

iii. Todo interesado podrá consultar gratuitamente los contratos agrícolas inscritos en el registro;

iv. Una vez suscrito el formulario por todos los comparecientes se incorporará automáticamente y sin más trámite al registro, lo que se efectuará por estricto orden de ingreso.

d) De la Suscripción de los Formularios

i. Las partes podrán inscribir, modificar y cancelar los contratos agrícolas mediante la suscripción de los formularios disponibles en el sitio web del registro. Se regulan dos alternativas para la suscripción de los formularios. La primera, es ante Notario Público, el cual deberá estampar su firma electrónica avanzada, y la segunda, cuando las partes cuenten con firma electrónica avanzada, mediante la suscripción del formulario en línea por los propios comparecientes, en cuyo caso no se requerirá el otorgamiento ante notario.

e) Efectos del Registro:

i. Los contratos inscritos serán oponibles a terceros, y por tanto, no se podrá alegar el desconocimiento de un contrato registrado, produciéndose los efectos establecidos en la ley respecto de terceros;

ii. Se prohíbe al vendedor celebrar con terceros contratos que recaigan sobre los bienes objetos de un contrato ya inscrito, salvo aquellos que se celebren sobre los excedentes de una producción o sobre una cuota o parte de la misma. En caso de infracción de tal prohibición, dichos terceros serán solidariamente responsables, para todos los efectos legales, con el vendedor ante quien comparezca como comprador al contrato previamente registrado por los perjuicios irrogados, presumiéndose la mala fe del vendedor y del tercero adquirente. 

iii. Si las partes estipularen una cláusula penal para el caso de incumplimiento y dicha cláusula se incorporare al formulario, un certificado de la inscripción respectiva constituirá título ejecutivo para su exigibilidad.

iv. La inscripción se eliminará de común acuerdo por las partes, o una vez transcurrido un año desde la fecha de término del contrato.

En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones Generales

Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer un sistema de inscripción voluntaria de los contratos de compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo en un registro público, nacional y único.

Artículo 2°.- Las disposiciones de esta ley serán aplicables a los contratos agrícolas con entrega a plazo que consten por escrito, siempre que se trate de la primera transacción de dichos productos.

Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:

a) Contrato agrícola o contrato: aquellos contratos de compraventa de productos agrícolas celebrados entre un productor agrícola y un agroindustrial o un intermediario.

b) Producto agrícola o producto: el que provenga directamente de la agricultura, esto es, aquella materia prima de origen vegetal o animal obtenida del cultivo de la tierra o de la ganadería, sea que se encuentre cosechada o pendiente.

c) Productor agrícola, productor o agricultor: persona natural o jurídica que produce las materias primas a que se refiere la letra b) de este artículo.

d) Agroindustrial: persona natural o jurídica que procese o utilice el producto agrícola. 

e) Intermediario: persona natural o jurídica que concurra a la primera transacción de productos agrícolas como comprador con ánimo de vender, posteriormente, dichos productos.

f) Primera transacción: aquella en la que participen, por una parte, como vendedor, el agricultor y, por la otra, como comprador, el agroindustrial o intermediario.

g) Formulario: extracto electrónico que contiene las menciones del contrato agrícola o las de su modificación o cancelación, que serán publicadas en el registro.

h) Registro: el Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo.

i) Fecha de término del contrato o fecha de término: aquella estipulada por las partes que fija la época de cumplimiento de la última de las obligaciones principales del contrato, esto es, la entrega de los productos vendidos o el pago del precio.

Artículo 4°.- Las partes de los contratos agrícolas que se acojan a la presente ley, deberán suscribir el formulario a que se refiere la letra g) del artículo precedente, ante Notario Público, quien deberá estampar su firma electrónica avanzada. Con todo, el formulario podrá también ser suscrito a través de la firma electrónica avanzada de las partes, y en tal caso no se requerirá la intervención notarial. Una vez suscrito dicho formulario, se incorporará al Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo y producirá los efectos establecidos en el Título IV de esta Ley. 

Para todos los efectos de esta Ley la fecha del contrato será la de su registro.

TÍTULO I

De la inscripción del contrato de compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo, de su modificación y su cancelación
Artículo 5°.- El formulario del contrato agrícola o de su modificación o cancelación, se inscribirá en el registro a que se refiere la letra h) del artículo 3.

Las partes que se acojan a la presente ley deberán autorizar expresamente el tratamiento de los datos que contenga el formulario.

Artículo 6°.- El formulario de inscripción del contrato agrícola contendrá las siguientes menciones:

a) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes contratantes;

b) Fecha de término del contrato agrícola;

c) Rol de avalúo del bien raíz en que se producen los bienes objeto del contrato;

d) En caso de que el productor agrícola no sea el dueño de la propiedad raíz, la identificación precisa del título en virtud del cual explota el predio a que se refiere la letra precedente;

e) La indicación de los productos objeto del contrato;

f) Total de la superficie cuya producción sea objeto del contrato y el rendimiento de la producción estimada en volumen o peso;

g) La indicación de estar comprándose el total o una parte de la producción señalada en el contrato agrícola, de conformidad a la letra f) anterior;

h) La autorización expresa de las partes para el tratamiento de los datos que contenga el formulario;

i) La cláusula penal, en caso de pactarse, que se hará efectiva ante el incumplimiento de cualquiera de las partes y;

j) En general, aquellas menciones que las partes convengan en publicar.

Artículo 7°.- En el formulario de modificación de los contratos agrícolas se registrarán:

a) El número de inscripción que se modifica;

b) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes concurrentes, las cuales deben ser las mismas que concurrieron a la primera inscripción, o sus representantes o continuadores legales y;

c) Toda mención de las señaladas en el artículo anterior que se modifique.

Artículo 8°.- En el formulario de cancelación de los contratos agrícolas se registrarán:

a) El número de inscripción que se cancela;

b) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes concurrentes, las cuales deben ser las mismas que concurrieron a la primera inscripción, o sus representantes o continuadores legales y;

c) Causal que se invoca para la cancelación.

TÍTULO II

Del Registro de Contratos de Compraventa de Productos

Agrícolas con entrega a plazo
Artículo 9°.- Créase el Registro de Contratos de Compraventas de Productos Agrícolas con entrega a plazo, que deberá constar en un sitio electrónico y al que se incorporarán los contratos agrícolas que se acojan a esta ley, su modificación y cancelación, para los efectos que se indican en el Título IV de la misma.

Este Registro es único, rige en todo el territorio de la República, es público y deberá estar permanentemente actualizado, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información incorporada en él. Todo interesado podrá consultar gratuitamente los contratos agrícolas inscritos en el Registro.

El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de su administración y de que dicho Registro cumpla en todo tiempo las normas de la presente ley y de su Reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del Registro a un ente externo, en cuyo caso mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas. El administrador del Registro podrá certificar las inscripciones, modificaciones y cancelaciones que se practiquen. 

Artículo 10°.- Una vez suscrito el formulario de inscripción por todos quienes hubiesen comparecido al acto en conformidad con esta ley y su Reglamento, se incorporará automáticamente y sin más trámite en el Registro. Asimismo, toda modificación o cancelación del extracto ya inscrito, será incorporada de inmediato y sin más trámite al Registro. La fecha de registro del contrato será aquella en que el formulario sea suscrito por la última de las partes que concurran a él.

Artículo 11°.- El Reglamento determinará la forma en que los formularios serán incorporados al Registro, así como los demás aspectos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad.

La incorporación de los contratos al registro se hará por estricto orden de ingreso.

TÍTULO III

De la suscripción de los formularios
Artículo 12°.- La suscripción de los formularios de inscripción, modificación o cancelación, se realizará mediante documento electrónico con firma electrónica avanzada, de un Notario Público o de las partes, si la tuvieran.

El Reglamento determinará la forma en que se deberá acreditar la firma de los formularios por parte de los contratantes.

Los Notarios Públicos sólo podrán cobrar por la firma electrónica avanzada que estampen la tarifa fijada mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Justicia.

Artículo 13°.- Se tendrá por no suscrito el formulario que no fuere firmado por todas las partes que comparecen al contrato, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde la fecha en que se hubiere firmado ante notario, o estampado la primera firma electrónica. 

El Reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario, una vez que las partes hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción de una de las partes, dicho formulario no podrá modificarse posteriormente.

TITULO IV

De los efectos del Registro
Artículo 14°.- El Registro de un contrato efectuado de la forma que se indica en la presente Ley y su Reglamento, lo hará oponible a terceros, dará a las partes los derechos e impondrá las obligaciones que se señalan en la presente Ley. 

Dicha inscripción producirá sus efectos mientras no se cancele mediante el procedimiento establecido en esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, se eliminarán del Registro todas las inscripciones de contratos agrícolas, transcurrido un año contado desde la fecha de término del contrato.

Cuando el contrato se hubiere registrado de acuerdo a lo prescrito en esta ley, el vendedor no podrá vender a terceros la producción objeto del contrato inscrito. En caso de incumplimiento de esta obligación no les será aplicable a las ventas posteriores a la inscripción, lo establecido en el artículo 1817 del Código Civil. 

Quedan exceptuados de lo establecido en el inciso anterior los contratos que recaigan sobre excedentes de una determinada producción o sobre cuotas o partes de la misma producción, que no hubieren sido comprendidos en el contrato registrado originalmente. 

En caso de existir discordancia entre lo señalado en el contrato objeto de inscripción, su modificación o cancelación, y lo consignado en el formulario, primará respecto de terceros, lo establecido en el formulario. 

Artículo 15°.- En caso de inscribirse un contrato agrícola que recaiga sobre una producción que había sido comprometida previamente, en virtud de un contrato agrícola no inscrito, se presumirá la mala fe del vendedor. 

Artículo 16°.- Sin perjuicio de otras normas particulares aplicables, la inscripción del contrato en el Registro hará fe entre las partes:

a) Del hecho de haberse otorgado el contrato respectivo y su fecha;

b) De las partes del mismo; 

c) Del objeto del contrato; 

d) De la fecha de término y; 

e) Las demás disposiciones del contrato.

Respecto de terceros, hará fe de lo señalado en las letras a), b), c) y d) anteriores.

Artículo 17°.- Cuando una persona distinta de quien hubiere comparecido como comprador al contrato agrícola registrado adquiera los productos objeto de dicha convención, ella será para todos los efectos legales, solidariamente responsable con quien hubiere comparecido como vendedor a dicho contrato, por los perjuicios causados a aquel comprador.

La responsabilidad solidaria a la que se refiere este artículo no se extenderá a las ventas posteriores a aquella a la que se refiere la letra f) del artículo 3°.

Para los efectos de esta Ley y de los del Código Civil, se presumirá la mala fe del vendedor y de los terceros adquirentes a los que se refiere el inciso primero del presente artículo.

Artículo 18°.- Cuando las partes hubieren estipulado una cláusula penal para el caso de incumplimiento de las obligaciones contraídas mediante el contrato agrícola, dicha cláusula no podrá exceder del doble del precio máximo determinable conforme al contrato y podrá incluirse en el formulario que se inscriba en el Registro. Un certificado de dicha inscripción emitido por el administrador del Registro constituirá título ejecutivo para todos efectos legales.

Para efectos de la ejecución a que se refiere el inciso anterior, se practicará la avaluación respectiva conforme al artículo 438 número 3° del Código de Procedimiento Civil.

El mérito ejecutivo del título al que se refiere este artículo prescribirá en el plazo de un año contado desde la fecha de término del contrato, o desde que las partes, de común acuerdo, practiquen la cancelación de la inscripción.

Artículo 19°.- La inscripción del contrato conforme a esta Ley, en ningún caso afectará los derechos reales que correspondan a personas distintas del productor agrícola, constituidos sobre el predio en el cual se produzcan los bienes objeto del contrato.

Corresponderá a la contraparte del productor agrícola en los contratos regulados en esta Ley verificar el título al cual el productor explota el predio en el cual se producen los bienes objeto del contrato.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- El Reglamento que se establece para la aplicación de esta Ley deberá dictarse en el plazo de tres meses a contar de su publicación en el Diario Oficial, y será suscrito por los Ministerios de Agricultura y Economía, Fomento y Turismo.

Artículo tercero.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación, se financiará con cargo al ítem de la partida presupuestaria Tesoro Público.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; JULIO DITTBORN CORDÚA, Ministro de Hacienda (S); PABLO LONGUEIRA MONTES, Ministro de Economía, Fomento y Turismo; LUIS MAYOL BOUCHON, Ministro de Agricultura”.
Informe Financiero
Proyecto de ley que crea registro voluntario de contratos de productos agrícolas

con entrega de largo plazo

Mensaje N° 507-360
I. Antecedentes.

Este proyecto de ley tiene por objeto establecer un sistema de inscripción voluntaria de los contratos de compraventa de productos agrícolas en un registro electrónico público, voluntario, nacional y único.

Las disposiciones de esta ley serán aplicables a los contratos agrícolas con entrega a plazo que consten por escrito, siempre que se trate de la primera transacción de dichos productos y cuyas disposiciones sean suscritas a través de formularios certificados mediante firma electrónica en un Registro.


El objetivo del Registro es favorecer los intereses de las partes involucradas al garantizar que los acuerdos registrados en este sistema sean respetados. Por otra parte, el sistema tiene el propósito de entregar información gratuita, actualizada y confiable a terceras personas acerca de los contratos previamente registrados transparentando las negociaciones.


El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo (Minecon) será el organismo responsable de administrar el Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas de Entrega de Largo Plazo, el cual deberá ajustarse a las normas de la ley y su respectivo reglamento. Igualmente, el Minecon podrá licitar la administración del sistema a terceros, manteniendo en todo momento la responsabilidad por el cumplimiento de las normas antes mencionadas.

II. Efecto del proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Se estima un mayor gasto fiscal de $ 185.000 miles en el año de la puesta en marcha; de éstos $ 26.000 miles son gastos permanentes, una vez implementado el Registro de Contratos de Compraventas de Productos Agrícolas.1

Los conceptos de costos de implementación y operación considerados son los siguientes:
Miles de $ 
	Costo de Implementación de Registro
	Año 0
	Año 1
	Año 2
	Año 3

	Costos de inversión
	Desarrollo de software2
	25.500
	0
	0
	0

	Costos de operación
	Recursos humanos3
	24.000
	24.000
	24.000
	24.000

	
	Manten. y servicios4
	0
	2.000
	2.000
	2.000

	
	Servidores5
	65.455
	0
	0
	0

	
	Difusión6
	70.000
	0
	0
	0

	Total
	
	184.955
	26.000
	26.000
	26.000



El mayor gasto que irrogue la presente iniciativa al momento de ser aprobada, será financiado con los del presupuesto de la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño y, en lo que faltare, con recursos del Tesoro Público. El resto de los años se financiará con los recursos que contemple la Ley de Presupuestos para estos efectos en el presupuesto de esa Subsecretaría.

(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos”.

4. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:


Mensaje 002-361. Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con el que inicia un proyecto de ley que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables.

Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

5. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8517-25
	Modifica ley N° 20.502, que crea Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, facultando a los municipios a constituir Consejos Comunales de Seguridad Pública.

	7550-06
	Establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

6. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8825-29
	Establece el día 9 de febrero como el &quot;Día Nacional del Hincha del Fútbol



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

7. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	7719-06
	Perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568 sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

8.
Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones acerca del proyecto de ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones. (boletín N° 8034-15)

“Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros acerca del proyecto de ley, de origen en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones.

En sesión 70ª, de fecha 13 de agosto de 2012, la H. Sala acordó enviar este proyecto de ley a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, para que emita un informe respecto del texto del proyecto aprobado por la Comisión de Ciencia y Tecnología.

El proyecto tiene por objeto crear la Superintendencia de Telecomunicaciones, como un servicio público, funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y cuyas funciones y atribuciones serán las propias de un organismo estrictamente fiscalizador, resolutorio y ejecutor de las normas dictadas por los órganos con competencias normativas de política pública.

Cabe hacer presente, que mediante el decreto ley N°1.762, se creó la Subsecretaría de Telecomunicaciones y que posteriormente, en el mes de octubre de 1982, se dictó la ley 
N° 18.168, General de Telecomunicaciones. No obstante estas normas, el tema de telecomunicaciones ha ido quedando incompleto, en cuanto al ámbito de la competencia que tiene la Subsecretaría de Telecomunicaciones, organismo que abarca las tareas de diseño de políticas y normas, y respecto de las tareas de fiscalización del cumplimiento de estas normas, además, debe aplicar sanciones por incumplimiento de éstas. Esto constituye un doble riesgo: desde el punto de vista institucional, al radicarse ambas tareas en un mismo sujeto, la fiscalización y la sanción de las normas, puede ser contagiada con los objetivos de las políticas a quienes esas normas apuntan y, desde el punto de vista práctico, el hecho de que un mismo órgano deba desempeñar tareas tan distintas, disminuye la posibilidad institucional de concentrarse y especializarse en dichas tareas.

Por otra parte, la Subtel tiene a su cargo otras funciones, tales como: la entrega y caducidad de las autorizaciones para prestar servicios de telecomunicaciones, pero en las de radiodifusión y de televisión, sólo participa respecto del procedimiento de entrega; además, participa intensamente en el proceso de fijación de tarifas para los servicios de telecomunicaciones, sujetos a tarificación, y debe también administrar el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.

Lo anterior ha hecho que distintos académicos, coincidan en que es necesario reestructurar la institucionalidad de la Subtel, además, este mismo criterio está fijado en las directrices que Chile debe adoptar, por su reciente ingreso a la OCDE.

De acuerdo a lo anterior, se ha tomado la decisión de dividir las funciones que ejerce en la actualidad la Subsecretaría de Telecomunicaciones, Subtel, en dos organismos distintos, a saber:

1.- La Superintendencia de Telecomunicaciones, será la encargada de efectuar tareas fiscalizadoras, sancionatorias y autorizatorias, además, será la encargada de establecer la fijación de las tarifas que la ley le determine.

2.- La Subsecretaría de Telecomunicaciones, será el organismo que definirá la política sectorial y deberá dictar las normas pertinentes con el sector.

Por último es necesario destacar, que el mercado de las telecomunicaciones es el único de nuestra economía, que carece de una Superintendencia. Por lo que, junto con la creación de la Superintendencia, se podrá lograr establecer un régimen de sanciones, e instaurar una adecuación del procedimiento de aplicación de las mismas, con fin de reforzar el papel fiscalizador y protector de los usuarios, situación que le corresponde al Estado. 

-o-

Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión contó con la colaboración y asistencia del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma, y de la Jefa de Gabinete del Subsecretario, señora Daniela González.

Además participaron, invitados por la Comisión, las siguientes personas o instituciones:

-El Presidente de Asociación de Telefónicas Móviles (Atelmo), señor Guillermo Pickering De La Fuente, y

-El Presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile, Archi, señor Luis Pardo Sainz.

-El Gerente de la Asociación Regional de Canales de Televisión de Señal Abierta de Chile (Arcatel), señor Rodrigo Moreno Moreno.

-El Presidente de la Asociación Nacional de Televisión (Anatel), señor Eduardo Corona Bozzo.

-La Dirigenta de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones (Afunmtt), señora Margarita Portuguez Gonzalez.

-El Presidente de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (Conadecus), señor Hernán Calderón.

-El Presidente del Consejo Consultivo de Conadecus, señor Guillermo Henríquez.

-El asesor de Conadecus, señor Ernesto Evans.

-o-

DISCUSIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO DE LEY

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que actualmente, las telecomunicaciones conforman el mercado más masivo y el de más consumidores en nuestro país. En el cual, hay 23.000.000 de clientes de red móvil y 3.500.000 de clientes en red fija; 1,8 millones de clientes de televisión pagada; dos millones de conexiones internet fijas por año y diez millones de conexiones móviles de internet al año. Además el 42 por ciento de los hogares están conectados a Internet, entre otras cifras. Por lo que dicha situación, amerita una institucionalidad que esté acorde a esta realidad, ya que es el único mercado nacional en el que un mismo órgano, la SUBTEL, diseña las políticas y normas sectoriales, además fiscaliza y sanciona. Es decir, un mismo órgano es “legislador” y “juez”.

Planteó que las instituciones que están relacionadas con el sector de las telecomunicaciones son, por un lado, la SUBTEL, dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, encargada de la formulación de las políticas y estudios del sector, de administrar el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones (FDT), y de fiscalizar y autorizar las concesiones; además, por otro lado, intervienen el Ministerio de Economía, para la regulación de los mercados, el Servicio Nacional del Consumidor y la Fiscalía Nacional Económica.

Por otro lado, criticó las actuales funciones de la SUBTEL, debido a que su ámbito de competencia se encuentra permanentemente en tensión recíproca, lo cual es incorrecto desde los puntos de vista normativo y práctico. Además, la SUBTEL es el organismo que autoriza las concesiones, participa activamente en la fijación tarifaria y administra el FDT, lo que constituye un escenario institucional que no favorece la especialización. A su vez, la función de fiscalización es reactiva, el monitoreo de la calidad de los servicios es parcial y padece de un serio problema de asimetría de información.

En cuanto al mecanismo sancionatorio, indicó que éste no está plenamente formalizado por ley, ni tampoco se encuentra bien integrado a la ley N°19.880, que Establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado. Además, es frágil desde el punto de vista de las garantías procesales, porque incentiva la litigación y es centralista, junto con mostrar un mecanismo de sanciones asistemático y obsoleto respecto a las actuales características del mercado.

Finalmente concluyó, que existen estudios sobre la materia que demuestran que mayor independencia técnica de una o más funciones en la regulación ayuda a mejorar la inversión y la penetración de los servicios. Además, es indispensable efectuar una separación de roles entre quien regula y quien aplica la norma, lo cual, es una tendencia mundial que se hace desde la década de los 90 y también, es ampliamente adoptada entre países de la región, en donde varias empresas tienen presencia en nuestro país.

-o-

La Jefa de Gabinete, señora Daniela González, señaló que la iniciativa se inserta en un plan estratégico de modernización de la institucionalidad, en materia de telecomunicaciones y que, además, considera otras iniciativas que se desarrollarán progresivamente, pues se deben generar las condiciones para su exitosa implementación. Es por ello, que se propone la creación de la Superintendencia de Telecomunicaciones y una reformulación de la actual Subtel.

Agregó que en ese sentido, la Subsecretaría de Telecomunicaciones continuaría definiendo las políticas regulatorias, los estudios, el desarrollo digital y seguiría a cargo de la administración del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.

A su vez, a la nueva Superintendencia se le encomiendan las funciones de fiscalización, sancionatorias, información de usuarios y las relativas a autorizaciones, salvo las concesiones, las que continúan a cargo de la Subtel.

Por otra parte, precisó que el proyecto se estructura en cuatro títulos, a saber:

Explicó que mediante el Titulo I, se crea la Superintendencia de Telecomunicaciones, como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. También este título regula la naturaleza y funciones, el cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y técnicas que rigen la instalación, operación y explotación de servicios de telecomunicaciones, sus autorizaciones y tarifas, además de las solicitudes de Información, organización, personal y patrimonio.

El Título II, establece las normas para efectuar la fiscalización. En ese sentido, señaló que la Superintendencia podrá además adoptar, con fines exclusivamente cautelares, una o más de las siguientes medidas provisionales: suspender total o parcialmente la instalación de sistemas técnicos para la provisión de los servicios; suspender total o parcialmente la operación o explotación de un servicio y las demás medidas provisionales que establezca la ley. Una vez notificadas cualquiera de las medidas señaladas, la Superintendencia tendrá un plazo máximo de 10 días para instruir un proceso administrativo sancionatorio por los mismos hechos.

El Título III, se refiere a las infracciones y sanciones, los procedimientos administrativos sancionatorios, además de los recursos y normas generales. Destacó que el proyecto distingue entre infracciones gravísimas, graves, y leves. A todas ellas, se les asignan las correspondientes sanciones, debido a la disparidad de sujetos sometidos a la fiscalización. Se aumenta además, el monto de todas las sanciones, atendida la envergadura económica que ha adquirido el mercado de las telecomunicaciones. Además, recalcó que las costas judiciales que se obtengan ingresarán al patrimonio de la Superintendencia.

El Título IV implementa las Disposiciones Generales. A través de éste título, se efectúan adecuaciones respecto de la actual normativa a la nueva institucionalidad, para lo cual, se introducen modificaciones a Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones; al Decreto Ley N° 1.762, de 1977, que creó la Subsecretaría de Telecomunicaciones, y a la ley N° 18.838, que creó el Consejo Nacional de Televisión.

Por último, señaló que el proyecto cuenta con siete artículos transitorios. Dentro de los cuales, se establece el período de transición y es por ello, que se le entrega al Presidente de la República la definición del traspaso del personal de la SUBTEL hacia la Superintendencia.

Destacó que en tal sentido, la Subsecretaría de Telecomunicaciones ha venido desarrollando desde el año 2010, un proceso de preparación para este cambio institucional, impulsando un programa para el nuevo diseño organizacional y mejoramiento de los procesos. Además, durante el año 2011 se invirtieron más de $ 950 millones, en modernización de procesos y equipamientos. También en el año 2012, se ha continuado con la inversión en la automatización de procesos, y para el año 2013 se prevén ejecutar inversiones en equipamiento para efectuar la fiscalización del uso del espectro y además se contemplan las medidas para que los usuarios puedan tener acceso a ChileAtiende, para la gestión de los reclamos.

Finalmente, concluyó que esta iniciativa apunta a efectuar una transformación, para que la nueva institucionalidad apunte a que las funcione que deba efectuar la Superintendencia de Telecomunicaciones, que se crea, produzca un desarrollo en las telecomunicaciones.

-o-

El Presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile, Archi, señor Luis Pardo, señaló que el interés que tiene la agrupación que representa en participar en esta Comisión, se basa en que cuando se sometió a estudio este proyecto por parte de la Comisión de Ciencia y Tecnología, no pudo concurrir para expresar su posición, respecto de esta iniciativa. 

Planteó que la Archi valora la creación de una Superintendencia de Telecomunicaciones, como organismo autónomo, que separe las funciones normativas de las fiscalizadoras.

Expresó que comparte muchas de las mejoras que ha experimentado el proyecto de ley durante su tramitación. Sin embargo, todavía se mantiene algunas aprehensiones que tiene al respecto.

Destacó que con la creación de la nueva Superintendencia, se regulará el sector en dos ámbitos distintos, la radiodifusión sonora y la televisiva, y si bien ambos tipos de servicio coinciden en el uso del espectro radioeléctrico, la naturaleza del mismo es totalmente distinta. Es del caso comprender que dentro de los servicios de telecomunicaciones, se abarca la telefonía móvil y fija y la industria de las telecomunicaciones, que hacen uso del espectro radioeléctrico, por una parte, pero a la vez, son un servicio público regulado. Por otro lado, se encuentran los servicios de radiodifusión sonora y televisiva que hacen uso del espectro radioeléctrico, pero el servicio que prestan es de interés público y no un servicio público, propiamente tal, sin embargo su servicio es de recepción libre y gratuita. Esto último, a su juicio, debe quedar bien definido.

Señaló que la radio y la televisión abierta prestan un servicio de interés público, cuyo contenido está protegido por la Constitución y los tratados internacionales. Sin embargo, les preocupa la circunscripción de las facultades y atribuciones de la Superintendencia al ámbito estrictamente técnico.

Otro aspecto que les merece preparos, es la eventual superposición de competencias. En tal sentido, planteó que debe haber una delimitación clara de los organismos competentes, ya que podría darse el caso de una doble sanción por una misma conducta.

Agregó que hay otro punto que le merece observaciones, es el concerniente al régimen de multas, sanciones y garantías procesales, el que consideran del todo gravoso, dado que la falta gravísima se castigaría con multa de 10 mil UTA, equivalente más o menos a 9,9 millones de dólares; la falta grave se penaría con multa de 5 mil UTA, equivalente a 4,5 millones de dólares, y la falta leve, con 1.000 UTA, equivalente a, más o menos, un millón de dólares.

Hizo presente que la industria de las telecomunicaciones es la más grande del grupo, con ingresos del orden de los 7 mil millones de dólares anuales, luego viene la televisión abierta, con ingresos de alrededor de 450 millones de dólares al año, y más tarde la radio, con 72 millones de dólares anuales. Por lo tanto, solicitó que para la aplicación de las multas, se tenga en consideración la capacidad económica del infractor, además de la naturaleza del servicio y tipos de faltas punibles, ya que en el rubro las faltas son eminentemente técnicas y se encuentran acotadas a una concesión determinada. Por ejemplo, una cadena nacional de radio, tiene alrededor de 48 estaciones a lo largo de todo Chile, sin embargo, la falta la podría cometer sólo una de esas concesiones, suponiendo que altera algún elemento de la naturaleza de la concesión o incurre en alguna falla de orden técnico.

Finalmente, hizo hincapié en un punto que introduce el proyecto, que establece la despenalización de las transmisiones ilegales. Al respecto, sostuvo que la ARCHI denuncia y cierra entre 80 y 100 radios ilegales al año, mediante un equipo técnico jurídico dedicado especialmente al efecto, y que nunca se ha aplicado una pena de cárcel a nadie, sólo la suspensión condicional del procedimiento y el comiso de los equipos, y en tres oportunidades, se ha aplicado una multa. Agregó que en más del 50 por ciento de los casos, se trata de radios de carácter religioso.

Al respecto, informó que con aproximadamente un millón de pesos, se puede implementar una radio y cubrir una comuna, pero con bajísimos estándares técnicos, además de múltiples interferencias a otras señales.

Agregó que toda transmisión ilegal afecta o interfiere a otros servicios legalmente concesionados, de modo que si no existe una norma efectiva para el espectro radioeléctrico, éste se saturará de emisiones ilegales, donde los principales perjudicados serían las radios más pequeñas y las comunitarias, por tener una señal menos potente, junto a los servicios de televisión.

Concluyó que, como agrupación, son partidarios de eliminar la pena de cárcel y rebajar las multas del artículo 36 b, manteniendo el comiso de los equipos, así como la competencia de los tribunales ordinarios para conocer de las causas, previo informe de la Superintendencia.

-o-

El Presidente de Asociación de Telefónicas Móviles (ATELMO), señor Guillermo Pickering, explicó que la Asociación que representa agrupa a cinco empresas de telefonía móvil y que apoya la creación de una Superintendencia de Telecomunicaciones, para separar de una vez por todas, las funciones normativas de las facultades de fiscalización.

Señaló que tiene observaciones respecto de las eventuales futuras funciones del organismo que se crea y que no tiene ninguna observación sobre las actuales facultades fiscalizadoras que desempeña la SUBTEL.

De acuerdo a lo señalado anteriormente, en el proyecto se establece una enorme desproporción entre el daño infringido y el monto de la sanción aplicable, ya que la actual redacción de éste, elimina la mayoría de los artículos del Título VII, De las Infracciones y Sanciones, de la Ley General de Telecomunicaciones, y en su lugar se definen y se clasifican las infracciones en gravísimas, graves y leves, aumentando el monto de las multas, agravando las sanciones. Ello constituye un cambio jurídico, que cuando se hizo, no se tuvo en cuenta el régimen que se debe considerar para que cuando los operadores de telecomunicaciones deben postular a las licitaciones.

Planteó que dicha modificación, está basada en el modelo utilizado por las Superintendencias de Medio Ambiente y de Electricidad y Combustibles, las cuales controlan situaciones de distinta índole y gravedad.

Advirtió que en tal sentido, no se puede comparar con una actividad que puede generar un daño permanente a un ecosistema o un hábitat natural, o con proyectos de generación y distribución de energía eléctrica o gas, sobre todo, si en estos mercados se observan monopolios naturales a nivel minorista, donde no se genera un mercado competitivo con los clientes, con aquellas derivadas de un servicio de telecomunicaciones. Agregó que si se insiste en esto, se podría producir un desequilibrio en el régimen de inversiones del sector de las telecomunicaciones.

Por lo tanto, la Superintendencia debería ceñirse a las sanciones dispuestas en la actual Ley General de Telecomunicaciones, según las infracciones previstas en ese cuerpo normativo, puesto que dicho escenario fue el que asumieron los concesionarios y permisionarios de telecomunicaciones al postular a la concesiones o permisos actualmente vigentes.

Además, se mantiene el modelo tradicional de fiscalización, en lugar de emplear modelos más contemporáneos, como el de la fiscalización por competencia, sobretodo en un mercado competitivo como el de las telecomunicaciones.

La segunda observación, tiene relación con un enorme desequilibrio que existe entre las potestades del órgano fiscalizador y los derechos del fiscalizado, ya que el diseño institucional implementado persiste en el error de concentrar en un solo órgano unipersonal las potestades de interpretación técnica, de investigar las infracciones a la normativa sectorial, acusar y sancionar su incumplimiento, contradiciendo las recomendaciones de organismos especializados, tales como la OCDE y la ITU.

Por otra parte, criticó la pérdida de objetividad que se produce, por cuanto es la propia Superintendencia quien interpretaría la norma técnica y sancionaría de acuerdo a esa interpretación. Ello, ya que a su juicio, sería absolutamente pernicioso, desde el punto de vista de la objetividad del órgano que detenta la potestad de imponer sanciones, pues podría generar un incentivo perverso, para ajustar la interpretación de la norma técnica, a efectos de imponer la sanción que la autoridad desea aplicar.

Planteó, que existe una amplia discrecionalidad de parte del Superintendente, respecto de su potestad sancionatoria, siendo él quien designa las funciones de cada unidad, entre las que se encuentra la instrucción de la investigación, y la aplicación de las sanciones, no lográndose el objetivo de neutralidad e independencia, planteado por el Presidente de la República en el proyecto de ley.

Señaló que también es discutible, que la Superintendencia tenga incentivos para dictar medidas cautelares a discreción, ya que no se contemplan medidas compensatorias o indemnizatorias hacia los afectados, en caso de no comprobarse la situación que habría originado la imposición de tal medida cautelar.

En mérito de lo anterior, indicó que, a su juicio, el proyecto podría adolecer de criterios definitorios para la aplicación de la medida cautelar, como sí han sido definidos en otras Superintendencias, tales como la SEC, que exige acreditar una causa legal para adoptar la medida cautelar consistente en la administración transitoria de la concesión.

También, a través de las medidas cautelares deben buscar garantizar la continuidad del servicio al usuario final, y sólo en casos debidamente justificados, en virtud de causa legal, llegar a la instancia de afectar el servicio proporcionado. Por otra parte, las consecuencias que la medida provisional impuesta, no serán aplicables para efectos de las indemnizaciones y descuentos previstos en el artículo 27º de la Ley General de Telecomunicaciones.

Señaló además, que la facultad de verificación e investigación es responsabilidad de la Superintendencia, para lo cual, el proyecto la dota de patrimonio propio, por lo que no tiene justificación que sean las mismas operadoras las que financien esta labor. Por lo tanto, sugirió que se debe eliminar la facultad descrita en el artículo 4°, respecto de requerir auditorías a costa de los operadores.

También solicitó incluir en la definición de operadores a todos los suministradores de servicios, no sólo a concesionarios, permisionarios y licenciatarios, ya que para poder supervigilar el accionar de todo el sector de telecomunicaciones, se debe incorporar a los suministradores de servicios complementarios y a los suministradores de servicios de acceso a internet en el artículo 3º, letra b), del proyecto. En mérito de lo cual, no se debería emplear la expresión “operadores”, puesto que este término no está recogido en la Ley General de Telecomunicaciones. Ello genera dudas interpretativas, sobre todo, si se tiene en cuenta la densidad normativa que se puede observar, en el sector de las telecomunicaciones.

A su vez, solicitó rebajar el plazo de prescripción de tres años definido en proyecto para las infracciones, por considerarlo muy amplio, si se tiene en cuenta que las infracciones administrativas se deben asimilar a las faltas, cuestión que ha sido reconocida por la jurisprudencia de la Corte Suprema. Tal situación, genera una incertidumbre, dado que la Superintendencia tenga un plazo para formular un cargo, lo cual, intensifica el desequilibrio existente en el diseño institucional entre las potestades del regulador y los derechos del regulado. A lo anterior, habría que agregar que no se explicita a partir de cuándo se computará dicho plazo.

Por otra parte, las sanciones asociadas a las infracciones graves y gravísimas, que representan una afectación tan intensa en los derechos de las concesionarias, principalmente el derecho de propiedad, deberían ser objeto del control más riguroso posible: el control jurisdiccional. Así, para el caso en que la Superintendencia formule un cargo por una infracción grave o gravísima, será competencia de los tribunales de justicia, para la imposición de la multa. Sólo de esa manera, se resguardan debidamente los derechos constitucionales de las concesionarias.

Planteó además, que las superintendencias son organismos autónomos, lo que implica que en el orden administrativo no hay a su respecto recurso jerárquico, como el que existe contra la Subsecretaría ante el Ministro, sino solamente recurso de reposición. Por otro lado, no están sujetas a la toma de razón de la Contraloría General de la República sino en aspectos puntuales, y tampoco se contempla el recurso de ilegalidad. En ese aspecto, el artículo 42 sólo se refiere a la impugnación de las resoluciones que aplican sanciones, lo cual se aparta del régimen de las superintendencias en Chile. En tal sentido, estima imperioso que se establezca un recurso similar al que contempla en el artículo 19 de la ley N° 18.410, orgánica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, y en el artículo 32 la ley N° 18. 902, que creó la Superintendencia de Servicios Sanitarios, que permita a los afectados reclamar ante la corte de apelaciones respectiva, de toda resolución de la Superintendencia, que se estime contraria a la ley y reglamentación aplicable.

Señaló que existe un tercer punto observado, el que dice relación con que, a su juicio, persiste una innecesaria superposición de competencias entre la Superintendencia y otros organismos.

Al respecto, indicó que actualmente existen superposiciones de competencias entre distintos organismos, por ejemplo, el SERNAC y la SUBTEL, frente a la interpretación de artículo 27º de la Ley General de Telecomunicaciones, respecto de indemnizaciones y descuentos a los usuarios, lo que se traduce; por una parte, en una duplicidad de investigaciones y gestiones, con la consiguiente pérdida de eficiencia, tanto desde el punto de vista del Estado como del regulado; y por otra, en la trasgresión del principio Nos Bis in Idem, que estipula que nadie pude ser castigado dos veces por el mismo hecho.

A lo anterior, habría que agregar que dicha superposición está resuelta en el ordenamiento jurídico vigente. En efecto, el artículo 2 bis B de la Ley del Consumidor es claro al establecer que en caso de duda sobre el régimen legal aplicable, deberá prevalecer, de acuerdo al principio de especialidad, el derecho del consumidor.

Además, se debe destacar que si se le atribuye al ente regulador la función de velar por la calidad de servicio que las empresas reguladas prestan al usuario, indudablemente se cae en una duplicidad de competencias innecesarias, en un mercado altamente competitivo, puesto que además del propio mercado, ya existe una institucionalidad consolidada, como lo es el Sernac, encargada de proteger los intereses de los usuarios en tanto consumidores.

Finalmente, criticó que persiste una confusión de funciones respecto de los procesos tarifarios, los cuales, a su juicio, deben ser llevados por la SUBTEL y no por la Superintendencia.

-o-

El Presidente de la Asociación Nacional de Televisión (ANATEL), señor Eduardo Corona Bozzo, señaló que tal cual han manifestado públicamente, ANATEL y sus asociados consideran muy positiva la iniciativa de crear una Superintendencia de Telecomunicaciones, a efectos de dar un mejor cumplimiento y una adecuada fiscalización al marco normativo del sector.

Sin perjuicio de ello, planteó algunas observaciones respecto del proyecto en estudio, las que tienen que ver con su mejor eficacia y con su voluntad de colaboración para la creación de un estatuto nítido, adecuado y que contemple de un modo fluido las realidades de los distintos medios regulados.

Destacó que el proyecto cubre realidades diferentes, incluso las regidas parcialmente, por la Ley General de Telecomunicaciones, como es el caso de la telefonía, la radiodifusión sonora y la radiodifusión televisiva. Es por ello, que es necesario tener presente, para que el proyecto no resulte desfasado, que la diferencia entre un servicio público regulado, como es la telefonía, y un servicio de interés público de recepción libre gratuita, como lo es la radio y la televisión, estriba en que el primero es un mercado regulado, donde los ciudadanos pagan a un privado que explota una concesión, no sólo de espectro sino de una porción del mercado, lo que abre la posibilidad a la creación de un conjunto de faltas y sanciones relacionadas con temas económicos, de grandes volúmenes, versus la radio y la televisión, que sólo deben ser reguladas respecto del uso del espectro y aspectos jurídico-formales, por lo que además de ser industrias de tamaños diferentes, la naturaleza de las materias reguladas son muy distintas.

Señaló que por esta razón, solicita que las multas que se establecen para sancionar diferentes situaciones, se diferencien de acuerdo a los distintos sectores, cuya naturaleza es distinta.

Indicó que hay otro aspecto que recoge el proyecto, que se refiere a la penalización de las conductas que importen transmisiones ilegales de telecomunicaciones, no sólo porque las interferencias que producen afectan a los servicios que el Estado ha cohesionado, y por ende causan grave daño al buen uso del espectro radioeléctrico, sino también porque una transmisión ilegal impide a los ciudadanos acceder libremente a los servicios de radio o televisión legalmente establecidos.

Por lo tanto, expresó que la Superintendencia no tendría sentido, si el uso ilegal del espectro no fuera sancionado, pues las transmisiones ilegales son constitutivas de una infracción tanto a la normativa sustantiva del sector como también a las pretensiones de control y fiscalización de ésta.

Advirtió que cualquier decisión legislativa que represente una morigeración de las sanciones a tales transmisiones ilegales, no sólo implica una desprotección a los derechos de las concesionarias, sino que se produce un elemento contrario a las obligaciones que emanan del Reglamento Internacional de las Telecomunicaciones y de los tratados internacionales, que delegan en los estados la facultad de administrar técnicamente el espectro radioeléctrico.

Manifestó que en lo referente a la solicitud de información, que requiere la Superintendencia a los entes regulados, que si bien parece más acotada que en el proyecto original, al relacionarla con las atribuciones propias del órgano solicitante, planteó que sería indispensable, establecer los límites legales en la entrega de dicha información, conforme lo establece la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, tales como aquellas cuya entrega importe afectación de derechos de terceros y las que, por mandato de la Constitución o de otros cuerpos legales, sólo sean susceptibles de ser solicitadas en virtud de una orden judicial. A su vez, pidió que ello se refleje también en el párrafo sobre sanciones, pues la no entrega de información se considera una infracción gravísima.

En relación con el artículo 42, que se refiere al requerimiento que se pide ante la Corte de Apelaciones respectiva, explicó esto se establece como una posibilidad respecto de las resoluciones del Superintendente o del Ministro, según sea el caso. En este caso no se visualiza, ninguna intervención del Ministro, ni debiera haberla, pues la Superintendencia se define como un órgano descentralizado. Por otra parte, tampoco se indica si la resolución de la Corte de Apelaciones, será susceptible de algún recurso o no.

Reconoció que el proyecto ha experimentado una notable mejoría en términos de equilibrar la capacidad de los sujetos regulados, respecto del órgano fiscalizador para ejercer sus derechos, formular descargos y apelar de las sanciones. Sin embargo, estimó que algunos aspectos del proyecto aún deberían perfeccionarse, como el tema de la prescripción actual, de las faltas en la Ley General de Telecomunicaciones que es de 6 meses, mientras que en el proyecto se eleva a 3 años, lo que parece excesivo. Además, respecto del artículo 17, que faculta a quienes ejecutan las labores de fiscalización, a solicitar el auxilio de la fuerza pública, con facultades de descerrajamiento, podría homologarse a la letra c) del artículo 39 de la ley, que crea la Fiscalía Nacional Económica, y que sea autorizada mediante petición fundada y con la aprobación previa del Superintendente, al Ministro de la Corte de Apelaciones que corresponda, de acuerdo al turno, en vez de un tribunal civil, ya que la facultad de ingresar con la fuerza pública, no puede quedar supeditada a la decisión de un fiscalizador, sin conocimiento del Superintendente, y remitida a un mero trámite ante el Juez Civil.

Finalmente, respecto de la facultad interpretativa que tendrá la Superintendencia de Telecomunicaciones para aplicar sanciones, solicitó que se deje constancia en la historia fidedigna de la ley, que la Superintendencia no posee facultad reglamentaria y queda sujeta a la facultad de la Controlaría General de la República para interpretar vinculantemente la ley, a efectos de su aplicación por los servicios que controla.

-o-

El Gerente de la Asociación Regional de Canales de Televisión de Señal Abierta de Chile (Arcatel), señor Rodrigo Moreno, expresó su apoyo respecto del proyecto de ley en estudio y manifestó que la creación de la Superintendencia de Telecomunicaciones, es muy importante debido a que se establece una adecuada división de funciones, entre los distintos órganos asociados a las telecomunicaciones, separando el establecimiento de políticas públicas y el ámbito sancionatorio.

Aclaró que el proyecto original no hacia distinción, en cuanto a la naturaleza del servicio ni al tamaño de las empresas, que funcionan en el ámbito de las telecomunicaciones. Sin embargo, valoran que esa situación haya sido subsanada en la Comisión de Ciencia y Tecnología. Por lo tanto, concuerda con que se excluya del ámbito de competencia de la Superintendencia, la facultad otorgada al Consejo Nacional de Televisión, en los incisos segundo y tercero del artículo 1° de la Ley N° 18.838, así como cualquier otra facultad referida al control de los contenidos transportados por los servicios de telecomunicaciones.

En relación con la facultad que se entrega a la Superintendencia, para decretar la suspensión preventiva del servicio, advirtió que la potestad para aplicar esa sanción, hoy pertenece al Consejo Nacional de Televisión, y que su concreción requiere de un procedimiento administrativo previo. En tal sentido, compartió la modificación, para cuando se trate de servicios de radiodifusión televisiva y se requieran las medidas cautelares al Consejo Nacional de Televisión. Agregó, que ello es muy relevante para los medios de comunicación, porque de otra manera, la aplicación de dicha medida podría vulnerar la libertad de expresión, consagrada en el número 21 del artículo 19 de la Constitución Política.

Manifestó que respecto de las sanciones que podrá establecer la Superintendencia de Telecomunicaciones, es muy acertado salvaguardar el que para los casos de concesiones de servicios de radiodifusión televisiva, sea el Consejo Nacional de Televisión el ente que determine la caducidad del servicio, por las causales previstas en la Ley N° 18.838, por lo que solicitó respaldar esta figura.

Planteó que en el mismo artículo 24, se incorpora la salvaguarda sobre los servicios de telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión, para lo cual, se establece una multa que será, de hasta 1.000 Unidades Tributarias Anuales. En tal sentido, solicitó que se agregue, que para los canales de televisión regionales, locales y comunitarios, la multa sea de hasta 200 Unidades Tributarias Mensuales. Por cuanto, ello sería coherente con el acuerdo tomado en la Comisión Unida de Televisión Digital. En razón que es necesario considerar, que aplicar 1000 Unidades Tributarias Mensuales, para los canales de televisión local, es un monto prácticamente expropiatorio.

En cuanto al artículo 17 del proyecto, reparó que tratándose de medios de radiodifusión sonora y televisiva, quienes ejecutan las labores de fiscalización, sólo debieran requerir documentación de carácter técnico. Asimismo, los fiscalizadores tampoco deberían acceder a instalaciones donde se encuentren equipos, que no guarden relación con los aspectos técnicos.

Finalmente señaló, que el Superintendente de Telecomunicaciones debería resolver y establecer las razones fundadas para solicitar el ingreso de la fuerza pública, ante el Juez de Letras en lo Civil que corresponda, mientras que en el proyecto sólo se considera el criterio de un fiscalizador.

-o-
La Dirigente de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones (Afunmtt), señora Margarita Portuguez, manifestó que sin perjuicio de valorar la iniciativa legal, dada la especialización de las funciones que garantiza, a la Asociación le preocupa lo que establece el Artículo Primero Transitorio del proyecto, donde se faculta a al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la ley, se establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular, entre otras materias, fijar la planta de personal, el inicio de su vigencia y la dotación máxima de la Superintendencia de Telecomunicaciones, la que no estará sujeta a la limitación del inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, así como el régimen de remuneraciones que le será aplicable. Agregó que el encasillamiento en esta planta considerará personal de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.

Señaló que del mismo modo, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la fijación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1 de la ley N° 19.553, el artículo 5 de la ley N° 19.528 y el artículo 17 de la ley N° 18.091, cuando corresponda, en su aplicación transitoria.

Concluyó que como funcionarios del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, encargados del área relativa a las materias a telecomunicaciones y afectos al reencasillamiento, les preocupa lo relacionado con la estabilidad laboral y el respeto a la carrera funcionaria, ya que observan que se dota de amplias facultades al Superintendente, para despedir a los funcionarios, lo que, eventualmente, no les brinda garantías ya que se podría prestar para arbitrariedades. Agregó que en tal sentido, en el artículo 12 del proyecto, se establecen nuevas causales de vacancia en el cargo, además de las previstas en el Estatuto Administrativo, tales como las necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio, fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.

-o-
El Presidente de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS), señor Hernán Calderón, quien señaló que la creación de organismos reguladores, ha sido la respuesta de los gobiernos para fiscalizar y regular diversas actividades económicas, a recomendación de los organismos internacionales.

Explicó que los consumidores y usuarios chilenos, en hechos públicos y recientes, han sufrido un sin número de abusos de parte de diversas empresas, debido a omisiones, falta de fiscalización oportuna, o por no cumplir con atribuciones establecidas dentro de sus funciones en actividades reguladas por superintendencias, entre otras causas, lo cual ha significado un perjuicio significativo para los consumidores y usuarios, además de dañar la credibilidad de las instituciones.

Agregó que ante ello, los consumidores han reaccionado presentando reclamos masivos ante el Sernac, o en asociaciones de consumidores, entidades que persiguen en tribunales las indemnizaciones y responsabilidades de estas empresas.

Destacó que, a su juicio, las superintendencias en nuestro país no han cumplido un rol de defensa de los derechos de los consumidores y usuarios, más bien han estado preocupadas de la estabilidad de las actividades y no de su rol fiscalizador. Además, muchas de las propias circulares emitidas por las Superintendencias, al aplicarse, han significado incluso nuevos abusos por parte de las empresas en contra de los consumidores. En tal sentido, cita a la Comisión Económica y Social de la Unión Europea, CESE, Organismo que considera que los reguladores nacionales deben promover no sólo la transparencia de la información y del proceso de toma de decisiones, sino también favorecer el equilibrio de los intereses en juego, tales como sectores económicos regulados y consumidores, apoyando y discriminando positivamente a las organizaciones que representan los intereses de los consumidores.

Recomendó que para la creación de una Superintendencia de Telecomunicaciones, se contemple que la ley N° 19.496, de Defensa de los Derechos del Consumidor, tenga plena vigencia para todas las actividades reguladas por ésta, y no supletoriamente, tal como sucede hoy con otras superintendencias. También, que se defina su rol no sólo respecto a la estabilidad y solvencia de la industria sino que respecto de la protección de los consumidores, creando un comité de conducta con integrantes de la industria, el Sernac, organismos reguladores y representantes de los usuarios. A su vez, que todas las circulares, resoluciones o autorizaciones que emita, deban obligatoriamente ser consultadas al Sernac antes de entrar en vigencia, para que éste se pronuncie, en cuanto puedan afectar a los consumidores.

Consideró necesario para la independencia del futuro Superintendente, que su designación sea a través de una terna propuesta por el Presidente de la Republica al Senado, órgano que debiese elegir por mayoría simple, que su cargo tenga una duración de 8 años y que su sistema de remoción sea el mismo procedimiento que se aplica a los jueces.

Planteó en relación con el domicilio que se establece para la Superintendencia: la ciudad de Santiago, que ello podría significar el no tener fiscalizadores en las regiones, y que los usuarios de servicios, al detectar una infracción, no puedan concurrir al ministro de fe para constatar la infracción y así ejercer su acción en tribunales.

Concluyó que el modelo aplicado en Chile para la regulación del sector de las telecomunicaciones, es el modelo tradicional en este ámbito: una subsecretaria incorporada en el ministerio del sector, esquema aplicado en Francia y Japón. Sin embargo, en los casos de Francia y Alemania, los operadores también reportan al ministerio del sector. Plantea que este modelo tiene ventajas sobre los otros sistemas, ya que aminora significativamente el riesgo de captura del organismo regulador por parte de la industria, además dispone de las atribuciones suficientes para regular, fiscalizar, normar y sancionar, y tiene la función de implementación de las políticas públicas. Sin embargo, tiene el inconveniente de no resguardar la independencia de los gobiernos de turno, no obstante, el grado de autonomía es muy superior al de otras agencias formalmente más independientes.

Agregó que el modelo que se propone en el proyecto de ley es de autoridad unipersonal, similar al aplicado en las actuales superintendencias de Chile, que es precisamente el que tiene más riesgos de captura por parte de la industria, y lo que necesita el país, a su juicio, es un organismo con las fortalezas suficientes para enfrentar una industria que tiene el primer lugar nacional en el ranking de reclamos de los usuarios, posee una falta de estabilidad en sus servicios, fallas permanentes, conductas abusivas y cobro de precios por sus servicios dentro de los más caros del mundo. Por ello, considera que la actual entidad contemplada cumple con los objetivos, pero debiera fortalecérsela aun más, entregándole los recursos y dándole la relevancia necesaria para cumplir con sus atribuciones.

-o-
El Presidente del Consejo Consultivo de Conadecus, señor Guillermo Henríquez, destacó el avance que significó la creación de la Subtel en el año 1977. Sin embargo, en la actualidad se encuentra incompleta, ya que sería juez de sus propias normas, al diseñar y fijar políticas públicas, además de sancionar. Y ante ello la OCDE recomienda órganos independientes. Por lo tanto, la nueva Superintendencia de Telecomunicaciones, a su juicio, debe contemplar un procedimiento administrativo sancionatorio, pronunciarse respecto de las autorizaciones para los nuevos entrantes en el mercado de las telecomunicaciones, velar por el correcto uso del espectro, de la recolección de información relevante, de la clasificación de las sanciones, y además revestir una especial preocupación por el respeto de los derechos de los usuarios.

Por último señaló, que la OCDE definió la convergencia como el proceso en el que las redes y servicios de comunicaciones, que anteriormente fueron consideradas por separado, comienzan a transformarse, de modo que diferentes plataformas de red soportan servicios similares, ya sean de voz, audiovisuales o de transmisión de datos; diferentes terminales de usuario y servicios similares. Y en Chile falta una instancia institucional que dé cuenta de la experiencia de este nuevo consumidor convergente, fuera del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 

-o-


El asesor de Conadecus, señor Ernesto Evans, destacó que el proyecto de ley contempla fuertes multas para las empresas que transgredan las normas. En tal sentido, propone que los fondos recaudados por concepto de multas, vayan en beneficio directo de los usuarios perjudicados.

-o-
I. INDICACIONES PRESENTADAS EN LA COMISIÓN.

INDICACIONES APROBADAS.

1.- Los Diputados señores Latorre y Venegas formularon una indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al Artículo 1°, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“El Superintendente deberá dar cuenta anualmente ante la H. Cámara de Diputados de su gestión, de los planes de fiscalización a implementar, del número de procedimientos sancionatorios iniciados, del número de sentencias y sanciones impuestas, del número de reclamos recibidos y en general, del estado del mercado de las telecomunicaciones.”.

El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declara inadmisible la indicación.

El Diputado señor Venegas, solicitó que se vote la admisibilidad de la indicación. Su petición la fundamentó en que la indicación establece la obligación para el Superintendente de informar anualmente a la Cámara de Diputados respecto de su gestión, lo que posibilita una mejor fiscalización y control de la Superintendencia, sobre todo, en un medio de gran impacto en la población y en el que se manejan altas sumas de dinero.

Agregó que, a su juicio, la indicación sería admisible, dado que sólo se establece la obligación de informar, lo que no implica recursos extraordinarios de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la obligación de informar por parte del Superintendente, se encuentra establecida en la letra s) del artículo 3°, sólo que ésta se trataría de una cuenta pública a través de la página web de la institución, y no a la Cámara de Diputados.

-Puesta en votación la admisibilidad de la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores García, don René Manuel; Hasbún; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo, y Tuma y por la misma votación fue aprobada la indicación.

2.- El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar en el inciso primero del Artículo 2° la frase “la operación del régimen de autorizaciones”, por “el procedimiento autorizatorio”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación tiene por objeto, cautelar la puesta en marcha de la televisión digital y hacer concordante el proyecto, con la ley del Consejo Nacional de Televisión.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores García, don René Manuel; Hasbún; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Tuma, y Venegas.

3.- El Ejecutivo formuló una indicación para suprimir en el inciso segundo del Artículo 2° la expresión “los incisos segundo y tercero del”, y agregar, a continuación de la expresión “como”, lo siguiente: “en el otorgamiento y modificación de concesiones, salvo las funciones que dicha ley le otorgue en esta materia y”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, destacó que la indicación se encuentra en concordancia con la anterior, cuyo objeto es readecuar la redacción de la ley para que sea coherente con la ley del Consejo Nacional de Televisión.

El Diputado señor Juan Carlos Latorre hizo presente que se encuentra poco clara la postura de la Superintendencia, respecto de los contenidos de los programas que se emiten.

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que a través del proyecto de ley se separan los roles, por lo que la Superintendencia se ocupará sólo de aspectos técnicos, ya que la supervisión de los contenidos, queda entregada al Consejo Nacional de Televisión.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Tuma, y Venegas.

4.- El Ejecutivo formuló una indicación para modificar la letra b) del Artículo 3°, de la siguiente forma:

i) Incorporar después de la palabra “necesario”, la frase “y cumplir las demás funciones que señale expresamente la normativa sectorial en los procedimientos”.

ii) Reemplazar la expresión “las concesiones” por “la operación o explotación de los servicios concesionados”.

iii) Incorporar después de la palabra “suspender”, la primera vez en la que aparece, la frase “, certificar la extinción”.

iv) Agregar antes del punto a parte (.) la expresión “conforme a lo establecido en el artículo 16 de la presente ley”.

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, señaló que a través de esta indicación se precisa la redacción de la norma, pues con ella las competencias de la Superintendencia no se reducen sólo a emitir el informe técnico.

Además, se precisa que lo que se suspende, es la operación de los servicios concesionados, no la concesión, propiamente tal. A su vez, se agrega una referencia al artículo 16, que regula la suspensión, como medida cautelar.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Tuma, y Venegas.

5.- El Ejecutivo formuló una indicación para introducir las siguientes modificaciones a la letra c) del Artículo 3°:

i) sustituir “las frecuencias del espectro radioeléctrico se usen en la forma y dentro de las bandas definidas por la normativa sectorial”, por “los servicios de telecomunicaciones y aquellos a que se refiere el inciso 6° del artículo 8° de la ley N° 18.168 operen o se exploten en la forma señalada por sus autorizaciones y la normativa sectorial y dentro de las bandas definidas por la respectiva autorización”.

ii) Remplazar las expresiones “concesionada” y “concesionado”, por “correspondiente” y “autorizado”, respectivamente.

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, señaló que con la presente indicación se precisa el lenguaje técnico de la norma. Además, precisó la Superintendencia fiscaliza los servicios de telecomunicaciones y no las frecuencias.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Tuma, y Venegas.

6.- El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar en la letra d) del Artículo 3° la palabra “transmitan” por “operen”.

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, señaló que con la indicación se busca aclarar que, si bien es cierto, la facultad de la Superintendencia se ejerce respecto de equipos que transmitan señales, también se ejercita respecto de aquellos que las reciben.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Tuma, y Venegas.

7.- El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir en la letra e) del Artículo 3° la denominación “Subsecretaría” por “el Ministerio”.

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge, precisó que quien aprueba los proyectos técnicos es el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones al momento de otorgar la concesión, de la cual el proyecto técnico, forma parte integrante.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Tuma, y Venegas.

8.- El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar en la letra f) del Artículo 3°, después del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), lo siguiente: “Los requeridos por la Superintendencia en uso de la presente facultad, sólo podrán exceptuarse de entregar la información solicitada, invocando una norma legal sobre reserva o secreto.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que esta indicación fue recogida por el Ejecutivo durante las audiencias públicas celebradas por la Comisión para el estudio del proyecto de ley, y tiene por objeto evitar abusos en el ejercicio de la facultad de pedir información.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

9.- El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar en la letra j) del Artículo 3°, al inicio de dicho literal, la expresión “Liquidar el monto y”.

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, señaló que la presente indicación tiene por objeto despejar dudas respecto de explicitar una facultad que hoy existe. Ello porque los derechos se expresan en unidades reajustables, pero luego deben liquidarse a pesos para su respectico pago en Tesorería General de la República.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

10.- El Ejecutivo formuló una indicación para modificar la letra o) del Artículo 3°, de la siguiente forma:

i) Suprímase la coma que sigue a “público” y agréguese después de la palabra “privado”, la expresión “, todas”.

ii) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “que regule el respectivo registro”, por “para cuya aplicación se estará a lo dispuesto en el Título II de la presente ley”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, advierte que la presente indicación tiene por objeto indicar el procedimiento a aplicar cuando la Superintendencia pretenda suspender o cancelar la inscripción en el registro.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

11.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma, formularon una indicación para efectuar las siguientes modificaciones al Artículo 4°:

i) Sustituir la frase “sujetos sometidos a fiscalización” por “operadores”.

ii) Reemplazar la palabra “tener”, por la expresión “indicar que le asiste”.

iii) Reemplazar la expresión “presunción, fundada”, por “presunción fundada, expresada”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que a través de la presente indicación, se busca obtener la facultad para pedir información respecto de los concesionarios, de los permisionarios y de los licenciatarios, y que la resolución del Superintendente, decrete la solicitud de información auditada, y que ésta se haga en base a una presunción fundada.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

12.- Los señores Latorre y Venegas formularon una indicación para agregar en la letra c) del inciso segundo del Artículo 5°, entre la palabra “necesarias” y el punto a parte (.), la frase “de conformidad a esta ley”.

El Diputado señor Venegas señaló que sin perjuicio que la función descrita en el literal debe cumplirse conforme a la ley, pues además se trata de una exigencia constitucional, por lo que considera pertinente explicitar el parámetro.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

13.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma, formularon una indicación para intercalar en la letra a) del Artículo 15, entre la expresión “fiscalización” y el artículo “la”, la frase “, a través de sus representantes legales o las personas que se designen al efecto,”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la indicación tiene por objeto precisar que la información que se requiera en el marco de un proceso de fiscalización, se haga a través de las personas que tienen la representación del fiscalizado.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

14.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para reemplazar en la letra b) del Artículo 15 la palabra “quienes”, por la expresión “los sujetos fiscalizados que”.

El Diputado señor Hasbún, manifestó que la indicación persigue precisar la redacción del literal, para que se señale expresamente que se refiere a los sujetos fiscalizados, que se encuentren en el lugar.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

15.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formulan una indicación para intercalar en el inciso primero del Artículo 16, entre las palabras “daño” e “inminente”, la expresión ““grave e”; y antes de la denominación “la Superintendencia”, la frase “y siempre que la adopción de la medida sea indispensable para evitar dicho daño,”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la indicación tiene por objeto exigir que el daño que se pretende evitar, sea no sólo inminente sino también grave. Además, se exige que la medida sea pertinente para evitar el daño.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

16.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para intercalar en el inciso primero del Artículo 16, a continuación de la frase “inminente a”, la expresión “la salud de”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que con la presente indicación se delimita expresamente, que para decretar una medida cautelar, se debe configurar un daño inminente y que sea grave para la salud de las personas, las cosas y para la operación de los servicios de telecomunicaciones. Por lo tanto, manifestó el parecer favorable del Ejecutivo respecto de la misma.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

17.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para suprimir en la letra b) del inciso primero del Artículo 16 la palabra “tanto”; reemplazar la expresión “, como”, por “será comunicada al Consejo Nacional de Televisión y, si se justificare,”; reemplazar la palabra “requerirán”, por “requerirá”; y reemplazar “al Consejo Nacional de Televisión”, por “a dicho Consejo”.

El Diputado señor Hasbún, explicó que con esta indicación se busca precisar que la medida de suspensión de las transmisiones se solicite al Consejo Nacional de Televisión, pero que la orden de adecuarse a la normativa la realice la Superintendencia y, a su vez, ésta la informe al CNTV.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

18.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en el inciso segundo del Artículo 16, entre las frases “una sola vez” y “mediante resolución fundada”, la frase “, por el mismo plazo,”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la presente indicación busca precisar, que la prórroga para iniciar el proceso sancionatorio sólo puede aplicarse una sola vez, y por los mismos 10 días. Y de esa manera no establecer que el plazo sea indefinido, a través de sucesivas prórrogas.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

19.- Los Diputados señores Latorre y Venegas formularon una indicación para reemplazar en el inciso primero del Artículo 17 la oración “Quienes ejecuten las labores de fiscalización”, por “Los fiscalizadores”.

El Diputado señor Auth señaló que tal como se encuentra redactado el artículo, existiría la posibilidad de encomendar cualquiera la labor de fiscalización.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó su parecer favorable a la indicación, ya que no es intención del Ejecutivo de tercerizar las labores de fiscalización. Sin embargo, propuso que se sustituya palabra “Quienes”, al comienzo del inciso primero, por “Los funcionarios que”, para precisar de una mejor manera.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; y Pérez, don Leopoldo. Además, la Comisión acordó facultar a la Secretaría de la Comisión para adecuar la redacción de la indicación, la que quedó de la siguiente forma:

“Los Diputados señores Latorre y Venegas proponen reemplazar en el inciso primero del Artículo 17 la palabra “Quienes”, por “Los funcionarios que”.

20.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en el inciso primero del Artículo 18, entre la expresión “identificarse” y la conjunción “e”, la frase “como personal de ésta”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la indicación persigue que el personal de la Superintendencia que realice la labor de fiscalización deba identificarse expresamente en tal carácter, de manera que el fiscalizado sepa quién es la persona que se presenta.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

21.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para sustituir en el inciso segundo del Artículo 18, la expresión “fiscalizador”, por “fiscalizado”.

El Diputado señor Hasbún, explicó que a través de la presente indicación, se pretende corregir un error de redacción que quedó en el texto aprobado por la Comisión de Ciencia y Tecnología, pues la palabra correcta es fiscalizado y no fiscalizador.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

22.- El Diputado señor Meza formuló una indicación para reemplazar en el inciso segundo del Artículo 18 la frase “en el mismo plazo antes indicado”, por “en un plazo máximo de cinco días hábiles”.

El Diputado señor Meza, señaló que la presente proposición es una modificación menor, que tiene por objeto perfeccionar la redacción del artículo, respecto del plazo para realizar los descargos al acta de fiscalización.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

23.- Los Diputados señores Latorre y Venegas formularon una indicación para eliminar en el inciso tercero del Artículo 18 el párrafo “y, en caso de comprobarse la conducta descrita, se considerará que contraviene el principio de probidad administrativa, a efectos de su sanción en conformidad a la ley”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó el parecer favorable del Ejecutivo respecto de la presente indicación, ya que con ella se elimina una presunción de falta de probidad, la que deberá entonces establecerse en el correspondiente proceso disciplinario.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

24.- El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar en el inciso primero del Artículo 19, entre las expresiones “potestad” y “sancionatoria”, la palabra “administrativa”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, indicó que la presente indicación tiene por objeto brindar mayor coherencia al lenguaje utilizado en el proyecto, además de otorgar un marco al ejercicio de la facultad.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre y Meza.

25.- El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar en el inciso primero del Artículo 19, antes del punto aparte (.), la frase “, todo ello, con estricto apego al debido proceso y conforme al procedimiento previsto en los artículos siguientes”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la presente indicación, al igual que otra aprobada recientemente, tiene por objeto brindar mayor coherencia al lenguaje utilizado en el proyecto, además de otorgar un marco al ejercicio de la facultad.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre y Meza.

26.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar en el inciso primero del Artículo 19, antes del punto a parte (.), la siguiente oración:

“, siempre que estas sanciones administrativas, según sea el caso, no versen sobre los mismos hechos ni exista identidad de sujeto y fundamento”.

El Diputado señor Hasbún, explicó que a través de la presente indicación se pretende precisar el ámbito de acción y también la posible interposición de facultades entre la Superintendencia y otros órganos de la administración.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre y Meza.

27.- El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al Artículo 19, pasando el actual inciso segundo, a ser tercero:

“Con todo, aquellas infracciones previstas en la Ley N° 18.838 y que correspondieren a las mismas causales establecidas en los artículos siguientes, serán sancionadas por el Consejo Nacional de Televisión conforme al procedimiento establecido en dicho cuerpo legal.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, indicó que la presente indicación tiene por objeto evitar una superposición de facultades entre la Superintendencia y el Consejo Nacional de Televisión.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre y Meza.

28.- El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir en el inciso final del Artículo 19 la palabra “sancionadora”, por la expresión “administrativa sancionatoria”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la presente indicación tiene por objeto dar coherencia al lenguaje utilizado en el proyecto.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre y Meza.

29.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para sustituir la letra a) del Artículo 20, por la siguiente:

“a) La reiteración o reincidencia en el incumplimiento de cualquiera de las infracciones señaladas en las letras g), h) y I) del artículo 21, siempre que ellas hayan sido sancionadas por resolución firme.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó el parecer favorable del Ejecutivo respecto de la presente indicación. Sin embargo, hizo presente que no concuerda con la redacción de la misma, ya que al decir: “La reiteración o reincidencia en el incumplimiento”, se pierde el sentido de la proposición. Por lo tanto, sugiere eliminar la frase “en el incumplimiento de”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza, y Pérez, don Leopoldo. Además, la Comisión acordó facultar a la Secretaría de la Comisión para perfeccionar la redacción de la indicación.

La nueva redacción es la siguiente:

“a) La reiteración o reincidencia de cualquiera de las infracciones señaladas en las letras g), h) y l) del artículo 21, siempre que ellas hayan sido sancionadas por resolución firme.”.

30.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra b) del Artículo 20, entre la expresión “ley” y la coma (,) que la sigue, la frase “por haberse incurrido en una infracción gravísima”; y reemplazar la expresión “haya hecho exigible”, por “comunicado por escrito al operador bajo apercibimiento de iniciarse un procedimiento sancionatorio, sin que se hubiera realizado el pago respectivo.”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que a través de la presente indicación se pretende establecer un requisito previo a la configuración de la infracción: que se avise y se otorgue un plazo de 30 días para regularizar el pago. Pues, en algunas ocasiones, la falta de pago puede deberse a problemas administrativos o errores. Además, se incorpora un criterio de proporcionalidad.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza, y Pérez, don Leopoldo.

31.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra c) del Artículo 20, entre las expresiones “radioeléctrico” y “por”, la frase “de conformidad a la normativa legal y reglamentaria”.

El Diputado señor Hasbún, explicó que la presente indicación tiene por objeto dar un parámetro más objetivo a la determinación para cuando se esté frente a un uso no autorizado del espectro.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza, y Pérez, don Leopoldo.

32.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para reemplazar en la letra d) del Artículo 20 las expresiones “en el”, por la frase “en los incisos cuarto y quinto del articulo 7 y en el inciso primero del”.

El Diputado señor Hasbún, indicó que la presente indicación tiene por objeto, por un lado incorporar en el catálogo como infracción gravísima el artículo 7° de la Ley General de Telecomunicaciones y, por otro, clarificar y acotar la conducta que se considerará gravísima, al hacer referencia a las normas que describen la infracción.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza, y Pérez, don Leopoldo.

33.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para reemplazar en la letra g) del Artículo 20 la frase “dentro del”, por “por el”; incorporar a continuación de la palabra “año”, la expresión “continuo”; y agregar a continuación de la palabra “concesión” y antes del punto aparte (.), la expresión “o permiso”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó el parecer favorable del Ejecutivo respecto de la presente indicación. Agregó que tiene por objeto precisar lo que constituye la infracción de la letra g) del artículo 20, que sanciona el no uso del espectro por un año. Además se indica que se refiere no sólo al o uso del espectro por parte de un concesionario sino también de permisionarios que usan espectro. Por lo tanto, sugirió modificar la redacción del literal.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas. Además, la Comisión acordó facultar a la Secretaría de la Comisión para dar una mejor redacción al literal g).

La nueva redacción de la letra g), es la siguiente:

“g) El no uso del espectro radioeléctrico por un año continuo durante todo el período de vigencia de la respectiva concesión o permiso.”.

34.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para reemplazar en la letra i) del Artículo 20 la expresión “los artículos”, por “el artículo” y eliminar lo siguiente: “,24 bis, 25 o 26”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la presente indicación tiene por objeto eliminar como infracción gravísima los incumplimientos a la normativa sobre multiportador. Ello, porque la larga distancia nacional va a desaparecer y pierde la relevancia que tuvo en su momento. Ello no significa que se deje sin sanción, pues simultáneamente se presenta otra indicación para dejarla como infracción grave.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

35.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para eliminar en la letra m) del Artículo 20 la frase “libre recepción o de”; y agregar antes del punto aparte, la frase “, sin autorización previa de la Superintendencia y siempre que no concurra fuerza mayor y se afecte a más del cincuenta por ciento de los usuarios o suscriptores del servicio respectivo”.

El Diputado señor Hasbún, explicó que la presente indicación tiene por objeto eliminar la referencia a la suspensión de las transmisiones que haga un servicio de radiodifusión televisiva, ya que ello, se encuentra sancionado en la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión. Así se evita que un mismo hecho sea sancionado por dos organismos distintos. Además, se establecen ciertos parámetros objetivos para que se configure la infracción. De esa forma, si la suspensión fue autorizada por la Superintendencia, no puede considerarse infracción. Lo mismo que si la suspensión se debió a fuerza mayor, lo deberá acreditar el concesionario. Por último, dado que se habla del catálogo de sanciones gravísimas, la suspensión debe ser consistente, por ello, se indica que debe afectarse a un número considerable de clientes.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

36.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra n) del Artículo 20, entre la denominación “ley N° 18.168,” y la expresión “sin perjuicio”, lo siguiente: “transcurridos 30 días desde la fecha en que se haya comunicado por escrito al operador bajo apercibimiento de iniciarse un procedimiento sancionatorio, sin que se haya realizado el pago respectivo,”.

El Diputado señor Hasbún, manifestó que la presente indicación tiene por objeto establecer un procedimiento de notificación previa, para sancionar el no pago de los derechos por uso del espectro, para evitar sancionar como gravísimo un descuido o una descoordinación.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

37.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra ñ) del Artículo 20, entre las palabras “información” y “requerida”, la expresión “relevante”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la presente indicación tiene por objeto incorporar un parámetro de magnitud a la infracción, consistente en no entregar la información que solicita la Superintendencia, ya que para que ella sea gravísima, se debe tratar de información relevante y no de cualquier información de menor importancia, lo que en todo caso, se deberá ponderar caso a caso.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

38.- El Diputado Hasbún formuló una indicación para intercalar en la letra o) del Artículo 20, entre la expresión “desuso” y la coma (,) que antecede a “para”, la frase “por un periodo no inferior a un año”; y reemplazar el punto final (.), por una coma y agregar la siguiente frase “previo informe técnico de la Superintendencia en el que consten los hechos anteriores.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

39.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para eliminar en la letra o) del Artículo 20 la frase “o subterráneas”; y agregar antes del punto aparte (.), lo siguiente: “, previo informe técnico de la Superintendencia”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la presente indicación tiene por objeto excluir el cableado subterráneo, ya que estos cables no generan el impacto urbano del cable aéreo. Además, el impacto económico es muchísimo mayor, y el estar permanentemente abriendo calles para sacar cables no constituye un beneficio. En segundo lugar, se plantea la necesidad de contar con un informe técnico de la Superintendencia, pues las municipalidades carecen de las competencias técnicas, para determinar cuándo un cable está en desuso realmente.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

40.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra a) del Artículo 21, entre las expresiones “alteración” y “no autorizada”, la frase “relevante y”; e incorporar antes del punto aparte (.) la oración “, ni de aquellos cuya modificación sólo requiere ser informada a la Superintendencia, en forma previa a su ejecución”.

El Diputado señor Hasbún, indicó que la presente indicación tiene por objeto establecer un parámetro de magnitud de la infracción; es decir, que no cualquier alteración de elementos no esenciales de una concesión, sean constitutivos de una infracción grave, sino que ella sea relevante, o de algún aspecto importante.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

41.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra b) del Artículo 21, entre las expresiones “alteración” y “no autorizada”, la frase “relevante y”. 

El Diputado señor Hasbún, manifestó que la presente indicación, tiene por objeto establecer un parámetro de magnitud de la infracción. 

-Puesta en votación la indicación, es aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

42.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra c) del Artículo 21, entre la palabra “radioeléctrico” y el punto a parte (.) que la sigue, la frase “y que cause daños a terceros”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la presente indicación, tiene por objeto incorporar algunos estándares para cuando se califique que la infracción es grave. Agregó que dicha calificación se deberá hacer cuando se generen daños a terceros. Ahora, si no se generasen daños a terceros, será solamente leve.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

43.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra d) del Artículo 21, entre la palabra “entrega” y la preposición “a”, la palabra “en forma injustificada”; incorporar entre las palabras “información” y “manifiestamente”, la expresión “falsa o”; y agregar entre la expresión “errónea” y el punto a parte (.) que la sigue, el siguiente párrafo; “, transcurridos cinco días desde la fecha en que se haya comunicado por escrito al operador bajo apercibimiento de iniciarse en procedimiento sancionatorio, sin que se haya rectificado o completado la información solicitada”.

El Diputado señor Hasbún, manifestó que la presente indicación, tiene por objeto agregar como grave la entrega de información falsa. Además, se establece un requisito previo antes de que se advierta que la información es errónea e incompleta para que se subsane, pues ello, puede deberse a algún error y no a un acto intencional.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, solicitó eliminar de la indicación la frase “en forma injustificada”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo. Además, la Comisión acordó facultar a la Secretaría de la Comisión para readecuar la redacción de la indicación.

La redacción de la indicación quedó de la siguiente manera:

Incorporar en la letra d) del Artículo 21, entre las palabras “información” y “manifiestamente”, la expresión “falsa o”; y agregar entre la expresión “errónea” y el punto a parte (.) que la sigue, el siguiente párrafo; “, transcurridos cinco días desde la fecha en que se haya comunicado por escrito al operador bajo apercibimiento de iniciarse en procedimiento sancionatorio, sin que se haya rectificado o completado la información solicitada”.

44.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra e) del Artículo 21, entre la palabra “incumplimiento” y la preposición “de”, la frase “grave y reiterado”.

El Diputado señor Hasbún, indicó que la presente indicación tiene por objeto establecer un parámetro para que un incumplimiento sea considerado grave, cuando éste sea reiterado, además de grave. Así, no cualquier incumplimiento de cualquier instrucción, circular o resolución será grave, sino sólo cuando se determine que dicha situación sea relevante. Ahora, si no es grave, se considerará infracción leve.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

45.- El Diputado señor Hasbún formuló una indicación para sustituir la letra g) del Artículo 21, por la siguiente:

“g) El incumplimiento grave de las normas de calidad de servicio referidas a la suspensión o interrupción de servicio definida en la normativa técnica bajo cuyo amparo se encuentran las concesiones, permisos y licencias, siempre que se afecte a más del cincuenta por ciento de los usuarios o suscriptores del respectivo servicio.”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la presente indicación tiene por objeto acotar la infracción sólo a aquellas normas de calidad de servicio, que digan relación con la interrupción o suspensión del mismo.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

46.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra h) del Artículo 21, entre la palabra “telecomunicaciones” y el punto aparte (.) que la sigue, la oración “transcurrido el plazo previsto en el artículo 24 C de la ley N° 18.168”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la infracción se configura cuando no se otorga el servicio, habiendo transcurrido el plazo que había para hacerlo. Se trata de una explicitación de algo que efectivamente debe ser en tal sentido, pues la obligación está establecida en esos términos.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

47.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra k) del Artículo 21, entre las expresiones “letra a)” y “de la ley”, la frase “y los artículos 24 bis y 26”.

El Diputado señor Hasbún, indicó que con la indicación se incorporan al literal las infracciones que se propuso eliminar de la letra i) del artículo 20, referidas al sistema multiportador. De esta manera, pasan de gravísimas a graves, pues la larga distancia nacional está desapareciendo y todos los resguardos que la ley adoptó para que pudiera darse este servicio en condiciones competitivas, pierden relevancia regulatoria.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

48.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra l) del Artículo 21, entre la expresión “incumplimiento” y la preposición “de”, la palabra “grave”.

El Diputado señor Hasbún, explicó que la indicación incorpora un parámetro para estimar que la infracción es grave, pues son varias las medidas de resguardo que se deben adoptar y los sitios declarados como infraestructura crítica son miles.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

49.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar la siguiente letra m), nueva, al Artículo 21:

“m) La suspensión injustificada de las transmisiones de un servicio de radiodifusión, o de un servicio público de telecomunicaciones, por más de tres días dentro de un mes calendario, sin autorización previa de la Superintendencia y siempre que no concurra fuerza mayor y se afecte a más del veinticinco por ciento de los usuarios o suscriptores del respectivo servicio.”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que a través de la presente indicación se pretende incorporar una nueva infracción grave, consistente en la suspensión de las transmisiones de un servicio de radio o de telecomunicaciones, cuando se afecte a más del 25 por ciento de los usuarios. Ello está en concordancia con indicación presentada a la letra m) del artículo 20.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

50.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar la siguiente letra n), nueva, al Artículo 21:

“n) El no pago de la multa que se hubiese impuesto de conformidad a lo establecido en esta ley por haberse incurrido en una infracción grave, transcurridos 30 días desde la fecha en que se haya comunicado por escrito al infractor bajo apercibimiento de iniciarse un procedimiento sancionatorio, sin que se hubiera realizado el pago respectivo.”.

El Diputado señor Hasbún, manifestó que a través de la presente indicación se pretende incorporar al catálogo de infracciones graves el no pago de una multa, que se hubiera impuesto por la Superintendencia, por haber cometido, a su vez, una infracción grave. Esta indicación se relaciona con otra que se incorporó para modificar la letra b) del artículo, para considerar gravísimo el no pago de multa que se imponga por cometer una infracción gravísima.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

51.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en el Artículo 22, a continuación de la expresión “graves” y la coma (,) que la sigue, la frase “específicamente establecida”.

El Diputado señor Hasbún, indicó que a través de la presente indicación se busca reforzar que los catálogos de los artículos 20 y 21 sean cerrados, y que lo que no esté allí específicamente establecido, sea infracción leve.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

52.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en el Artículo 23, entre las palabras “infracciones” y “previstas”, la expresión “graves, gravísimas y leves”; sustituir la expresión “tres años”, por “dos años, un año y seis meses”; e, intercalar entre la palabra “cometidas” y el punto seguido (.) que la sigue, la expresión “, respectivamente”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó el parecer favorable del Ejecutivo respecto de la presente indicación. Sin embargo, sugirió adecuar la redacción de la misma, de acuerdo a la categoría de la gravedad de las infracciones.

El Diputado señor Auth destacó que le parece demasiado rebajada la prescripción, a seis meses, comparada con el texto del Mensaje del Ejecutivo. Por lo tanto, solicitó que se aumente a un año.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo. Además, se acordó autorizar a la Secretaría de la Comisión para readecuar su redacción y aumentar el plazo de la prescripción de seis meses a un año.

La redacción de la indicación quedó como sigue:

Intercalar en el Artículo 23, entre las palabras “infracciones” y “previstas”, la expresión “gravísimas, graves, y leves”; sustituir la expresión “tres años”, por “tres años, dos años y un año”; e, intercalar entre la palabra “cometidas” y el punto seguido (.) que la sigue, la expresión “, respectivamente”.

53.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para suprimir en el inciso primero del Artículo 24 las letras c), g), i), y k); reemplazar en ambos incisos la referencia “Anuales”, por “Mensuales”; reemplazar “telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión”, por “de radiodifusión televisiva de libre recepción”; y agregar antes del punto aparte (.) del inciso primero “y en el caso de servicios de radiodifusión sonora, la multa será de hasta 100 Unidades Tributarias Mensuales”.

El Diputado señor Hasbún, indicó que esta indicación propone sancionar con caducidad aquellas infracciones más graves, además de establecer racionalidad a las multas, por tipo de servicio, acorde a los tamaños de esos mercados, estableciendo 3 categorías. Por ejemplo, si se trata de un servicio de telecomunicaciones, la multa máxima será hasta de 10.000 UTM; si se trata de un servicio de radiodifusión televisiva, será hasta de 1.000 UTM, y si se trata de un servicio de radiodifusión sonora, será hasta de 100 UTM. Además, hizo presente que en otro artículo del proyecto, se establece que si se tratase de radios comunitarias, la multa será de hasta 5 UTA, es decir, 50 UTM.

-Puesta en votación la indicación, es aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores García, don René Manuel; Hasbún; Hernández y Meza.

54.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para reemplazar en el Artículo 25 la referencia “Anuales”, por “Mensuales”; reemplazar “telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión”, por “de radiodifusión televisiva de libre recepción”; y agregar antes del punto aparte (.) la siguiente oración: “y en el caso de servicios de radiodifusión sonora, la multa será de hasta 50 Unidades Tributarias Mensuales”.

El Diputado señor Hasbún, explicó que la indicación establece el mismo criterio diferenciador que se propuso para el artículo 24, distinguiendo entre tres tipos de servicios: para servicios de telecomunicaciones, hasta 5.000 UTM; para servicios de radiodifusión televisiva, hasta 500 UTM, y para servicios de radiodifusión sonora, hasta 50 UTM.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por cinco votos a favor de los Diputados señores García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo y un voto en contra del Diputado señor Auth.

55.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para reemplazar en el Artículo 26 la referencia “Anuales”, por “Mensuales”; reemplazar “telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión”, por “de radiodifusión televisiva de libre recepción”; y agregar antes del punto aparte (.) la siguiente oración: “y en el caso de servicios de radiodifusión sonora, la multa será de hasta 10 Unidades Tributarias Mensuales”. 

El Diputado señor Hasbún, señaló que el artículo 26 regula las sanciones aplicables para el caso que se cometa una infracción leve. Por lo tanto, a través de la indicación se propone diferenciar entre los distintos servicios, atendido su tamaño. Por ejemplo, para servicios de telecomunicaciones, de 1.000 UTM; para servicios de radiodifusión televisiva, de 100 UTM, y para servicios de radiodifusión sonora, de 10 UTM. Agregó, que el proyecto establece que tratándose de radios comunitarias, la sanción para infracciones graves es de 1 UTA, es decir, 10 UTM.

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por cinco votos a favor de los Diputados señores García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo y un voto en contra del Diputado señor Auth.

56.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en el Artículo 29 entre las expresiones “perjudicados,” y “sanciones”, la frase “de acuerdo a la normativa sectorial,”.

El Diputado señor Hasbún, indicó que la indicación se fundamenta en que las indemnizaciones que proceden por infracciones a la normativa sectorial son aquellas que establece la Ley General de Telecomunicaciones, que regula expresamente la materia en caso de interrupción o suspensión del servicio.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

57.- El Diputado señor Hasbún formuló una indicación para intercalar en el Artículo 29, a continuación de “o terceros perjudicados”, la frase “, salvo que la normativa sectorial contemple un procedimiento especial indemnizatorio”; y eliminar la frase “sanciones penales, o sanciones administrativas ante otros organismos judiciales o administrativos, según sus competencias y atribuciones.

El Diputado señor Hasbún, explicó que, si bien es cierto, esta indicación es contradictoria con la anterior, persigue que las únicas indemnizaciones que procedan en favor de los usuarios sean las previstas en la Ley General de Telecomunicaciones.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

Además la Comisión acordó por la unanimidad de los Diputados presentes, refundir ambas indicaciones, ya que apuntan a lo mismo, y agregar un inciso segundo nuevo, quedando el texto de la siguiente manera:

Reemplazar en el Artículo 29 la frase final “sanciones penales, o sanciones administrativas ante otros organismos judiciales o administrativos, según sus competencias y atribuciones.”, por “. La imposición de una sanción de conformidad a esta ley, no obstará a que los mismos hechos puedan generar indemnizaciones a favor de los usuarios o terceros perjudicados de acuerdo a la normativa sectorial salvo que ésta contemple un procedimiento especial sancionatorio.”.

58.- El Diputado señor Hasbún formuló una indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al Artículo 29:

“Sin perjuicio de lo anterior, no podrán penarse los hechos que hayan sido penados infraccionalmente, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto y de hecho.”.

El Diputado señor Hasbún, manifestó que con la indicación se alude no sólo a las sanciones administrativas sino a todo tipo de pena.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

59.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar el siguiente inciso, nuevo, al artículo 29:

“Sin perjuicio de lo anterior, no podrá sancionarse administrativamente los hechos que ya hubieren sido objeto de sanción, en los casos que concurra identidad de sujeto, hechos y fundamento.”.

El Diputado señor Hasbún, explicó que con la indicación se agrega una facultad, que un mismo hecho no puede ser sancionado dentro de la administración pública, más de una vez. Ello, sin perjuicio de las facultades que tienen los tribunales de justicia.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

60.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para modificar el inciso primero del artículo 30, de la siguiente manera:

Intercalar entre las expresiones “daño causado,” e “y el beneficio”, la frase “en especial el número de suscriptores o usuarios afectados por la infracción y la duración de tal afectación,”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

61.- El Diputado señor Hasbún formuló una indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, en el Artículo 30, alterando el orden correlativo de los demás:

“Si la infracción cometida, sancionable conforme a los artículos 20, 21 o 22 precedentes, ocasiona perjuicios pecuniarios a los clientes del infractor, la magnitud de la multa dentro del respectivo rango aplicable, deberá ser proporcional a la cantidad de clientes perjudicados pecuniariamente por la infracción en relación a la base total de los clientes de la concesionaria infractora, al momento de la misma.”.

El Diputado señor Hasbún, manifestó que la indicación tiene por objeto introducir un criterio de proporcionalidad para la determinación de la multa. De esa forma, cuando la infracción suponga el perjuicio a clientes, la multa se determine en función de los clientes afectados.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

62.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar en el número 2. Del inciso tercero del Artículo 30, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: “Para los efectos de esta ley, será reincidente el que hubiere sido sancionado por resolución firme y ejecutoriada más de una vez por una misma causal de infracción.”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la indicación pretende establecer una definición de lo que se entenderá por reincidente, para que no sea discrecional. Por lo tanto, se fija que debe ser condenado al menos una vez, por sentencia firme y ejecutoriada.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

63.- El Diputado señor Hasbún formuló una indicación para reemplazar en el N° 2 del inciso tercero del Artículo 30, la frase “de los tres años anteriores”, por “del año anterior” y agréguese a continuación del punto aparte (.), que pasa ser punto seguido (.), la siguiente frase “Para los efectos de esta ley será reincidente, el que hubiere sido sancionado por resolución firme y ejecutoriada, más de una vez por una misma causal de infracción y no hubiere transcurrido, entre esta resolución y la notificación de la formulación del nuevo cargo, el plazo de un año”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

64.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar en el número 2., del inciso cuarto del Artículo 30, después de la expresión “resolución” y antes del punto aparte (.), la frase “conforme al artículo 40 de la presente ley”.

El Diputado señor Hasbún, indicó que la indicación pretende establecer un criterio para definir cuándo debe verificarse la circunstancia atenuante considerada en el N° 2, que consiste en regularizar la situación, y se establece que dicha regularización debe ocurrir antes que se dicte el fallo por el Superintendente, de lo contrario, no se podría apreciar durante el proceso.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

65.- El Diputado señor Hasbún formuló una indicación para eliminar en el penúltimo inciso del Artículo 30 la expresión “doble del” contenida en la primera frase.

El Diputado señor Hasbún, señaló que esta indicación tiene por objeto suprimir la posibilidad de que el Superintendente aplique hasta el doble del monto de la multa, consignado en artículos anteriores.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

66.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar en el inciso segundo del Artículo 32, a continuación del punto a parte (.), que pasa a ser seguido (.), lo siguiente: “En el caso que se aplicaren multas por la infracción contenida en la letra k) del artículo 20, los montos de éstas se harán efectivas mediante el cobro de las boletas de garantías exigidas en las bases que los operadores hubieren presentado, hasta por el monto de la respectiva multa. Si la boleta no fuere suficiente para el pago integro de la multa, la resolución consignará la diferencia y se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior. Si la boleta fuere por un monto superior, se ejecutará parcialmente.”.

El Diputado señor Hasbún, explicó que esta indicación tiene por objeto evitar que se sancione dos veces un mismo hecho, donde incluso ya se enteró la garantía durante el concurso y la multa.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Meza y Pérez, don Leopoldo.

67.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para reemplazar en el Artículo 33 la denominación “UTA”, por “UTM”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación tiene por objeto armonizar este artículo con lo propuesto para los artículos 24, 25 y 26, y pasar de UTA a UTM.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por cuatro votos a favor de los Diputados señores García, don René Manuel; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo y un voto en contra del Diputado señor Auth.

68.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar en el inciso primero del Artículo 35, antes del punto a parte (.), lo siguiente: “, para lo cual se requerirá que existan antecedentes que justificaren la existencia de una infracción y que el fiscalizado ha tenido participación en ella”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que esta indicación tiene por objeto regular de mejor manera esta facultad, para que no se generen abusos.

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

69.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar en el inciso segundo del Artículo 30, después de la expresión “Su renovación”, la frase “por otros 20 días,”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la indicación pretende establecer que las medidas que se mantengan o se decreten por 20 días, puedan ser renovadas por el mismo plazo, de manera de establecer que no sea un plazo indeterminado.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

70.- El Diputado señor Meza formuló una indicación para reemplazar en el inciso quinto del Artículo 36 la expresión “tres días”, por “cinco días hábiles”.

El Diputado señor Hasbún, explicó que la indicación se refiere al plazo para que se entienda practicada la notificación por carta certificada, cuya regla general es de tres días, mientras que el plazo actual previsto en materia de telecomunicaciones es de cinco días.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

71.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para suprimir en el inciso quinto del Artículo 37 el siguiente párrafo: “Si el citado a declarar no comparece o si, compareciendo, se niega a responder o da respuestas evasivas, se le dará por confeso, a petición de parte, en todos aquellos hechos que estén categóricamente afirmados en el pliego de posiciones.”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que con la indicación, se elimina una confesión tácita que estaba establecida.

El Diputado señor Auth, destacó que el Ejecutivo no incorporó ese espíritu en el Mensaje.

-Puesta en votación la indicación, es aprobada por cinco votos a favor de los Diputados señores García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas y un voto en contra del Diputado señor Auth.

72.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar en el inciso primero del Artículo 42, a continuación de punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), lo siguiente: “En el caso de la aplicación de la sanción de caducidad, la reclamación se interpondrá ante la Corte Suprema y se tramitará conforme al inciso siguiente.”.

El Diputado señor Hasbún, explicó que la indicación propone que la caducidad la reclamación sea conocida por la Corte Suprema y no por la Corte de Apelaciones, tal como establece actualmente la Ley General de Telecomunicaciones, y tal como ocurre con las concesiones de radiodifusión televisiva, conforme a la ley del Consejo Nacional de Televisión.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por siete votos a favor de los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma. Vota en contra el Diputado señor Auth.

73.- El Diputado señor Hasbún formuló una indicación para reemplazar los incisos segundo y tercero del Artículo 42, por los siguientes:

“Acogido a tramitación, se regirá por las normas del procedimiento sumario establecidas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil. Transcurrido el plazo sin que se hubiere interpuesto el recurso quedará a firme la multa y la resolución que la declare tendrá mérito ejecutivo para su cobro. La sentencia definitiva que dicte el tribunal ordinario será apelable para ante la Corte de Apelaciones de Santiago, a menos que se decrete la caducidad de una concesión, en cuyo caso la apelación se hará para ante la Corte Suprema.

La apelación deberá imponerse dentro de los 10 días siguientes a la fecha de notificación de la resolución, ser fundada y, para su agregación a la tabla, vista y fallo, de ser de conocimiento de la I. Corte de Apelaciones, se regirá por las normas aplicables al recurso de protección. Si fuese de conocimiento de la Corte Suprema, se regirá por las normas del recurso de amparo.”.

El Diputado señor Hasbún, indicó que esta indicación está en relación con la anterior.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por siete votos a favor de los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma y un voto en contra del Diputado señor Auth.

74.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para eliminar en el Artículo 46 la frase “, o los terceros a quienes ésta haya encomendado labores,”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, expresó el parecer favorable del Ejecutivo respecto de la presente indicación, ya que la Superintendencia puede establecer lo propuesto a través de sus contratos, tal como ocurre en la actualidad con la Subtel.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

75.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para eliminar en el inciso primero del Artículo 48, la frase “Esto se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el último inciso del artículo 41.”.

El Diputado señor Hasbún, indicó que la indicación elimina una referencia confusa al artículo 41 del mismo proyecto de ley, que señala que los plazos se suspenden en ciertas circunstancias, lo que necesariamente será así por lo que no se justifica la remisión.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

76.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, al Artículo 48, pasando el actual inciso segundo, a ser tercero:

“Las notificaciones que procedan según esta ley se realizarán por medios electrónicos, cuando el interesado así lo solicite de conformidad al Reglamento, o, en su defecto, conforme a lo dispuesto en los artículos 46 y 47 de la ley N° 19.880.”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la indicación pretende la utilización der notificaciones por medios electrónicos, de manera de reconocer mecanismos más expeditos y modernos para funcionar, además que en la actualidad ya se utilizan incluso en sede judicial.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

77.- El Diputado señor Meza formuló una indicación para reemplazar en el inciso primero del N° 2 del Artículo 49, la palabra “privada”, por “pública”.

El Diputado señor Meza, explicó que la indicación transforma el artículo aprobado en la Comisión de Ciencia y Tecnología, dejando la transmisión ilegal como delito de acción penal pública, como es actualmente. Pero, además repone el comiso como pena. Destacó además, que lo relevante es que no haya pena de cárcel para este ilícito, sin despenalizarlo.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

78.- El Diputado señor Meza formuló una indicación para agregar en la letra a) del N° 2 del Artículo 49, a continuación de la expresión “5 UTA”, la frase “y la pena de comiso”.

El Diputado señor Meza, señaló que la indicación también transforma el artículo aprobado en la Comisión de Ciencia y Tecnología, para establecer que la transmisión ilegal sea delito de acción penal pública, como es actualmente. Pero, además repone el comiso como pena.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

79.- El Diputado señor Meza formuló una indicación para reemplazar el inciso final del artículo 36 c), introducido en el N° 2 del Artículo 49, por el siguiente:

“El Tribunal competente podrá solicitar a la Superintendencia un Informe, que tendrá valor de prueba pericial, a efectos de determinar si la transmisión denunciada posee o no autorización legal para operar.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

80.- El Ejecutivo propone agregar en el N° 4 del Artículo 49, antes de la palabra “interpretación”, la expresión “aplicación e” y remplazar “del Superintendente” por “la Superintendencia”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación tiene por objeto precisar el ámbito de acción del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en relación a la normativa sectorial.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

81.- El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el N° 5 del Artículo 49, por el siguiente:

“5. Modifíquese el artículo 7° de la ley N° 18.168, de la siguiente forma:

a) Remplácese en los incisos segundo, tercero y cuarto la denominación “Subsecretaría”, por “Superintendencia”.

b) Sustitúyase el inciso quinto, por el siguiente:

“Las infracciones a la normas de calidad o de emisión establecidas en virtud del presente artículo serán sancionadas como infracciones gravísimas exclusivamente por la Superintendencia de Telecomunicaciones.”.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la indicación tiene por objeto efectuar las correspondientes modificaciones de referencia, para hacer consistente con el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

82.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar el siguiente numeral 6, nuevo:

“6. modifíquese el artículo 7 bis de la Ley 18.168, de la siguiente forma:

“Reemplácese en el inciso primero el punto seguido (.) que precede a “Un reglamento”, por un punto aparte (.), pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto respectivamente.”.

El Diputado señor Hasbún, señaló que la presente indicación se relaciona con la presentada a la letra d) del Artículo 20, de manera de no dejar referencias genéricas. La indicación separa en dos incisos el actual inciso primero, para clarificar que el incumplimiento que constituye infracción grave es la primera parte del inciso.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

83.- El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar la siguiente letra b), nueva, al N° 6 (que pasaría a ser N° 7) del Artículo 49, pasando la actual letra b), a ser c):

“b) En el inciso cuarto, sustitúyase “Subsecretaría” por “Superintendencia”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, hizo presente que la indicación forma parte de las que tiene por objeto adecuar el texto del proyecto con la ley vigente.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

84.- El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar las siguientes nuevas modificaciones al artículo 13° del N° 8 (que pasaría a ser N° 9) de la ley N° 18.168:

a) En el inciso primero, agréguese entre “público” y el punto aparte (.) “,cuyas bases deberán sujetarse al Plan de uso del espectro radioeléctrico, Planes específicos y, en general, a la normativa técnica dictada por la Subsecretaría”.

b) En el inciso segundo, sustitúyase la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señala que la indicación tiene por objeto efectuar las correspondientes modificaciones de consistencia con el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia. Se precisa además el marco en el cual se ejercen facultades por parte de la Superintendencia, en procesos tarifarios.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

85.- El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el número 9 del Artículo 49 (que pasaría a ser N° 10), por el siguiente:

“8. En el artículo 13° A, en el inciso primero, sustitúyase la expresión “al Ministerio” por “a la Superintendencia”; en el inciso segundo, sustitúyase la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”; en el inciso tercero, sustitúyase la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”; en el inciso cuarto, sustitúyase la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”; en el inciso quinto, sustitúyase la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”; en el inciso sexto, sustitúyase la expresión “Ministro” por “Superintendente” y la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”; en el inciso octavo, sustitúyase la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”; en el inciso noveno sustitúyase la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”, agréguese después de la palabra “traslado” la frase “y para el informe”, remplácese “y recibido el informe de la Subsecretaría” por “o la Superintendencia” y sustitúyase la expresión “de recepción de este informe.” por “en que se hayan vencido dichos plazos.”; en el inciso undécimo, sustitúyase dicho inciso por el que sigue: “La resolución que resuelva la controversia podrá ser reclamada ante la Corte de Apelaciones competente conforme al artículo 13 B”; y en el último inciso, sustitúyase la expresión “el Ministro procederá a dictar el decreto supremo o la resolución que corresponda” por “la Superintendencia continuará el procedimiento dictando los actos administrativos que correspondan”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la indicación tiene por objeto efectuar modificaciones de consistencia con el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

86.- El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el número 10 del Artículo 49 (que pasaría a ser N° 11), por el siguiente:

“9. En el inciso primero del artículo 13°C, sustitúyase la expresión “El Ministerio” por “La Superintendencia” y agréguese a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido “Las bases de estos concursos deberán sujetarse al Plan de uso del espectro radioeléctrico, los Planes específicos y, en general, a la normativa técnica dictada por la Subsecretaría.”; y en el inciso final, sustitúyase “Subsecretaría” por “Superintendencia”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación tiene por objeto efectuar modificaciones de consistencia con el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia. Se precisa el marco en el cual se ejercen las facultades por parte de la Superintendencia en procesos autorizados.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

87.- El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar en el numeral 11 (que pasaría a ser N° 12) del Artículo 49, la palabra “último” por “séptimo”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación tiene por objeto corregir referencias, en función del cambio introducido al artículo 14 de la LGT, por la ley de torres de antenas de celulares, recientemente aprobada.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

88.- El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el número 12 del Artículo 49 (que pasaría a ser 13), por el siguiente:

“12. En el artículo 15°, en el inciso primero, sustitúyase la expresión “el Ministerio” por “la Superintendencia”; en el inciso segundo, sustitúyase la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”; en el inciso cuarto, sustitúyase la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”; en el inciso quinto sustitúyase la expresión “recibido el informe de la Subsecretaría” por “y el plazo para evacuar el informe a que se refiere el inciso anterior”; y reemplázase el párrafo que dice “Esta resolución podrá ser apelada para ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de los 10 días siguientes a la fecha de notificación. La apelación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno.” por el siguiente “Esta resolución podrá ser reclamada conforme a lo dispuesto en el artículo 13B.”; en el inciso séptimo reemplázase “apelar” por “reclamar”, “apelación” por “reclamación”; y en el último inciso, sustitúyase la expresión “Ministro” por “Superintendente”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación tiene por objeto corregir referencias y efectuar modificaciones de consistencia para asimilar la regulación relativa al recurso de reclamación, incorporado en artículo 42 del proyecto de ley.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

89.- El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar en el N° 20 del Artículo 49 (que pasaría a ser N° 21), las letras b) y c), por las siguientes:

“b) Agrégase después del inciso tercero el siguiente inciso:

En el caso de que la Superintendencia rechace una solicitud de recepción de obras por incumplimiento de lo establecido en el inciso segundo de este artículo, los concesionarios y permisionarios deberán solucionar las causas del rechazo y reingresar la solicitud de recepción de obras en el plazo que establezca el oficio que rechazó la primera solicitud, el que en todo caso no podrá exceder de los plazos de inicio de transmisiones cuando ellos constituyan elementos de la esencia de la respectiva concesión, ni los consignados en el respectivo decreto, de no haber mediado modificación.”.

“c) Agrégase en el inciso final a continuación de las expresiones “respecto de” y antes de la expresión “aquellas”, la siguiente frase: “los concesionarios y permisionarios que se ajustaren al procedimiento de aviso de inicio de servicio que se establezca en el reglamento ni”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, expresó que a través de la presente indicación se regula el procedimiento de recepción de obras por parte de la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

90.- El Ejecutivo formuló una indicación para eliminar del N° 23 (que pasaría a ser N° 24) del Artículo 49, la frase “y previa calificación de su necesidad por la Subsecretaría”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la presente indicación, tiene por objeto efectuar modificaciones de consistencia con el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

91.- El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir el número 27 del Artículo 49 (que pasaría a ser N° 28), por el siguiente:

“Artículo 28 bis. Los reclamos que se formulen por los usuarios y suscriptores en contra de o entre concesionarios, permisionarios o licenciatarios y que se refieran a cualquier cuestión derivada de la presente ley, y de los reglamentos, planes y demás normas que la desarrollan, serán resueltos en sede administrativa por la Superintendencia de Telecomunicaciones de conformidad a la ley y al reglamento.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la presente indicación tiene por objeto hacer consistente la regulación de los reclamos establecidos en este proyecto de ley y el traspaso de funciones a la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

92.- El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir el número 31 del Artículo 49 (que pasaría a ser N° 32), por el siguiente:

“31. En el artículo 30 I, en el inciso segundo, sustitúyase la expresión “la Subsecretaría de Telecomunicaciones.” por “los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Turismo, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.”; agréguese a continuación de “opinión” la primera vez en la que aparece, la palabra “vinculante” y sustitúyase la expresión “resolverá en definitiva respecto de” por “aprobará”; y en el último inciso, sustitúyase la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”, y la expresión “al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Turismo.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, expresó que la presente indicación tiene por objeto hacer consistente el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

93.- El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir el número 32 del Artículo 49 (que pasaría a ser N° 33), por el siguiente:

“32. En el artículo 30 J, en el inciso primero, sustitúyase la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia” la primera vez en la que aparece y remplácese “a través de dicha Subsecretaría” por “previo informe de la Superintendencia”; en el inciso segundo agréguese a continuación de “informe” la palabra “vinculante” y elimínese la expresión “resolverán en definitiva y”; en el inciso sexto, sustitúyase la expresión “el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones” por “la Superintendencia”; y derógase el inciso octavo.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación tiene por objeto hacer consistente el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, es aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

94.- El Ejecutivo formuló una indicación para agregar en el número 34 del Artículo 49 (que pasaría a ser N° 35), lo siguiente:

“Reemplácese en el inciso segundo del artículo 35 la expresión “Subsecretario”, por “Superintendente”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, indicó que la indicación tiene por objeto hacer consistente el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

95.- El Ejecutivo formuló una indicación para modificar el número 35 del Artículo 49 (que pasaría a ser N° 36), de la siguiente manera:

Reemplácese en el inciso primero del artículo 13 B el guarismo “14”, por “15”; y en el inciso segundo, “a la Superintendencia” por “al Ministro”, “notificándola” por “notificándolo” y “ésta” por “éste”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación tiene por objeto efectuar una corrección de referencia errónea y modificaciones de consistencia con el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

96.- El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente numeral 36 al Artículo 49 (que pasaría a ser 37), nuevo:

“36. En el artículo 19 bis inciso cuarto sustitúyase “Subsecretaría” por “Superintendencia”.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó que la indicación tiene por objeto efectuar modificaciones de consistencia con el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

97.- El Ejecutivo formuló una indicación agregar el siguiente numeral 37 al Artículo 49 (que pasaría a ser N° 38), nuevo:

“37. En el artículo 37, inciso segundo, sustitúyase “Subsecretaría” por “Superintendencia”.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación tiene por objeto efectuar modificaciones de consistencia con el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia.

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

98.- El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente numeral 38 al Artículo 49 (que pasaría a ser 39), nuevo:

“38. En el artículo 39 A, inciso primero, literal b) agréguese después de “resolución fundada” la frase “, previo informe de la Superintendencia”.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó que la indicación tiene por objeto efectuar modificaciones de consistencia con el traslado de competencias desde la Subtel a la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

99.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma proponen eliminar el número 2) de la letra d) del N° 4.- del artículo 33, del Artículo 52, pasando el actual número 3) a ser número 2); y agregar la siguiente letra f), nueva:

“f) La infracción a los literales a), d), y n) de la ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones, a solicitud del Superintendente previo procedimiento impetrado y conforme a dicho cuerpo legal.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación tiene por objeto efectuar modificaciones a la ley N° 18.838, que creó el Consejo Nacional de Televisión, relativas a las causales de caducidad de la concesión, para hacerla consistente con este proyecto de ley, en relación al artículo 24.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

100.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en el Artículo quinto transitorio, entre las frases “esta ley” y “se regirán”, la frase “seguirán tramitándose por la Superintendencia cuando inicie sus actividades y”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, indicó que la indicación tiene por objeto precisar desde qué momento se realiza el traspaso de procesos autorizados.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

101.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar en el inciso primero del Artículo sexto transitorio, a continuación de la frase “sujeción a ella” y antes del punto seguido (.), la frase “por la Superintendencia cuando inicie sus actividades”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación tiene por objeto precisar el momento en que se realiza el traspaso de procesos infraccionales.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

102.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en el Artículo séptimo transitorio, entre la denominación “Superintendencia de Telecomunicaciones” y la coma (,) que le sigue, la frase “cuando inicie sus actividades”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la indicación tiene por objeto precisar desde qué momento se realiza el traspaso de procesos de fiscalización.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

INDICACIONES RECHAZADAS

1.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para sustituir en el inciso segundo del Artículo 2° la frase “los incisos segundo y tercero del”, por “el”.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por ocho votos en contra de los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Meza; Norambuena y Pérez, y un voto a favor del Diputado señor Auth. Se abstienen los Diputados señores Tuma y Venegas.

2.- .- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para eliminar en el inciso segundo del Artículo 2° la frase “, así como cualquier otra facultad referida al control de los contenidos transportados por los servicios de telecomunicaciones.”.
-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por ocho votos en contra de los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Meza; Norambuena y Pérez, y un voto a favor del Diputado señor Auth. Se abstienen los Diputados señores Tuma y Venegas.

3.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para agregar los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, al Artículo 2°:

“Se excluye, asimismo, del objeto de esta ley la regulación del contenido de las transmisiones y comunicaciones cursadas a través de los distintos medios de telecomunicaciones, la cual se regirá por las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias vigentes.

La Superintendencia no podrá ejercer acción fiscalizadora alguna relacionada con las telecomunicaciones de exclusivo uso institucional de las Fuerzas Armadas y de orden para el cumplimiento de sus fines propios, con la salvedad de lo estipulado en la letra a) del Artículo 16 y de efectuar las observaciones que estime pertinentes, a través del Ministerio de Defensa Nacional, en caso de producirse interferencias entre distintos servicios de telecomunicaciones.”.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por ocho votos en contra de los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Meza; Norambuena y Pérez, y un voto a favor del Diputado señor Auth. Se abstienen los Diputados señores Tuma y Venegas.

4.- El Ejecutivo formuló una indicación para eliminar en la letra g) del Artículo 3°, la expresión “respecto de materias no previstas en la normativa sectorial”.

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, hizo presente que pese a que la indicación la propuso el Ejecutivo, de aprobarse quedaría la norma en un sentido contrario, y se generaría una doble sanción.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

5.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para eliminar la letra o) del Artículo 3°.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, advierte que la indicación ha dejado de tener sentido, debido a las aprobadas recientemente.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

6.- Los Diputados señores Latorre y Venegas, formularon una indicación para agregar en el inciso primero del Artículo 5°, a continuación del punto a parte (.), el siguiente párrafo:

“Su cargo durará cuatro años, pudiendo prorrogarse por una sola vez. Cesará, en sus funciones por las mismas causales establecidas para la Fiscalía Nacional Económica en la ley 
N° 20.361.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señala que la indicación regula la remoción de manera diversa a lo que se establece para la Alta Dirección Pública, que constituye la regla general para las Superintendencias. Además, es incompleta, pues introduce una referencia a las causales de cesación de funciones que tiene la Fiscalía Nacional Económica, pero sin un procedimiento para determinar su concurrencia.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

7.- Los Diputados señores Latorre y Venegas formularon una indicación para eliminar la letra e) del Artículo 5°.

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que se instalarán oficinas regionales, pero tal situación se efectuará de manera progresiva, conforme a los recursos que se asignen en la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público, pero es indispensable que el Superintendente cuente con las facultades para definirlas formalmente, lo que no ocurriría de eliminarse el literal.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

8.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para reemplazar en el inciso segundo del Artículo 6° la expresión “tengan el control” por “tengan participación a cualquier título”, y la frase “, más del 10 por ciento del capital con derecho a voto o puedan elegir o designar, a lo menos un director en”, por “de”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que si bien es cierto la indicación tiene por objeto aumentar el control respecto de eventuales conflictos de interés, esta situación se trata de una regla general que también se aplica a las demás superintendencias.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

9.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, propone agregar los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos, al Artículo 6°, pasando el inciso tercero a ser séptimo:

“Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente, las personas que por sí, sus cónyuges, sus parientes legítimos hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o quienes a través de personas naturales o de personas jurídicas contraten espacios publicitarios o que tengan control o administración, en creación, producción, distribución o exhibición o adquieran a cualquier título interés, en el avisaje publicitario o quienes se vinculen directamente o adquieran a cualquier título interés en agencias de marketing, comunicaciones o de publicidad.

El Superintendente y los funcionarios de la Superintendencia no podrán tener intereses económicos en empresas u otras entidades dedicadas a la fabricación o venta de equipos de telecomunicaciones; o que de algún otro modo estén relacionados, a través de sí o de una empresa o grupo de empresas, con éstas a través de acciones, bonos u otros.

Las inhabilidades de este capítulo también rigen para las personas que conformen grupos empresariales con intereses a cualquier título en las actividades señaladas en este artículo o se relacionen con éstas en los términos establecidos en los artículos 96 y 100 de la ley N° 18.045.

Durante el ejercicio de su mandato el Superintendente y los funcionarios de la Superintendencia deberán abstenerse de opinar, directa o indirectamente, en forma pública, sobre las cuestiones en las cuales la Superintendencia tenga que conocer o que pudieren estar a su cargo en el ejercicio de su función. Además, durante los tres años siguientes al cese de sus funciones, el Superintendente estará imposibilitado de ejercer un empleo en cualquiera de las empresas o instituciones sujetas a la supervigilancia y fiscalización de la Superintendencia.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, hizo presente que el sector de las telecomunicaciones no tiene relación con los avisaje publicitario o contenidos, por lo que no se justificaría la inhabilidad propuesta. Además, conforme a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Bases de la Administración del Estado, las inhabilidades para estos casos son de seis meses, por lo que aumentarla a tres años sería exagerado.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

10.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para intercalar en el Artículo 11, entre el punto seguido (.) y la palabra “Cualquiera” que la sigue, la oración “Dicha prohibición subsistirá durante los seis meses siguientes al cese de sus funciones.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la indicación, en los términos planteados, se aplicaría incluso al personal administrativo y auxiliar. Además, introduciría un costo al empleo, pues la persona que desee trabajar en la Superintendencia tendría que internalizar el período de inhabilidad en sus remuneraciones.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

11.- Los Diputados señores Latorre y Venegas proponen suprimir el artículo 12.

-Puesta en votación la indicación, es rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

12.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para eliminar el inciso segundo del Artículo 17.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó el parecer desfavorable del Ejecutivo respecto de la presente indicación, ya que en tal sentido correspondería una proposición a la letra o) del artículo 3°.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

13.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al Artículo 18 pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“En el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso precedente, no podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística a que hace referencia el artículo 7° de la ley 19.733. Por ello, tratándose de medios de radiodifusión sonora o televisiva, dicha fiscalización no podrá extenderse a la revisión o incautación de documentación que no sea de carácter estrictamente técnico. Los fiscalizadores no podrán acceder a instalaciones donde no existan equipos o material de ese tipo.”.

El Diputado señor Auth, planteó que la presente indicación tiene por objeto apoyar las labores de fiscalización que realice la Superintendencia.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por cuatro votos en contra de los Diputados señores Bobadilla; Hasbún; Meza y Pérez, don Leopoldo y un voto a favor del Diputado señor Auth.

14.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para sustituir en la letra g) del Artículo 20 la expresión “un año”, por “seis meses”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó el parecer desfavorable del Ejecutivo respecto de la presente indicación, ya que la letra aprobada por la Comisión de Ciencia y Tecnología ya es un cambio sustantivo, porque hace extensible la infracción no sólo al primer año de la concesión sino a toda su vigencia. Ello da lugar a la caducidad, por lo que ya se trata de una infracción muy gravosa.

Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; Hasbún; Latorre; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

15.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para intercalar en la letra g) del Artículo 21, entre la palabra “incumplimiento” y la preposición “de”, la frase “grave”; y reemplazar la frase “que contempla la normativa sectorial”, por la oración “definida en la normativa técnica bajo cuyo amparo se encuentran las concesiones, permisos y licencias, siempre que se afecta a más del 50 por ciento de los usuarios o suscriptores del respectivo servicio”.

El Diputado señor Hasbún, planteó que esta indicación habría que rechazarla, porque al aprobar la indicación anterior, que sustituye la letra g) del Artículo 21, esta deja de tener sentido.

-Puesta en votación la indicación, es rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza y Pérez, don Leopoldo.

16.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al Artículo 24, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Tratándose de concesiones de televisión digital la multa no podrá exceder a las 200 o 100 Unidades Tributarias Mensuales, según se trate de medios de alcance regional o local, respectivamente. En el caso de concesiones de televisión digital o radiodifusión sonora sin fines de lucro dicho máximo no excederá las 50 Unidades Tributarias Mensuales.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó que el parecer del Ejecutivo es desfavorable respecto de la indicación, dado que no existe la categoría de concesionario de radiodifusión sonora sin fines de lucro. Sin embargo, lo que existe es la categoría de concesionario de radiodifusión comunitaria, la cual tiene como requisito ser persona sin fines de lucro. Y ellos ya tienen ese monto de multa definido en otro artículo del proyecto de ley con idéntico tope.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores García, don René Manuel; Hasbún; Hernández y Meza.

17.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al Artículo 25:

“Tratándose de concesiones de televisión digital la multa no podrá exceder a las 100 ó 50 Unidades Tributarias Mensuales, según se trate de medios de alcance regional o local, respectivamente. En el caso de concesiones de televisión digital o radiodifusión sonora sin fines de lucro dicho máximo no excederá las 25 Unidades Tributarías Mensuales.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó el parecer desfavorable del Ejecutivo respecto de la indicación, dado que no existe la categoría de concesionario de radiodifusión sonora sin fines de lucro, lo que existe es la categoría de concesionario de radiodifusión comunitaria, que tiene como requisito ser persona jurídica sin fines de lucro, y ellos ya tienen ese monto de multa definido en otro artículo del proyecto de ley, pero con distinto monto, 30 en vez de 25. Señala que de aprobarse, quedaría con un sentido contradictorio.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo y una abstención del Diputado señor Auth.

18.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al Artículo 26:

“Tratándose de concesiones de televisión digital la multa no podrá exceder a las 50 ó 25 Unidades Tributarias Mensuales, según se trate de medios de alcance regional o local, respectivamente. En el caso de concesiones de televisión digital o radiodifusión sonora sin fines de lucro dicho máximo no excederá las 10 Unidades Tributarías Mensuales.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, indicó que el parecer del Ejecutivo es desfavorable respecto de la indicación, dado que no existe la categoría de concesionario de radiodifusión sonora sin fines de lucro, lo que existe es la categoría de concesionario de radiodifusión comunitaria, que tiene como requisito ser persona jurídica sin fines de lucro, y ellos ya tienen ese monto de multa definido en otro artículo del proyecto de ley, por el mismo monto.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

19.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al Artículo 29:

“En particular, procederán dichas indemnizaciones a favor de los usuarios de servicios contratados de telecomunicaciones o terceros perjudicados, en los siguientes casos:

a) Vencimiento del saldo a favor de los usuarios en planes de prepago de la telefonía;

b) Envío de propaganda no deseada a través de los mensajes de texto u otros medios en la telefonía móvil;

c) Cobro por información o servicios no solicitados;

d) Detrimento injustificado de la velocidad del flujo de datos de Internet móvil o estacionaria entregada por los concesionarios. Para estos efectos, los contratos deberán tener siempre una velocidad mínima garantizada a todo evento y ésta no podrá sufrir variaciones injustificadas durante más del 5% del tiempo dentro de una misma facturación;

e) Cobro por el detalle de sus llamadas entrantes o salientes;

f) Diferencias en los cargos de acceso para los usuarios de servicios de telefonía móvil, que deberán ser siempre los mismos, independiente del operador, y los mismos para cada tipo de servicio, zona o localidad;

g) Suspensión, paralización o no prestación, sin justificación, un servicio previamente contratado y por el cual se hubiere pagado derecho de conexión, de instalación, de incorporación o de mantención;

h) Vender o proporcionar a terceros información sobre los usuarios, ya sea información que los individualice y/o la información relativa a la ubicación geográfica o sobre los hábitos de sus clientes;

i) Retardar en más de 24 horas la reposición del servicio, una vez regularizado el pago.

Las indemnizaciones por la infracción a que se refieren las letras precedentes, tendrán una cuantía de 1 a 150 unidades tributarias mensuales para cada incidencia, en beneficio de cada uno de los usuarios o terceros afectados.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó el parecer desfavorable del Ejecutivo respecto de la indicación, dado que intenta modificar la regulación de fondo del sector y no aspectos institucionales o del procedimiento sancionatorio. En ese sentido, señala que el régimen de indemnizaciones y compensaciones está actualmente regulado en el artículo 27 de la Ley General de Telecomunicaciones.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza y Pérez, don Leopoldo.

20.- Los Diputados señores Latorre y Venegas formularon una indicación para reemplazar en el inciso primero del Artículo 42 el vocablo “reclamar”, por “recurrir”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, hizo presente que el Ejecutivo no apoya la indicación, ya que de acuerdo a lo que establece el proyecto de ley y el informe de la Corte Suprema, el artículo 42 regula el recurso de reclamación por ilegalidad, por lo tanto, la expresión reclamar es la correcta.

Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

21.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para sustituir el numeral 2 del Artículo 49, por el siguiente:

“2. Agréguese el siguiente artículo 36 C:

a) El que opere o explote servicios o instalaciones de telecomunicaciones de radiodifusión televisiva o de radiodifusión sonora sin concesión o permiso de la autoridad competente, será sancionado con multa de hasta 50 UTM. 

b) El que permita que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte, operen tales servicios o instalaciones, será sancionado con multa de hasta 25 UTM.

c) El que tolere que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte, operen tales servicios o instalaciones, será sancionado con multa de hasta 10 UTM.”.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

22.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para incorporar la siguiente letra b), nueva, al N° 6 (que pasaría a ser N°7) del Artículo 49, pasando la actual letra b), a ser c):

“b) Elimínese, en el inciso tercero, la frase “respecto de las cuales la concesionaria gozará de derecho preferente para su renovación”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó el parecer desfavorable del Ejecutivo respecto de la indicación, ya que, a su juicio, se aparta de la idea matriz del proyecto, pues no recae sobre materias institucionales o del proceso sancionatorio, sino que busca cambiar aspectos relativos a otorgamiento de concesiones que no son procedimentales sino de fondo.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

23.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para eliminar en la actual letra b) del N° 6 (que pasaría a ser N°7), la frase inicial “Derógase el inciso quinto, y” y sustituir la primera letra de la palabra “sustitúyanse” que le sucede por una “S”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación no es necesaria, pues el inciso que se pretende mantener está incorporado, en los mismos términos, en el inciso primero del artículo 27 del proyecto de ley.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

24.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para eliminar del inciso tercero del N° 7 (que pasaría a ser N° 8), el párrafo: “No obstante, si se instruyese respecto de la concesión vigente un procedimiento administrativo sancionatorio, iniciado por alguna infracción que pudiese ameritar la caducidad de la concesión, el llamado a concurso se postergará hasta después de que haya quedado ejecutoriada la resolución que, poniendo término al procedimiento administrativo sancionatorio, no imponga dicha sanción, o hasta después que, imponiéndola, sea declarada la caducidad de la concesión por decreto supremo con la firma del Ministro.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que esta norma existe actualmente en la LGT, y este proyecto de ley sólo adecúa las referencias y el lenguaje, de modo que si se elimina lo propuesto por la Diputada señora Pacheco, existirá un vacío para el regulador respecto de si debe o no llamar a concurso.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

25.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para incorporar en el número 16 lo siguiente:

“Incorpórese a continuación de la expresión “Superintendencia”, lo siguiente: “y agréguese en su inciso segundo, entre la palabra “caso” y el punto aparte (.) que le sucede, la frase “y no podrá modificar la pauta programática del medio de comunicación social.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que la indicación se refiere a materias que, a su juicio, escapan a la idea matriz del proyecto, al buscar modificar el régimen de transferencia de concesiones, estableciendo que si se autoriza una transferencia, ello no puede significar un cambio en la línea editorial.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

26.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para agregar el siguiente Artículo octavo transitorio, nuevo:

“Artículo octavo transitorio.- Las personas naturales o jurídicas que a la fecha de la publicación de la presente ley fueran titulares, administradores o controladores, de concesiones de televisión y radiodifusión en los términos referidos en los artículos 54 y 55, tendrán un plazo de 3 años para ajustarse a dicho precepto.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, señaló que, a su juicio, la indicación se aparta de la idea matriz del proyecto pues busca incorporar modificaciones al régimen concesional, en particular establecer normas para evitar concentración de medios.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Tuma.

INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.

1.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para incorporar en la letra a) del Artículo 3°, entre la palabra “sectorial” y la conjunción “e” la frase “, tanto nacional como los tratados, convenios y acuerdos internacionales sobre telecomunicaciones suscritos por Chile,”.

-El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

2.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para intercalar en la letra g) del Artículo 3°, a continuación de la palabra “derechos” y la conjunción “que”, la frase “a recibir los servicios contratados oportuna y satisfactoriamente”.

-El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

3.- El Diputado señor Meza formuló una indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al Artículo 17:

“El Juez Civil, al otorgar la autorización, deberá especificar con precisión las medidas de inspección que se pretende efectuar, el tiempo por el cual podrán ejercerse y las instalaciones afectadas.”.

El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

4.- Los Diputados señores Latorre y Venegas formularon una indicación para reemplazar en el inciso primero del Artículo 19 la fase “podrán ser”, por “serán”.

-El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

5.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para modificar el inciso primero del 
artículo 30, de la siguiente manera:

Reemplazar la expresión “podrá” por “deberá”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, hizo presente que el Ejecutivo comparte el espíritu de la indicación y manifiesta que evaluarán presentar una proposición en tal sentido durante la tramitación del proyecto.

El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

6.- Los Diputados señores Hasbún; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Pérez, don Leopoldo, y Tuma formularon una indicación para agregar el siguiente inciso final, nuevo, al Artículo 35:

“El Superintendente tendrá un plazo de 5 días para pronunciarse sobre la solicitud del instructor, período en el cual se mantendrán las medidas que se hubieren ya decretado. De no pronunciarse en el plazo indicado anteriormente, la medida se alzará si se hubiere decretado con anterioridad o se entenderá, rechazada la solicitud sí no existiera medida adoptada.”.

La asesora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Daniela González, hizo presente que el Ejecutivo comparte el espíritu de la indicación y manifiesta que evaluarán presentar una proposición en tal sentido durante la tramitación del proyecto, ya que establece que el Superintendente tiene un plazo para pronunciarse, de manera que no exista incertidumbre acerca de si las medidas se decretan o se mantienen y en definitiva no se impongan o dejen de imponer por una inacción sostenida.

El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

7.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para agregar el siguiente numeral 7., nuevo, modificándose la ordenación correlativa de los numerales que le suceden:

“7. Sustitúyase el inciso primero del artículo 11 por los siguientes incisos primero y segundo; pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:

“Artículo 11.- Los servicios de telecomunicaciones de exclusivo uso institucional de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, para el cumplimiento de sus fines propios de seguridad y defensa, no requerirán de concesión o permiso ni estarán afectas a caducidad y quedan reservados al Estado.

La calificación de un servicio como de seguridad y defensa la hará el Ministro de Defensa Nacional, a través de un decreto supremo fundado, previa consulta al Superintendente de Telecomunicaciones y oída la opinión del Comité de Telecomunicaciones, Informática y Guerra Electrónica de las Fuerzas Armadas. Del mismo modo, deberá decidirse la reubicación de estos servicios en otras bandas del espectro radioeléctrico.”.

El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

8.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para reemplazar el numeral 7 (que pasaría a ser N° 8), por el siguiente:

“7. Modifíquese el artículo 13 del siguiente modo:

a) Sustitúyase, en el inciso segundo, la expresión “El Ministerio” por “La Superintendencia”.

b) Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:

“Además, se deberá llamar a concurso con no menos de 180 días de anterioridad al vencimiento del plazo de vigencia de una concesión de radiodifusión, lo que podrá hacerse en cualquier concurso a que llame la Superintendencia, existiendo tal anticipación.”.

c) Reemplácese en su inciso cuarto la frase: “En toda renovación de una concesión, la concesionaria que la detentaba tendrá derecho preferente para su asignación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que asegure una óptima transmisión o excelente servicio, según el caso. En caso que dos o más concursantes ofrezcan similares condiciones, el concurso se resolverá mediante sorteo público entre éstos, si ninguno de ellos tiene la calidad de anterior concesionario.”, por “Tratándose de concesiones de servicios de telecomunicaciones, en caso que dos o más concursantes ofrezcan similares condiciones, el concurso se resolverá mediante sorteo público entre éstos. Respecto de concesiones de radiodifusión, el empate se resolverá a favor de aquél de éstos que presente una mejor oferta programática. En la evaluación de ésta se considerará el pluralismo y la diversidad en la orientación de sus contenidos y la mayor difusión de producción nacional.”.

El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

9.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para incorporar el siguiente numeral 32., nuevo, alterando los siguientes números su orden correlativo:

“32. Agréguese, en el artículo 33, entre la palabra “personas” y el punto final (.), la frase: “y los concesionarios de radiodifusión sin fines de lucro”.

El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

10.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para agregar el siguiente artículo 54, nuevo:

“Artículo 54. Ninguna persona natural o jurídica, ni personas vinculadas a ellas en los términos de los artículo 96 y 100 de la ley 18.045 sobre mercado de valores, podrá ser titular, controlar o administrar, al mismo tiempo y en una misma zona geográfica de cobertura, concesiones de aquéllas referidas en el Título III de la ley 18.838 y de radiodifusión sonora a que hace referencia el artículo 8 letra c) de la ley 18.168.”.

El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

11.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para agregar el siguiente artículo 55, nuevo:

“Artículo 55.- Ninguna persona natural o jurídica, ni personas vinculadas a ellas en los términos de los artículo 96 y 100 de la ley 18.045 sobre mercado de valores, podrá ser titular, controlar o administrar, al mismo tiempo y en una misma zona geográfica de cobertura, más del 10% de las concesiones de radiodifusión sonora. En ningún caso esto podrá significar una concentración mayor al 5% del espectro asignable para estos efectos en el país.”.

El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

12.- La Diputada Pacheco, doña Clemira, formuló una indicación para agregar el siguiente artículo 56, nuevo:

“Artículo 56.- En todo proceso de renovación de concesiones se analizará si el concesionario está afectado por alguna de las causales de los artículos 54 y 55, lo que será un criterio a considerar a la hora de decidir sobre la renovación de la concesión. No podrá renovarse una concesión que le afecte alguna de las incompatibilidades a que se refiere dichos artículos.”.

El Presidente de la Comisión en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

Se designó Diputado Informante al señor Javier Hernández Hernández.

Sala de la Comisión, a 16 de enero de 2013.

Tratado y acordado en sesiones de fecha 2 de octubre; 6 y 27 de noviembre, y 11 de diciembre de 2012, y de 2, 9 y 16 de enero de 2013, con la asistencia de los Diputados señores Hasbún (Presidente); Auth, Bobadilla, García, Hernández, Latorre, Meza, Norambuena, Pacheco, Pérez, Sepúlveda, Tuma y Venegas.

Asistió además, por la vía del reemplazo el Diputado Montes, don Carlos 

Se adjunta un comparado que contiene la legislación vigente, el mensaje del Ejecutivo, el texto aprobado por la Comisión de Ciencia y Tecnología y las proposiciones efectuadas en la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, aprobadas, rechazadas y declaradas inadmisibles.


(Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión”.

9. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo que aprueba el acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka sobre exención del requisito de visa para los titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y/o de servicio, suscrito en colombo, el 26 de junio de 2012. (boletín N° 8800-10-1)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo del epígrafe, que se encuentra sometido a la consideración de la H. Cámara, en primer trámite constitucional, sin urgencia, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 15 y 54, N° 1, de la Constitución Política de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes, y previamente al análisis de fondo de este instrumento, se hace constar lo siguiente:


1°) Que la idea matriz o fundamental de este Proyecto de Acuerdo, como su nombre lo indica, es aprobar el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y/o de Servicio, suscrito en Colombo, Chile, el 26 de junio de 2012.


2°) Que este Proyecto de Acuerdo no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado. Asimismo, no requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda, de acuerdo con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


3°) Que la Comisión aprobó el Proyecto de Acuerdo por la unanimidad de los Diputados presentes (6) señores Ascencio, don Gabriel; Cerda, don Eduardo; Diaz, don Marcelo; Jarpa, don Carlos Abel; Tarud, don Jorge, y Teillier, don Guillermo.


4°) Que Diputado Informante fue designado el señor Cerda, don Eduardo.

II. ANTECEDENTES.


Según lo señala el Mensaje, este Acuerdo, que constituye una excepción a la legislación de extranjería vigente en nuestro país, contenida en el Decreto Ley N° 1.094, de 1975 y en el Decreto Supremo N° 597, de 1984, ambos del Ministerio del Interior, encuentra su plena justificación en el deseo de ambos Estados de fortalecer los lazos de amistad que las unen.

III. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL ACUERDO.


El presente Acuerdo consta de un Preámbulo, en el cual se consigna el mutuo interés de las Partes de fortalecer los lazos de amistad entre ellas, y de ocho Artículos, que conforman su cuerpo principal y dispositivo, en donde se despliegan las normas centrales del mismo. 

Artículo 1.-


Este artículo establece que los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales válidos de una Parte, podrán ingresar o salir del territorio de la otra sin necesidad de visa y tendrán derecho a permanecer por un período no superior a noventa (90) días, plazo que se puede renovar por las autoridades competentes. 

Artículo 2


Del mismo modo, esta disposición prevé que los titulares de un pasaporte diplomático y oficial de cualquiera de las Partes que sean destinados a una misión diplomática o representación consular en el territorio de la otra Parte, podrán ingresar, permanecer y salir del país receptor mientras dure su destinación. Una regla similar se aplicará a los miembros de la familia de tales funcionarios, siempre que también sean titulares de pasaportes diplomáticos u oficiales válidos.

Artículo 3


Seguidamente, esta disposición establece que la exención del requisito de visa no libera a los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales de cualquiera de las Partes de cumplir las leyes y reglamentos vigentes en el territorio de la otra Parte.

Artículo 4


Este artículo estipula que las Partes se reservan el derecho de denegar, a su arbitrio, el permiso para ingresar a su territorio cuando el ingreso de un individuo sea considerado inconveniente.

Artículo 5


Por su parte, regula en esta disposición que las Partes deberán intercambiar, por la vía diplomática, los ejemplares de sus pasaportes especificados en el Artículo 1 del Acuerdo a más tardar 30 días después de la entrada en vigor de éste y, en caso de posterior modificación de los mismos, proporcionar los nuevos. 

Artículo 6


Se prevé en este artículo 6 que el Acuerdo puede ser suspendido por cualquiera de las Partes, dando aviso por la vía diplomática y surtirá efecto inmediatamente. 

Artículo 7


Esta disposición se refiere a la duración del Acuerdo, estipulando que será indefinida. No obstante, se considera la posibilidad de denunciarlo por la vía diplomática.

Artículo 8


Finalmente, este artículo trata de la entrada en vigor del Acuerdo, disponiendo que éste regirá sesenta (60) días después de la fecha de la última Nota de una de las Partes en que comunique a la otra el cumplimiento de las formalidades internacionales correspondientes.

IV. DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y DECISIÓN ADOPTADA.

En el estudio de este Proyecto de Acuerdo la Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro (s) de Relaciones Exteriores, don Alfonso Silva Navarro, y del señor Pedro Ortúzar Meza, Jefe del Departamento de Tratados y Asuntos Legislativos de la Cancillería.

El señor Ministro (s) de Relaciones Exteriores, además de refrendar los fundamentos del Mensaje que da origen a este Proyecto de Acuerdo, explicó que este instrumento tiene por propósito facilitar el tránsito de personas titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y/o de servicio y es ajeno con el régimen general de visas que, en la actualidad, han sido otorgadas por la República Socialista Democrática de Sri Lanka.

Agregó que este Acuerdo en nada se diferencia con otros que Chile ha suscrito con diversos países y permitirá estrechar los lazos de amistad que unen a ambos Estados. 

Por su parte, los señores Diputados presentes expresaron unánimemente su decisión favorable a la aprobación de este Proyecto de Acuerdo, teniendo presente la importancia de este instrumento para la consolidación de las relaciones entre ambos países, facilitando el tránsito de personas titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y/o servicio.

Por ello, por 6 votos a favor, ningún voto en contra y cero abstenciones prestaron su aprobación al Proyecto de Acuerdo en Informe, la unanimidad de los Diputados presentes señores Ascencio, don Gabriel; Cerda, don Eduardo; Diaz, don Marcelo; Jarpa, don Carlos Abel; Tarud, don Jorge, y Teillier, don Guillermo.

V.- MENCIONES REGLAMENTARIAS.

En conformidad con lo preceptuado por el artículo 289 del Reglamento de la Corporación, se hace presente que vuestra Comisión no calificó como normas de carácter orgánico o de quórum calificado ningún precepto contenido en Proyecto de Acuerdo en informe. Asimismo, ella determinó que sus preceptos no deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda por no tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado.

Como consecuencia de los antecedentes expuestos y visto el contenido formativo del Acuerdo en trámite, la Comisión decidió por la unanimidad antes señalada recomendar a la H. Cámara aprobar dicho instrumento, para lo cual propone adoptar el artículo único del Proyecto de Acuerdo, cuyo texto es el siguiente:

“PROYECTO DE ACUERDO


“ARTÍCULO ÚNICO.- 
Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y/o de Servicio”, suscrito en Colombo, el 26 de junio de 2012.”.

-o-


Discutido y despachado en sesión de fecha 5 de marzo de 2013, celebrada bajo la presidencia del H. Diputado don Jorge Tarud Daccarett, y con la asistencia de los Diputados señores Arenas, don Gonzalo; Ascencio, don Gabriel; Cerda, don Eduardo; Díaz, don Marcelo; Edwards, don José Manuel; Jarpa, don Carlos Abel, y Teillier, don Guillermo.


Se designó Diputado Informante al señor Cerda, don Eduardo.


Sala de la Comisión, a 5 de marzo de 2013.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado, Secretario de la Comisión”.

10.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Tuma; Carmona, De Urresti; Espinosa, don Marcos; Hasbún; Pérez, don Leopoldo; Ulloa, Vargas; Venegas, don Mario, y de la diputada señora Sepúlveda, doña Alejandra.


Establece el plazo de mora legal de las obligaciones contraídas con las empresas de servicios de telecomunicaciones. (boletín N° 8824-03)


“1° Que nuestro país es uno de los que muestra las tasas más altas de consumo de servicios de telecomunicaciones de América Latina. Se estima que hay 129 teléfonos móviles operativos cada 100 habitantes y 22 millones de abonados con contratos con proveedores de telefonía móvil; en cuanto a conexión a Internet, estudios independientes indican que existen 2 millones veinticinco mil contratos de conexión a Internet, lo que supone una penetración en el mercado cercana al 39%. Asimismo existen casi 8 millones de conexiones móviles a Internet y 2 millones de conexiones fijas domiciliarias. La Subsecretaría de Telecomunicaciones informa que existen 3 millones 370 mil conexiones de telefonía fija en el país y 2 millones 67 mil conexiones a televisión de pago, sea ésta satelital o por cable.


2° Que si bien la industria de las telecomunicaciones es una de las más vigorosas áreas del sector servicios y la necesidad de estos, cada vez más indispensables para segmentos más importantes de la población, sin embargo, sus regulaciones siguen estando inspiradas en las lógicas de los bienes suntuarios, como si de un servicio prescindible se tratara.


En la sociedad contemporánea, más aún considerando la estructura social y económica de nuestro país, los servicios de telecomunicaciones y especialmente el acceso a Internet y la telefonía son una necesidad básica, tanto como lo es la electricidad, la provisión de gas domiciliario o el agua potable. Son cientos de miles de pequeños emprendedores y trabajadores por cuenta que dependen de estar conectados y ubicables. Es más, en un país con una de las tasas más altas de envejecimiento de su población de América Latina, con ya casi 1 millón 200 mil personas mayores de 60 años, la conexión telefónica resulta indispensable muchas veces para acceder a servicios de atención sanitaria o vincularse con sus familiares más jóvenes en caso de alguna urgencia.


3° Que por lo anterior, resulta indispensable contar con una regulación que asegure al menos que en caso de retardo en el pago de los servicios, estos no sean suspendidos, como ocurre el día de hoy en donde todos los contratos de los prestadores prescriben la posibilidad unilateral y sin declaración judicial de por medio ni comunicación al cliente deudor de contar el suministro al día siguiente del vencimiento del plazo de pago.


Estimamos, que es indispensable igualar en esta parte los servicios de telecomunicaciones con otros servicios de distribución domiciliaria de manera tal que la mora se produzca previo requerimiento de pago al deudor expresado en una comunicación escrita, otorgada al décimo quinto día de haber vencido la obligación. Asimismo, proponemos que en el caso de los buenos clientes, de aquellos que no tengan morosidades en el último año calendario, el requerimiento previo al corte del suministro sólo pueda verificarse a partir del trigésimo día del retardo en el pago.


Esta propuesta es concordante con la sistemática de nuestro Código Civil, en la medida que precisamente el Artículo 1551 de dicho cuerpo legal establece que el deudor está en mora cuando no ha cumplido la obligación dentro del término estipulado, salvo que la ley en casos especiales exija que se requiera al deudor para constituirle en mora, cuestión que es precisamente la que busca incorporar esta iniciativa legal en el régimen estatutario de los servicios de telecomunicaciones.


4° Que consideramos que con esta iniciativa estamos más que entregando un beneficio de crédito forzado a los deudores de los servicios de telecomunicaciones, simplemente, actualizando nuestra legislación a la importancia que tienen estos servicios para la vida moderna en un país como Chile. Los efectos sobre la industria a su vez no van a ser en caso alguno gravosos, en la medida que es una de las áreas más dinámicas y más solventes de la economía nacional.


Por tanto:


En mérito de lo expuesto, los diputados que suscriben someten a consideración del H. Congreso Nacional el siguiente:

PROYECTO DE LEY


ARTÍCULO ÚNICO.- En los contratos de prestación de servicios de telecomunicaciones, tales como telefonía fija y móvil de voz y datos, televisión por cable y satelital e internet el pago de la tarifa convenida por el servicio y de la renta de los equipos se realizará en la fecha y forma convenida en el contrato.


El simple retardo no da derecho a la empresa prestadora de los servicios a suspender la provisión del servicio. El acreedor deberá para estos efectos requerir al deudor del pago para constituirlo en mora, para lo cual enviará una comunicación a partir del decimo quinto día de la fecha de vencimiento de la obligación. En ese caso el deudor tendrá plazo hasta tercero día para efectuar el pago.


Los clientes que en el último año calendario no tuvieren mora alguna en el pago de sus obligaciones, sólo podrán ser requeridos transcurridos treinta días desde la fecha de vencimiento de la obligación, en cuyo caso podrán pagar hasta el quinto día de recibido el requerimiento.


El requerimiento será siempre por escrito y será comunicado mediante carta despachada al domicilio del deudor o en su defecto mediante comunicación de mensaje de texto o despachada a su correo electrónico en caso que éste hubiese pactado que la cuenta única telefónica sea despachada de esa forma mensualmente.


En cada caso, el proveedor de los servicios podrá aplicar la tasa de interés corriente por el retraso en el pago.


Solo en caso de que una persona registre dos morosidades seguidas en el pago de sus obligaciones, el proveedor de servicio de telecomunicaciones podrá poner término anticipado al contrato de manera unilateral”.
11.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Kort, Bauer, Barros, Carmona, Macaya, Morales, Vallespín, Walker, y de la diputada señora Molina, doña 
Andrea.


Establece el día 9 de febrero como el “Día Nacional del Hincha del Fútbol. (boletín 
N° 8825-29)

“Sin lugar a dudas las competencias deportivas desde siempre han constituido una actividad enraizada dentro de las sociedades en todas las épocas. Se manifiestan consustancialmente con el desarrollo de la historia de la humanidad, a partir del natural instinto competitivo del ser humano.


Lo anterior guarda especial consonancia cuando los contendores representan a determinadas comunidades de personas, quienes a su vez se sienten del todo identificadas con aquel competidor a partir de consideraciones nacionales, de raza, historia o estilo de competición, naciendo de esta forma el concepto de hinchada, barra o parcialidad, la vinculada al deporte es sin lugar a duda un elemento sin el cual éste no podría consolidarse profesionalmente.


Con el nacimiento de deportes como el fútbol o el rugby el concepto de hinchada se fue intensificando, erigiéndose como actor clave en el desenvolvimiento futuro de tales deportes y en su posterior masificación y profesionalización. Dicho fenómeno se vio experimentado muy fuertemente en Europa y más tarde en Latinoamérica a partir de los procesos de migración europea en nuestro continente, muy especialmente en el Río de la Plata y en Brasil, en donde el fútbol alcanzó rápidamente la masividad necesaria para convertirse en el deporte nacional.


En efecto países como Argentina, Uruguay, Brasil o Chile recepcionaron a principios del siglo XX, profundamente los fundamentos y el sentir del fútbol más que en otros deportes, precisamente a partir de su vocación de masas.


Bajo este orden de cosas, comenzó a surgir el fenómeno del “hincha” como una terminología empleada precisamente en Sudamérica designando a un grupo de personas cuyo denominador común era ser aficionados a un determinado deporte, particularmente al fútbol. Es así como de acuerdo a La mitología futbolera el primer hincha de fútbol en la historia vivió en Montevideo a comienzos del siglo XX; quien que trabajaba en el Club Nacional de Fútbol, el segundo club uruguayo por antigüedad.


Era de profesión talabartero y estaba encargado de inflar (hinchar) los balones del Parque Central, la sede del Club Nacional de Montevideo. Se llamaba Prudencio Miguel Reyes, pero era más conocido como «el gordo Reyes- o «el hincha-.


Es así como este partidario fanático del club montevideano, y sus gritos estentóreos: « ¡arriba Nacional!» eran famosos a principios del siglo pasado en las canchas donde jugaba su club. Y es fácil imaginar cómo resonarían los gritos del talabartero si se tiene en cuenta que inflaba (as pelotas sólo con la fuerza de sus pulmones. Durante los partidos, otros aficionados solían comentar ante las ruidosas demostraciones de Reyes: « ¡Mira cómo grita el hincha!». Y poco a poco la palabra hincha se fue aplicando a los partidarios del Nacional que más gritaban en los partidos; más tarde se extendió a los demás y, finalmente, a los partidarios de todos los clubes.


Así las cosas el elemento “hincha” o “aficionado” fue continuamente consolidándose hasta llegar a ser lo que es hoy, un verdadero fenómeno social. En muchos casos representativos de localidades o ciudades, grandes o pequeñas y en otros vinculadas a aspectos más conceptuales. Es así como en nuestro país existen hinchadas como la del popular equipo de Santiago Wanderers, O'Higgins, o Rangers en donde la hinchada se vuelca a estos equipos en alusión a una identidad con la ciudad y sus costumbres. Mientras que la hinchada de Colo-Colo o la Universidad de Chile se vincula hacia estas instituciones en consideración a otros aspectos diversos como son la forma en que el equipo juega, o a los éxitos deportivos, hecho que traspasa los márgenes de una ciudad o región.


Para las personas que integran la hinchada, su papel es fundamental en el partido. El hincha entiende que su aliento transmitirá energía a su equipo durante el partido. En cada partido el hincha siente que debe alentar lo más fuerte posible porque esto hará que su equipo gane. De manera que el hincha representa un aspecto trascendental en el juego sin el cual no existiría éste, o como diría el eximio escritor uruguayo Eduardo Galeano “sin los hinchas el fútbol sería como un baile sin música.”


Es por todo lo indicado que el prestigio alcanzado por la hinchada en materia de las competiciones deportivas nacionales e internacionales, ha dado pie para que de un tiempo a esta fecha grupos delictuales y organizados se enquisten dentro de las barras, ocasionando temor en los hinchas y con ello contaminando el ambiente de sano esparcimiento, solidaridad y compañerismo que siempre debe existir en las hinchadas de nuestro fútbol en particular y del deporte en general.


Es así como el concepto de “barra brava” debe ser execrado de nuestro país, y promover la asistencia a los estadios de los verdaderos hinchas, quienes se dirigen a los estadios a alentar a los contendores, de una forma sana, sin violencia, ni con otro fin espurio.

Precisamente a éstos últimos, la presente iniciativa parlamentaria busca homenajear, mediante el establecimiento del Día Nacional del Hincha del Fútbol, como una forma de reconocer el profundo aporte de tos aficionados a la práctica y a la profesionalización del deporte en nuestro país.


Es así como el día escogido por los patrocinantes de esta iniciativa es el día 9 de febrero de cada año, como una forma de homenajear y recordar aquel trágico accidente en donde fallecieron 16 hinchas del Club Deportes O’Higgins de Rancagua en la localidad de Tomé, quienes con esfuerzo y sacrificio concurrieron a alentar a su amado equipo, hecho que representa la identidad más genuina de un hincha, vinculada a valores tan importantes para nuestra sociedad chilena como son el esfuerzo, la solidaridad y el cariño por una Institución y por toda una ciudad.


Es por lo anterior que la presente iniciativa legislativa constituye además un homenaje a las víctimas de este lamentable hecho, tragedia que con todo, manifiesta el espíritu más prístino del verdadero hincha del fútbol y del deporte en general.


En efecto estas personas con escasos recursos, pero con mucha voluntad, garra y pasión dedicaron una parte importante de sus vidas a seguir por todo nuestro país a su querido equipo O’Higgins de Rancagua, sin apoyo de ninguna especie, desarrollaron el espíritu del hincha que queremos la inmensa mayoría de los chilenos ver en nuestros recintos deportivos, es decir aquellos dedicados única y exclusivamente a alentar de una forma alegre y sana a su equipo sin pedir nada a cambio.


La nobleza de estas personas refleja la gran característica del hincha y es por ello que los patrocinantes de esta moción concordamos que en ellos se representa cabalmente al hincha que en esta oportunidad homenajeamos.


Esperamos que iniciativas como esta promuevan un ambiente de real reconocimiento a este importante elemento de nuestro Chile, que debiera enorgullecernos como nación y que por lo mismo nos asiste la obligación de resguardar y promover.

La consagración de un día nacional del Hincha, no es un hecho aislado en nuestra América Latina. En efecto, en Argentina existe Lo que se ha denominado el Día internacional del hincha de Boca Juniors, en honor a los simpatizantes de este importante club del fútbol argentino, casos parecidos existen en Perú (día del Hincha “Crema” para los seguidores del Club Universitario de Lima), Bolivia (día del Hincha de San José de Oruro), Brasil (día del torcedor del Club Flamengo de Rio de Janeiro) y otros, quienes a través de un día rinden un justo homenaje a sus parciales.


Sin embargo, como en ningún país, lo que se propone en esta oportunidad es la consagración legal de un día nacional, que reconozca al hincha, como una forma de reconocimiento por su destacada participación en los torneos y competiciones nacionales e internacionales.

PROYECTO DE LEY


Artículo Único: Establézcase el día 9 de febrero como el Día Nacional del Hincha del Fútbol.

12. Oficio del Tribunal Constitucional.

Santiago, 21 de enero de 2013


Oficio N° 8.228


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 21 de enero en curso, en el proceso Rol N° 2377-12-INA, sobre inaplicabilidad por inconstitucionalidad, deducida ante este Tribunal respecto del artículo 75 de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, en los autos sobre recurso de protección de que conoce la Corte de Apelaciones de Rancagua, bajo el Rol N° 1713-2012. Asimismo, acompaño copia del requerimiento y de la resolución que declaró su admisibilidad.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON NICOLÁS MONCKEBERG DÍAZ

VALPARAÍSO”.

13. Oficio del Tribunal Constitucional.

Santiago, 21 de enero de 2013


Oficio N° 8.231


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 21 de enero en curso, en el proceso Rol N° 2365-12-INA, sobre inaplicabilidad por inconstitucionalidad, deducida ante este Tribunal, en los autos sobre indemnización de perjuicios, caratulados 
“Astudillo con Corporación Nacional del Cobre, Codelco Norte”, del Segundo Juzgado de Letras de Calama de que conoce actualmente la Corte de Apelaciones de Antofagasta bajo el Rol N° 408-2012. Asimismo, acompaño copia del Requerimiento y de la resolución que declaró su admisibilidad.

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON NICOLÁS MONCKEBERG DÍAZ

VALPARAÍSO”.

14. Oficio del Tribunal Constitucional.

Santiago, 24 de enero de 2013


Oficio N° 8.278


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 24 de enero de 2013, en el proceso Rol N° 2.379-12-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentado por Rodrigo Ubilla Mackenney, Subsecretario del Interior respecto del inciso segundo, del artículo 5° de la Ley N° 20.285, de 2008, sobre Acceso a Información Pública, en la parte que señala “y toda otra información que obre en poder de los órganos de la Administración, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento”, en los autos sobre reclamo de ilegalidad caratulados “Subsecretaría Interior con Consejo para la Transparencia”, de que conoce la Corte de Apelaciones de Santiago, bajo el Rol N° 7369-2012.

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON NICOLÁS MONCKEBERG DÍAZ

VALPARAÍSO”.

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista e IC: Izquierda Ciudadana.


1 El Estudio “Registro Público Voluntario de Contrato de Productos Agrícolas con Entrega a Futuros” (Informe final, Grupo Vial Abogado y Bolsa de Productos de Chile S.A.), encargado por Minagri, basado fundamentalmente en los tres productos agrícolas más factibles de ser materia de contratos agrícolas (maíz, trigos y uva de mesa), concluir que el número de nuevos contratos a registrar en el Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega de Largo Plazo para el primer año es de 562 contratos, para el segundo 738 contratos y el tercer año 969 contratos. La tasa de crecimiento estimada anuales es de un 31% hasta el año 2020, con una estimación de 3.788 contratos registrados.


2 Corresponde a la contratación de un equipo de 5 profesionales (Jefe proyecto II, Arquitecto Software, Diseñador de interfaces web y dos desarrolladores) por tres meses promedio.


3 Corresponde a la remuneración de un profesional encargado del Registro de Contratos Agrícolas en la Subsecretaría de Economía por 12 meses con una renta bruta mensual de M$ 2.000.


4 Contratación de servicios de mantención del sistema computacional y equipos de plataforma.


5 Compra de Servidores (Chasis Blade, dos Servidores Blade M710, Storage y Servicios de implementación SQL Server y Plataforma Base).


6 Seminarios, prensa escrita y campaña web.





